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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrió, además, el Ministro de  Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:19, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República: 



Con el primero retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “discusión inmediata”, para la tramitación del proyecto que modifica la ley N° 20.256, que establece normas sobre pesca recreativa, valor de licencias y otras materias (boletín N° 7.946-21). 



Con el segundo retira la urgencia y la hace presente nuevamente, en el carácter de “suma”, al proyecto de ley que establece incentivos especiales para las zonas extremas (boletín N° 8.011-05). 



Con el último retira la urgencia y la hace presente nuevamente, calificada de “simple”, para el tratamiento de las siguientes iniciativas: 



1.- Proyecto de ley sobre probidad en la función pública (boletín Nº 7.616-06). 



2.- Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín N° 7.963-06). 



3.- Proyecto de ley que modifica normas en materia de nulidad del reconocimiento de la paternidad por vicios del consentimiento (boletín Nº 7.650-18). 



4.- Proyecto que establece la quiebra como causal de término del contrato de trabajo y adecua normas de otras leyes (boletín Nº 8.492-13). 



5.- Proyecto que modifica la ley N° 18.290, de Tránsito, para incorporar en el certificado de inscripción el kilometraje registrado en el dispositivo y sancionar a quienes lo adulteren (boletines Nos 7.559-15 y 7.565-15, refundidos). 



6.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes. 

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados: 



Informa que prestó su aprobación al proyecto que aprueba el protocolo por el que se enmienda el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, adoptado el 6 de diciembre del año 2005 (boletín N° 8.486-10) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores. 



Del señor Ministro de Salud:



Da respuesta a solicitudes de información, remitidas en nombre del Honorable señor Navarro, sobre los siguientes asuntos:



1.- Investigación practicada a la empresa SQM, con motivo de un accidente que significó la muerte de seis trabajadores en septiembre de 2010.



2.- Petición de la Ilustre Municipalidad de Santa Juana para que se adquiera una ambulancia destinada al hospital de esa localidad. 

Del señor Subsecretario Director del Instituto Nacional de Deportes:



Responde consulta, enviada en nombre de la Honorable señora Allende, en cuanto a la administración del estadio “Luis Valenzuela Hermosilla”, de la comuna de Copiapó. 



Del señor Jefe de la División de Atención y Servicios al Usuario de la Superintendencia de Pensiones:



Confirma respuesta anterior a consulta, enviada en nombre del Honorable señor Chahuán, respecto de procedencia del beneficio a que se refiere el artículo 17 de las disposiciones transitorias del decreto ley N° 3.500, de 1980, en caso que indica. 



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriados el 17 y el 19 de septiembre de 2012 (boletines Nos 8.506-13 y 7.921-13, refundidos) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”) (Véase en los Anexos, documento 2).


De la Comisión de Agricultura, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (boletín N° 7.484-01) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Relaciones Exteriores, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Honduras sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares, suscrito en Santiago de Chile el 15 de noviembre de 2011 (boletín N° 8.238-10) (Véase en los Anexos, documento 4).


--Quedan para tabla. 

Mociones



De los Honorables señores Walker, don Patricio, y Letelier, con la que dan inicio a un proyecto que modifica la ley N° 20.084 a fin de ampliar la protección de los derechos de los menores de edad que ingresan al sistema de responsabilidad penal adolescente (boletín N° 8.567-07) (Véase en los Anexos, documento 5).


Del Honorable señor Tuma, con la que inicia un proyecto que enmienda la ley N° 16.250 para fijar plazos a los conservadores de Bienes Raíces en las actuaciones a que den lugar las reinscripciones y cancelaciones que indica (boletín N° 8.568-07) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



Del Honorable señor Horvath, con la que da inicio a un proyecto de ley que concede la nacionalidad chilena, por especial gracia, al sacerdote Edelino Bertocco Gasparella (boletín N°8.570-07) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía. 



De los Honorables señores García Huidobro, Coloma, Frei (don Eduardo), Prokurica y Quintana, con la que inician un proyecto de ley que regula el levantamiento de barrera en plazas de peaje, en el caso que indica (boletín N° 8.569-09) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Obras Públicas.

Solicitud de permiso constitucional



Del Honorable señor Sabag, para ausentarse del territorio de la República a contar del día 9 del mes en curso.



--Se accede.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)------------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito el asentimiento unánime de la Sala para tratar como si fuera de Fácil Despacho el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el 19 de septiembre de 2012, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Así se acuerda.

)-----------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- El Ejecutivo ha pedido, a fin de estar presente en la discusión, que se retire temporalmente el asunto signado con el número 5 del Orden del Día. Se trata del proyecto, iniciado en mensaje y en primer trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, para ampliar el giro de la empresa.



Si no hay objeciones, se accederá.



--Así se acuerda.

)------------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se postergará la sesión especial solicitada por varios Comités que se citó para el miércoles 3 de octubre a fin de analizar los peligros y riesgos sísmicos a que está expuesto nuestro país, en especial a propósito de la falla de San Ramón, en la Región Metropolitana.



--Así se acuerda.

IV. ORDEN DEL DÍA

DECLARACIÓN DE 19 DE SEPTIEMBRE COMO FERIADO IRRENUNCIABLE PARA TRABAJADORES DEL COMERCIO

El señor ESCALONA (Presidente).- Según lo acordado recién, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado obligatorio e irrenunciable el 19 de septiembre para los trabajadores dependientes del comercio, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “discusión inmediata”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8506-13 y 7921-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 44ª, en 29 de agosto de 2012.


Informe de Comisión:


Trabajo y Previsión Social: sesión 47ª, en 5 de septiembre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es establecer el 19 de septiembre como feriado obligatorio e irrenunciable, al igual que lo es el día 18, para los dependientes del comercio, con excepción de aquellos trabajadores que se desempeñan en clubes, restaurantes, cines, discotecas, pubs, cabarés, casinos de juego, expendio de combustibles y farmacias de turno y de urgencia.



La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó proponer a la Sala el cambio del nombre alusivo al contenido de uno de los boletines que se han refundido, correspondiente a la iniciativa que tenía por objeto declarar también feriado el 17 de septiembre de 2012, por el siguiente: “proyecto de ley que establece el 19 de septiembre como feriado obligatorio e irrenunciable para los dependientes del comercio”, a fin de ajustarlo al contenido final.



El órgano técnico discutió el proyecto en general y en particular, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Rincón y señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.



Ha dejado constancia, también por la unanimidad de sus miembros presentes, de que el Honorable señor Bianchi, junto con los Senadores señoras Pérez y Rincón y señores Horvath y Muñoz Aburto, presentaron en 2011 un proyecto de ley con el mismo objetivo de la iniciativa en análisis, teniendo en consideración que las Fiestas Patrias son una ocasión para que todo el país se unifique en torno a una celebración que les permite a todos los chilenos, y no solo a algunos, participar en igualdad de condiciones.



El texto que se propone aprobar se consigna en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular a la vez.



Tiene la palabra la Honorable señora Rincón

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, estimados colegas, ante todo y en nombre de la Comisión de Trabajo y Previsión Social, quiero manifestar mi beneplácito por la aprobación que le dimos en ese órgano técnico, por unanimidad, a la iniciativa que nos ocupa.



Como ha dado cuenta el señor Secretario, hace ya un año presentamos, con los Senadores señora Pérez y señores Bianchi, Horvath y Muñoz Aburto, un proyecto de ley tendiente precisamente a declarar el 19 de septiembre como feriado obligatorio e irrenunciable para los dependientes del comercio. Por tanto, nos alegramos de que el Ejecutivo haya recogido nuestra idea, más aún cuando ellos tendrán varios días libres en las próximas Fiestas Patrias.



En la sesión del día de hoy recibimos al Subsecretario del Trabajo, señor Bruno Baranda, en representación del Gobierno -manifestó su interés en que el asunto fuera despachado a la brevedad-, y a los dirigentes del sector laboral, quienes nos acompañan en las tribunas, los que nos plantearon varias situaciones respecto de la aplicación por los empleadores de esta clase de feriados especiales para sus trabajadores.



En este último punto es donde quiero centrar rápidamente mi intervención.



Cada vez que aprobamos este tipo de iniciativas se advierte acerca de las pérdidas económicas que se causarán y se pone de relieve la amenaza de desabastecimiento. Con la Honorable señora Pérez destacábamos hace dos años, en relación con el feriado del Bicentenario, los ejemplos que se usaron para disuadirnos de legislar. Se nos hacía presente que las lechugas se iban a pudrir en los estantes de los supermercados. Ha quedado claro que tales prevenciones no son efectivas. Es más, las cifras económicas han permitido comprobar que se registra una reactivación. No pasa, finalmente, de ser una pataleta que presenciamos cada vez que se discuten estas materias.



Con la promulgación de la ley Nº 19.973, que establece los feriados irrenunciables, y sus modificaciones se dio un importante paso para los trabajadores del comercio. No obstante, algunas empresas transforman en letra muerta el espíritu de ese cuerpo legal, ya que en la planificación horaria superponen los días libres con aquellos que se declaran feriados irrenunciables. Ello, en la práctica, solo representa un despropósito, ya que además se extiende la jornada de trabajo diaria a fin de completar las 45 horas que indica la ley para una semana normal. Se olvida que el fin principal de la medida es igualar los derechos de todos los trabajadores y permitirles gozar de un día más para descansar.



Desde el punto de vista social, a los dependientes del comercio se les ha negado un derecho tan fundamental como el de compartir con sus hijos y familia en una fecha en que se enmarca la historia de los inicios de la Independencia. Es precisamente uno de los días que mayor importancia revisten para las empresas del retail, no porque estas le asignen un sentido patriótico, sino más bien debido al tremendo incremento que experimentan sus ventas y, por supuesto, sus utilidades.



Frente a lo anterior, los dirigentes solicitaron que nuestra Comisión se haga cargo de la situación y que se tomen las medidas pertinentes, pues no es posible permitir que las empresas utilicen las leyes prolaborales -promovidas, por lo demás, por el Gobierno y que han contado con un gran consenso político- para perjudicar precisamente a los trabajadores. Nos expusieron que en innumerables ocasiones han solicitado a la Dirección del Trabajo un dictamen sobre la materia, sin lograrlo hasta la fecha.



En forma previa al feriado del 1º de mayo concurrimos con ellos a ese Servicio para hacer entrega de los antecedentes y pruebas necesarios.



Los trabajadores han denunciado que confirmaron que las prácticas aplicadas por empresas conocidas de nosotros, para cumplir sus metas de ventas, son imitadas por las cadenas de supermercados casi en su totalidad. Me refiero específicamente a Walmart Chile, ex D&S.



El caso de los dependientes del comercio y la mala utilización que hacen las empresas del retail de este derecho de los trabajadores son sabidos. No voy a entrar en detalles, pero a todos nosotros nos han visitado en nuestras oficinas parlamentarias para expresarnos innumerables ejemplos del problema.



Señor Presidente, se trata de una fecha relevante. Creemos que al extender el feriado irrenunciable a los dependientes del comercio reparamos un daño en el que todos habíamos incurrido. Estimo importante que la disposición se respete, y para ello es fundamental que los empleadores concurran a su aplicación efectiva.



Por ello, manifestando nuestro compromiso y deseo de colaborar con los trabajadores, los congratulamos a estos por su esfuerzo, así como también a los legisladores que concurrieron al proyecto y a todo el Congreso por respaldar una iniciativa proveniente del Ejecutivo y que ya había sido planteada por nosotros con anterioridad.



En virtud de estas consideraciones prestamos unánimemente nuestra aprobación en la Comisión.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Saludamos a los trabajadores del Sindicato de Líder que se encuentran en las tribunas.



--(Aplausos en tribunas).



Debo hacerles presente, en todo caso, que el Reglamento no permite hacer manifestaciones.



Tiene la palabra la Honorable señora Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, quiero sumarme a lo expresado por la Senadora señora Rincón.



Y deseo hacer un poco de historia, porque, efectivamente, hace dos años ganamos por un voto en el Senado -repito: por un voto- los feriados irrenunciables con motivo de la celebración del Bicentenario.



Se nos hicieron una serie de advertencias: que se iba a registrar desabastecimiento; que se iban a formar filas. La verdad es que fueron bastante apocalípticas e irreales.



Todos tienen derecho a celebrar en una ocasión de esa naturaleza. Como representantes populares, tenemos que hacernos cargo, además, de la necesidad de la familia chilena en cuanto a compartir. Y mediaba una razón obvia: el Bicentenario era una fecha de unidad para los chilenos y resultaba indispensable dar señales de apoyo a los trabajadores de grandes tiendas, almacenes y supermercados, de centros comerciales -una gran cantidad de hombres y mujeres se desempeñan a diario en ellos-, ya que no tenían la posibilidad, lamentablemente, de que feriados irrenunciables les permitieran estar con su familia.



Por esa razón me pronuncié a favor en esa oportunidad y presentamos hace más de un año, con legisladores como los Senadores señora Rincón y señor Bianchi, el proyecto tendiente a que todos los 19 de septiembre, para siempre, sean irrenunciables, de modo que no tengamos que repetir una discusión parlamentaria de esta naturaleza.



A nuestro juicio, es un derecho bien ganado. Creemos que la medida también dinamiza a todos aquellos locales familiares y almacenes pequeños que existen en Regiones. Muchísimos de ellos se benefician. Se reactiva la economía en las comunas y provincias donde hay gran cantidad de pequeños comercios y tiendas familiares que no tienen ninguna posibilidad de competir, sobre todo en días festivos, con los grandes supermercados, los malls, y que precisamente en esas fechas pueden vender y compartir con la gente que acude a ellos para abastecerse de alimentos.



Por tal razón, tratándose de un proyecto que presentamos hace más de un año, hoy estamos muy contentos y satisfechos porque es algo transversal y que le hace muy bien a nuestro país. Le hace bien, pues la economía se dinamiza en la medida en que empleados y empleadores están contentos y satisfechos, y se vigoriza en la medida en que todas las personas, sin ninguna distinción, pueden compartir un feriado como el de las Fiestas Patrias. 



Incluso, en la Región de Coquimbo disfrutan de un descanso adicional, que no aparece en los calendarios -seguramente el Senador Uriarte va a hacer referencia a él-, que se celebra en La Pampilla. 

El señor PIZARRO.- ¡Una semana tenemos!

La señora PÉREZ (doña Lily).- Una semana, me corrige el Senador Pizarro.



Entonces, cada una de nuestras Regiones posee particularidades que es importante respetar.



Por ese motivo, hoy el Senado da una señal de transversalidad, de unidad, frente a algo que le hace bien al país, que reúne a la familia y da posibilidades de compartir con los demás, como es que, para siempre, el 19 de septiembre sea feriado irrenunciable, de modo que no tengamos que estar repitiendo esta discusión, año tras año, en el Congreso Nacional.



En consecuencia, por ser una de las autoras de la moción, obviamente que voy a votar a favor, y agradezco el apoyo que las señoras y señores Senadores le han dado a la iniciativa.



--(Aplausos en tribunas).

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Quiero solicitar el acuerdo unánime de la Sala, a petición del Ejecutivo, para retirar de la tabla el punto 2 (proyecto sobre responsabilidad por daños ocasionados por animales potencialmente peligrosos), porque el Gobierno también quiere hallarse presente durante su discusión.



--Así se acuerda.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Además, deseo puntualizar que la sesión especial sobre la Falla de San Ramón queda citada para el miércoles 3 de octubre, porque antes me equivoqué y leí la información al revés.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra a continuación el Senador señor Muñoz Aburto.

El señor MUÑOZ ABURTO.- Señor Presidente, Honorables colegas, igualmente deseo sumarme al apoyo al presente proyecto, el cual, por lo demás, es fruto de varias mociones que desde hace algunos años venían solicitando que tanto el 18 como el 19 de septiembre fueran feriados irrenunciables para los trabajadores del comercio.



La iniciativa que nos ocupa va a favorecer a más o menos 500 mil personas a lo largo del país, quienes esos días podrán compartir con su familia y celebrar las festividades patrias como lo hacen todos los chilenos y chilenas de nuestra nación.



Los descansos para los empleados del comercio son de larga data. Ellos vienen realizando reivindicaciones de feriados, legítimos y merecidos, desde hace mucho tiempo. 



Por ejemplo, hace un par de años se logró que por lo menos tuvieran dos domingos al mes como feriados establecidos, ya que antes solo podían disponer de uno. Hubo una extensa discusión, pues no se contaba con respaldo ni apoyo mayoritario, por lo menos en la Cámara de Diputados.



Sin embargo, en una homilía de la época, Monseñor Errázuriz señaló que uno de los valores fundamentales de toda sociedad era la familia, y que una forma de reforzarla era, precisamente, que sus integrantes estuvieran juntos, abogando por el feriado durante los domingos.



Ese fue un argumento fundamental para sensibilizar a los parlamentarios y para que estos apoyaran la idea de dar dos domingos de feriado al mes para los empleados del comercio.



He querido mencionar lo anterior para resaltar que no ha sido de trámite fácil el que esas personas gocen de descansos irrenunciables. Ellas tienen una calidad bastante especial; no son trabajadores como todos los demás de nuestro país. Cumplen horarios especiales y no jornadas de lunes a viernes, como la gran mayoría. 



Por eso, estos feriados irrenunciables se hacen bastante merecidos, para que ellos puedan compartir con sus familias, para que puedan hacer vida de hogar y para que, de algún modo, puedan trabajar en mejor forma gracias al reconocimiento de descansos que se aprueban a través de proyectos como este.



Vamos a acoger la iniciativa, señor Presidente, solo haciendo la salvedad que ya mencionó la Senadora Rincón, en el sentido de exigir una mayor fiscalización por parte de la Dirección del Trabajo, con el objeto de que en las planificaciones anuales que hacen las grandes empresas no se superpongan los feriados irrenunciables con los días de descanso a que tienen derecho los trabajadores en la semana por el domingo o festivo trabajado.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, el que nos ocupa es el quinto feriado irrenunciable que se establecería en la ley. Hace dos años se señaló que los días 18 y 19 de septiembre serían feriados irrenunciables con motivo del Bicentenario. Pero obviamente, al igual que todo lo demás en Chile, las cosas que se plantean como transitorias terminan siendo permanentes.



Quiero expresar mis dudas respecto de la conveniencia del proyecto de ley en examen.



Me parece claro que para los empleados de las grandes tiendas no debiera ser un problema mayor el que existan feriados irrenunciables. De hecho, tal como se mencionó acá, cuando se decretaron esos dos días festivos por el Bicentenario, dichos establecimientos aumentaron probablemente sus ventas. ¿Por qué? Porque las personas se precavieron frente a la circunstancia de estar varios días sin comercio, fueron a los supermercados y compraron con anticipación. Creo, incluso, que puede haber resultado hasta un muy buen negocio para ellos, porque vendieron más y abrieron menos tiempo.



Aquí se ha señalado que el proyecto va a beneficiar a 500 mil empleados del comercio. Yo no creo que 500 mil personas laboren en las grandes tiendas o en los grandes supermercados. Por ende, me preocupa la situación que se le va a generar al comercio mediano, al pequeño comerciante. Probablemente, van a aparecer todos como que son familiares, cosa que sabemos que no es así.



Entonces, hago un llamado de atención, porque no me cabe la menor duda de que la intención es siempre muy buena, pero quizás los resultados no sean los esperados por quienes han promovido la iniciativa, sino otros completamente distintos a sus loables objetivos.



El feriado irrenunciable del 18 de septiembre ya se encuentra establecido y, a mi juicio, seguir aumentando los festivos de tal categoría resulta inconveniente.



No creo que pueda votar, por tener un pareo, pero por lo menos quiero dejar expresada mi opinión al respecto, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, quiero partir señalando que no voy a votar, pues tengo un pareo vigente. Por lo tanto, no podré ejercer mi derecho.



Sin embargo, deseo expresar mi opinión.



A mi juicio, esta moción, surgida en la Cámara de Diputados y cuya materia también fue presentada el año pasado por varios Senadores, es muy justa y necesaria.



Señalo lo anterior porque, a diferencia de lo manifestado por el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, Chile es uno de los países con jornadas laborales más extensas. Y no solo eso, sino que además tenemos un bajo poder de negociación colectiva, lo que lleva a que muchas veces cueste bastante lograr determinados derechos para nuestros trabajadores.



En efecto, está fresca en mi memoria la discusión que sostuvimos hace dos años a raíz del Bicentenario. Y tengo perfectamente claros los argumentos que se nos entregaron. Cada cierto tiempo estos se formulan, y constituyen verdaderas campañas del terror o de amedrentamiento. En su momento se señaló que una medida así provocaría tremendos daños, perjuicios; que las familias quedarían desabastecidas, que se secarían las lechugas o los vegetales frescos. Se mencionaron un montón de cosas. Y los propios dirigentes mayoristas del comercio debieron reconocer que en esos cinco días del Bicentenario no ocurrió nada de lo que se había pronosticado. Y no solo eso, sino que, mirado en perspectiva, se registraron números positivos para el turismo y para el comercio pequeño, familiar, que normalmente no está en condiciones de competir con las grandes cadenas. Precisamente, situaciones de este tipo son una gran oportunidad para aquellos negocios, que sí pueden permanecer abiertos, siempre que sean atendidos por integrantes de la propia familia, por sus propios dueños.



Por eso creo que esto es importante.



Lo recordaba muy bien el Senador Muñoz. ¡Cuánto nos costó que hubiera dos domingos para los trabajadores del comercio! ¡Dos domingos! Si bien a uno le pueden argumentar: “Pero esos domingos trabajados se reemplazan con otros días de la semana”, nunca va a ser lo mismo. Porque se trata de compartir, de convivir con la familia. Y ese es un tema muy de fondo. Muchas veces señalamos que nos preocupamos por la familia. Pero estos son los actos concretos que nos ayudan realmente a promover una mayor convivencia y a compartir con los hijos y otros parientes.



Por lo tanto, lo que interesa en este caso es no dejarse llevar por los argumentos que ya nos han planteado en otras ocasiones. Resulta importante que no tengamos que estar haciendo estos verdaderos actos legislativos año a año, sino que el 18 y el 19 queden en forma permanente con el carácter que se propone, lo que nos parece enteramente justo.



Eso sí, la Dirección del Trabajo debe fiscalizar, porque más de alguna de estas grandes cadenas tiene bastante fama en cuanto a sus prácticas antisindicales y a no cumplir precisamente con estos derechos. Ojalá en esta ocasión actúen conforme a la normativa.



--(Aplausos en tribunas).



Incluso, cuando yo estaba en la Cámara de Diputados participamos no en una, sino en varias Comisiones donde establecimos cuáles eran las prácticas antisindicales. Allí constatamos la forma en que muchas veces se eluden el fuero sindical y el respeto a los derechos que hemos logrado para los trabajadores. Por eso lo expresaba.



Señor Presidente, en esa misma línea, quiero terminar señalando algo que no está ligado a este proyecto, pero que espero sea aprobado por la Comisión de Trabajo. También se relaciona con los supermercados, pero no con sus trabajadores dependientes, sino con los empaquetadores.



Hace bastante tiempo vengo postulando que merecen estar regidos por el Código del Trabajo, porque existe una relación laboral permanente con ellos. Y creo que se comete un abuso. Simplemente, les exigen horario, funciones, uniforme, una serie de otras medidas, y no les entregan lo que correspondería en este caso. A mi juicio, debieran estar regidos por el Código Laboral y contar con la protección que poseen todos los trabajadores. Evidentemente, con un grado de flexibilidad para aquellos que siguen estudios. Esto es perfectamente posible. Resulta doloroso ver que a estos empaquetadores se les ha negado hasta ahora la calidad de trabajadores dependientes. Yo pienso que sí lo son. Y correspondería que también nos preocupáramos de ellos.



No puedo ejercer mi derecho a voto, pero por cierto mi opinión es absolutamente favorable al proyecto. Y espero que por una gran mayoría -ojalá por unanimidad- lo aprobemos y que de aquí en adelante los trabajadores dependientes del comercio tengan como feriados irrenunciables el 18 y el 19.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, este proyecto, sin duda, constituye un anhelo de cientos de miles de trabajadores que también quieren, al igual que el resto de los chilenos, celebrar días significativos junto a sus familias.



Ya se han definido como feriados obligatorios e irrenunciables los días 1° de mayo, 18 de septiembre, 25 de diciembre, 1° de enero, fechas muy significativas para compartir con la familia. ¿Por qué no hacerlo también con el 19 de septiembre, donde se celebran las Fiestas Patrias? ¿Por qué no cuando el 18 y el 19 se complementan en un feriado más largo, que le permite a la familia salir, compartir, disfrutar de sus cariños, de sus afectos?



En tal sentido, creo que es una conquista muy merecida la que los trabajadores del comercio han obtenido al aprobarse este proyecto en la Cámara de Diputados, situación que espero que se repita hoy en el Senado.



Señor Presidente, es necesario continuar con legislaciones que tengan que ver más con la felicidad de las personas que solo con temas de economía, que ha sido una de mis especialidades. Hemos sido campeones desde el punto de vista macro. Hemos sido celebrados por entrar a la OCDE. Tenemos resultados azules en cuanto a las finanzas públicas. Pero, en verdad, nos encontramos en deuda con muchas políticas micro que no hacen la felicidad de la familia. Estos son los proyectos que tienen que ver con las personas, con cómo logramos que las familias accedan a una vida de mejor pasar.



Esta iniciativa hace justicia con los trabajadores del comercio. Sin embargo, no ocurre lo mismo con quienes están exceptuados de esta legislación. La normativa excluye a “aquellos que se desempeñen en clubes, restaurantes, establecimientos de entretenimiento, tales como, cines, espectáculos en vivo, discotecas, pub, cabarets, casinos de juego y otros lugares de juego legalmente autorizados. Tampoco será aplicable a los dependientes de expendio de combustibles, farmacias de urgencia y de las farmacias que deban cumplir turnos fijados por la autoridad sanitaria”. Tampoco se encuentran considerados muchos funcionarios públicos que por la naturaleza de su función deben cumplir labores esos días, tan significativos para la familia y para compartir.



Por tal motivo, creo que deberíamos avanzar también en una ley marco que les permitiera a los trabajadores mencionados, reconociendo el hecho de que ellos no podrán gozar de este beneficio al igual que el resto de los empleados del comercio, acceder a alguna compensación por la privación que sufren al realizar turnos para que las familias de otros puedan disfrutar. La verdad es que si en todos estos lugares les diéramos a los trabajadores el derecho a un feriado irrenunciable, prácticamente nadie podría salir de su casa. Y de lo que se trata es que esos días también la familia pueda concurrir a lugares de esparcimiento, de entretención.



Por eso, creo que este proyecto representa un avance. No lo es todo. Y, en tal sentido, invito a que podamos trabajar también en una ley marco respecto de los derechos de los trabajadores exceptuados de este beneficio.



Por considerar que la iniciativa hace justicia con el derecho de los trabajadores del comercio, mi posición es favorable a ella, aun cuando estoy impedido de votar debido a un pareo.



Gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Uriarte.

El señor URIARTE.- Señor Presidente, los autores de este proyecto tienen razón cuando se hacen cargo de una realidad que, por lo demás, se explica en el informe. Muchas veces ocurre cuando el empleador superpone los días libres con los declarados como feriados irrenunciables. Eso, obviamente, constituye un abuso a los derechos del trabajador.



Por esa circunstancia, los autores -los reivindico- han creído necesario resolver ese espacio de duda, zanjar la incertidumbre que se produce cada año entre los trabajadores del comercio en lo relativo al carácter irrenunciable de algunos de los feriados a que se refiere esta iniciativa, como el 19 de septiembre.



De verdad creo que esta es una buena iniciativa, que da certeza, tranquilidad y seguridad a los asalariados; no provoca daño, porque exceptúa sanamente de su objetivo a todos los trabajadores de clubes, restoranes, establecimientos de entretenimiento como cines, espectáculos en vivo, discotecas, pubs, cabarés, casinos y otros lugares de juego legalmente autorizados, los que, por lo demás, son fundamentales en zonas turísticas, como mencionó la Senadora señora Lily Pérez.



En la Región de Coquimbo, por ejemplo, los feriados en La Pampilla son toda una institución. No requieren ley, y han subsistido durante muchos años al margen de un reconocimiento legal. 



Obviamente, una normativa de este tipo ayuda mucho no solo a la Región de Coquimbo, que recibe al año más de un millón 200 mil visitantes, sino además a muchas otras consideradas turísticas. 



La misma Región de Valparaíso así como la de Arica y Parinacota también celebran festividades religiosas, populares, muy importantes, donde el reconocimiento del feriado propuesto viene a jugar un rol fundamental. 



Por esa razón, estimo que lo propuesto es una gran noticia para todo Chile, para los trabajadores del comercio y, en particular, para las Regiones turísticas, como la de Coquimbo. 



En tal virtud, vamos a aprobar la moción, siguiendo los argumentos no solo de sus autores, sino también los del propio Subsecretario y de la Ministra del Trabajo, señora Evelyn Matthei, que entusiastamente nos llama a apoyarla. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, hace demasiados años que a los trabajadores del comercio en general se les trata como ciudadanos de segunda clase, porque en sus jornadas no se les considera el derecho a descanso de los domingos, ya que la legislación laboral tiende a privilegiar más bien el interés por el consumo que por la familia. 



En definitiva, se trata de un debate pendiente en el Congreso Nacional. 



Si uno revisa las estadísticas sobre las familias de los empleados del comercio -sobre ello me dirijo en particular a las bancadas del frente, que muchas veces hablan de la necesidad de defender la familia-, se da cuenta de que son dramáticas -¡dramáticas!-, porque, normalmente, el jefe de hogar cuenta con solo dos días libres al mes para estar con sus hijos. ¡Solo dos días!



Es preciso reparar tal situación, señor Presidente.



Otros países han sido capaces de cerrar los malls los fines de semana o fijar turnos para el comercio, de forma tal de resguardar los derechos de los trabajadores. 



A partir de tal reflexión, veo que el proyecto en debate pretende, en particular, simplemente extender al 19 de septiembre el carácter irrenunciable y obligatorio de tal feriado, para que los dependientes del comercio también puedan ejercer ese derecho, al igual que la gran mayoría de los chilenos. Por eso votaré a favor. 



Pero quiero consular si es posible presentar una indicación en esta etapa del trámite. Porque esta iniciativa, si bien aborda y resuelve el problema de muchas personas, no precisa lo que se entiende por comercio, lo que afecta a la totalidad de los trabajadores de las bombas de bencina, quienes deben laborar todos los días, inclusive el 19 de septiembre. Ellos no tienen jamás derecho a un feriado irrenunciable ni a cumplir turnos, como sucede en las farmacias. 



A mi juicio, en algún momento se tiene que decidir cuáles son los valores que más interesa preservar, defender o promover en nuestra sociedad. 



El proyecto en debate representa un tremendo avance, que aplaudo. Por eso lo votaré a favor. Pero espero que en la legislación general podamos avanzar en la defensa de los derechos de los trabajadores del comercio. Entre paréntesis -¡vaya que les han tratado de quitar derechos este último año!-, no han tenido el reconocimiento del pago del séptimo día; aparte que han sufrido las consecuencias de una serie de conflictos laborales con diversos actores, debido a los cambios en dictámenes de la Dirección del Trabajo sobre los derechos que les asisten. 



Ya que en la iniciativa en discusión se establece la fecha propuesta como feriado irrenunciable, con excepción de algunos casos, me gustaría saber por qué el beneficio se extiende a los dependientes del comercio -lo que está bien-, pero no a los trabajadores que se desempeñan en lugares de expendio de combustibles; por qué no se fija para estos últimos un criterio de turnos similar al de las farmacias, y  debido a qué causas no se puede reducir o acotar el funcionamiento de espectáculos en vivo o clasificar este tipo de situaciones. En el fondo, estamos diciendo a aquellos que tienen la obligación de entretener a quienes disfrutan de su feriado.



Es decir, solo algunos gozan del derecho  a estar con sus familias esos días, pero a otros les resulta imposible. 



En consecuencia, insisto en mi consulta acerca de si se puede presentar una indicación para establecer un criterio especial para los trabajadores de las bombas de bencina, porque no hay razón alguna para mantenerlas abiertas durante los feriados irrenunciables, cuando se puede dar la facultad de regular su funcionamiento por turnos, de forma tal de incorporar también a otro grupo de dependientes el derecho al descanso en días feriados. 



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra al Honorable señor Bianchi.
El señor BIANCHI.- Señor Presidente, la primera petición que se me viene a la cabeza es: ¡justicia, justicia, justicia! 



Porque el 14 de septiembre de 2011 presentamos una moción igual a la que nos ocupa con la idea de hacer justicia, fundamentalmente, a muchas jefas de hogar y a la gente ligada a la actividad del comercio que un 31 de agosto del mismo año nos habían señalado insistentemente  la urgente necesidad de establecer el 19 de septiembre de cada año como feriado irrenunciable. 



Este año el Ejecutivo apoyó mediante una indicación el proyecto de ley de la Cámara de Diputados, al que se suma la moción que presentamos con la Senadora señora Lily Pérez y que contó con la destacada participación de la Honorable señora Rincón y de la Comisión de Trabajo. Por ello, quedo infinitamente agradecido hoy, pues, además de reconocerse que la moción se inició en el Senado, se hace justicia.



Entonces, ¡cómo no estar contento por haber logrado que mujeres y hombres ligados a la actividad del comercio puedan contar con un día más de descanso!



¿Dónde puede estar el problema? En que así como hoy día hacemos justicia, en muchas otros casos no sucede lo mismo durante los feriados. ¿Por qué? Porque a los trabajadores, fundamentalmente en el retail y en las grandes empresas, los hacen laborar más horas los días anteriores, para compensar lo que dejan de hacer durante el feriado.



--(Aplausos en tribunas).



Reclamo con vehemencia por tal situación, porque debo decir sinceramente que no solo es una canallada, sino el más brutal abuso hacia los trabajadores ligados a las grandes empresas y a los malls, pero fundamentalmente a las cadenas del retail. 



No puede quedar pendiente una circunstancia como la señalada ni seguir ocultándose. Aparte de decirlo yo, hoy día se encuentran presentes en las tribunas personas que viven de manera permanente tan injusto proceder. 



A ellas, un día feriado les significa haber trabajado con anterioridad muchas horas. Es como cuando se compensa un domingo: se las hace laborar en otros días con horarios más prolongados, de suerte que el comercio nunca pierda. 



Esa situación me parece del todo injusta. 



Por ello, pido que se fiscalicen con más rigurosidad estas anomalías que vive a diario una parte importante del comercio establecido de mayor volumen en nuestro país.



De otro lado, recién conversábamos con las Senadoras señoras Rincón y Lily Pérez -con quienes hace años presentamos un proyecto similar-, y con el Honorable señor Muñoz Aburto, miembro de la Comisión de Trabajo. Todos estamos muy contentos de que esta tarde se esté aprobando la iniciativa en debate. 



¡Estos son los proyectos de carne y hueso! 



¡Estos son los proyectos ligados a la gente! 



¡Estos son los proyectos que nos reclama la ciudadanía! 



Y los representantes de Regiones extremas estamos felices, con mayor razón, porque sabemos lo difícil que es salir de ellas y trasladarse para poder disfrutar un día más con la familia. 



El Senador señor Letelier señalaba un punto no menor. ¿Cuántas veces al año, fundamentalmente jefas de hogar que cumplen el rol de mamá y papá a la vez, tienen la oportunidad de estar con sus hijos y con el resto de la familia? Dos, tres, cuatro veces al año, o cinco cuando mucho.



En consecuencia, ¡estos son los verdaderos proyectos que la gente espera! 



Por eso, estoy muy feliz, no solo por haber sido coautor de una de las mociones, sino también por lo siguiente: cuando propusimos nuestra iniciativa legal -me lo recordaba la Senadora Lily Pérez-, nos dijeron de todo: que éramos populistas; que intentábamos aprovecharnos de una fecha como esa; que estábamos equivocados; que no procedía ni correspondía, etcétera.



¡Miren cuán equivocados estaban ellos y cuán acertados estuvimos nosotros! 



Hoy podemos decir: hemos sido parte de una legislación que, en justicia, por fin declara feriado irrenunciable el 19 de septiembre. 


Por supuesto, anuncio que me pronunciaré favorablemente.


--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, me sumo a lo dicho ahora respecto de la importancia que reviste el avanzar en el mejoramiento de la calidad de vida de los trabajadores.



En la actualidad se halla muy en boga evaluar, entre otras cosas, la felicidad. Diversos indicadores nos permiten medirla y aproximarnos a aquella. Muchas veces el crecimiento económico o las condiciones materiales de subsistencia -como decía un famoso intelectual- pueden ser muy buenas, pero la gente no tiene tiempo para vivir ni para compartir con su familia. 



Quiero referirme también a las críticas contenidas en un editorial de “El Mercurio” de hace un par de días. En él se señalaba la importancia que revestía el garantizar la libertad del trabajador para hacer o no hacer uso de sus derechos. Y se criticaba al Parlamento por la aprobación de este feriado irrenunciable.



Se decía que cómo era posible que actuáramos para privar del derecho a ejercer su autonomía y su libertad a un trabajador que a lo mejor pretendía laborar el 19 de septiembre, después de llegar a un entendimiento con su empleador en orden, por ejemplo, a que le duplicaran el salario de dicho día.



Frente a eso, voy a dar a conocer algo que está pasando hoy en Iquique, para darnos cuenta de por qué resulta imposible aspirar ahora, con la legislación laboral vigente, a que un trabajador pueda negociar libremente sus condiciones laborales, en circunstancias de que, ¡por Dios!, en algunos países del mundo no se fija un salario mínimo, porque el personal lo negocia con su empleador, en una mesa simétrica, en situación de igualdad.



¡Los trabajadores negocian sus condiciones laborales con el empleador!



En Chile, ¿quién podría pensar que una persona va a tener la libertad de decidir si acepta o no las condiciones que le ofrece el empleador? ¡No existe tal libertad!



Por lo tanto, quien escribió el editorial mencionado incurrió en un profundo error.



¡Fíjense, Sus Señorías, que hace poco se resolvió la licitación de las rutas concesionadas de Iquique hacia el aeropuerto (doble vía, pistas segregadas), y lo mismo desde Alto Hospicio a Humberstone! Estoy hablando de una obra de miles de millones de dólares. Se construirá en tres años, y se la adjudicó una gran empresa: Sacyr.
 No se trata de una pyme precaria, con pocos recursos, que apenas tenga para salir del paso día a día. ¡No! Es una empresa grande la que se adjudicó ese millonario contrato. 



Pues bien, los trabajadores de ella se hallan en el sector Los Verdes (para los que conocen Iquique), en un campamento ubicado en una parcela agrícola, junto a una avícola y a una criadora de animales, al frente de un zoológico y delante de una faenadora de algas. 



Allí hay vectores, roedores, mal olor, polvo, todo lo cual hace imposible una buena condición ambiental. Tienen 5 tazas de pozo séptico como baño para 50 trabajadores y solo 5 duchas de agua fría. Una mujer, que no es manipuladora de alimentos, cocina y lava. Disponen de una hora para almorzar, en un comedor con capacidad para 15 personas. No cuentan con cadena de frío para carnes y pollo. No hay pared cortafuego ni tampoco un plan de emergencia.



El campamento carece de autoridad sanitaria. La Dirección del Trabajo ya fiscalizó. Se estableció que algunas personas laboraban sobre 45 horas semanales. Además, en caso de accidente,  no llevan al afectado a la Mutual para que no les aumente la prima. ¡Y ni siquiera le dan una explicación! Le dicen: “Nosotros le compramos los remedios”; “Aquí lo vamos a cuidar”. Pero el trabajador sabe que debe ir a la Mutual.



Estamos hablando de una gran empresa.



Entonces, cuando en el editorial aludido se nos señala que debemos respetar la libertad del trabajador -quien a lo mejor acepta las condiciones laborales y los incentivos que le da el empleador-, yo digo: ¡Qué bonito sería vivir en ese mundo ideal! Pero no es el que tenemos.



Por eso, debemos apoyar esta iniciativa y, paralelamente,  preocuparnos de modificar el Código Laboral a fin de establecer una legislación que respete el derecho de los trabajadores a negociar sus condiciones laborales de igual a igual, en situación simétrica.



Tal vez en ese mundo ideal no estaremos 4 o 5 días, o 2 o 3 semanas discutiendo el monto del salario mínimo, porque los trabajadores, bien organizados y debidamente representados, podrán hacerlo de mejor manera.



Antes de concluir, aprovecho de saludar a los amigos y amigas que nos acompañan desde las tribunas y de anticipar que, por cierto, votaré a favor del proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, la iniciativa en debate no tiene nada de populista, pero, a mi juicio, es del todo insuficiente frente a la magnitud del problema que tenemos en Chile.



Años atrás, me tocó conocer personalmente denuncias de trabajadores del retail: a las mujeres que se desempeñaban en las cajas no las dejaban ir al baño. Y padecían de incontinencia vesical y de infecciones urinarias, pues, por el hecho de laborar como cajeras, se sospechaba de ellas y se les impedía acudir al retrete cuando lo requerían. Y cuando las autorizaban, un guardia las sometía a revisiones absolutamente atentatorias contra sus derechos. 



Situaciones como esa ocurrían no hace mucho tiempo. Seguramente las condiciones laborales han ido mejorando. Pero cuando uno observa cómo se desarrolla la actividad laboral en otros países, sobre todo en el ámbito del comercio, se da cuenta de que en ellos el nivel y el estándar de derechos de los trabajadores y de sus familias son muy distintos de los existentes en Chile.



Voy a decir algo que parece totalmente utópico, pero que puede tener consecuencias muy profundas: en nuestro país, debería respetarse el feriado de los domingos. Ese día no se debiera trabajar, como sucede en gran parte de las naciones desarrolladas. 



Chile ya tiene cierto nivel de desarrollo económico y de crecimiento del producto interno bruto per cápita. Ahora ha de invertir en lo fundamental: en las personas, los niños, los padres; o sea, en la convivencia familiar. 



Aclaro que no me refiero a un estándar único de familia, sino a distintas formas de ella en nuestro medio. 



Creo que uno de los dramas profundos de la sociedad nacional -que tal vez expresa y explica en gran medida la conflictividad imperante- es que la gente no dispone de tiempo para vivir los afectos, para ver crecer a sus hijos, para mantener la relación de pareja. Y eso tiene que ver con el modelo de desarrollo que hemos ido adoptando.



El nuestro es uno de los países con las jornadas laborales más extensas y donde las personas se encuentran más comprometidas con su trabajo. Pero hay una visión absolutamente deformada respecto a la valoración de la competitividad, de la competencia, de la eficiencia, que debe ser reemplazada por códigos más humanos.



Creo que en muy poco tiempo más tendremos que hablar de decrecimiento, no solo de crecimiento. No podemos seguir consumiendo las mismas cantidades de agua, de energía, de electricidad, porque, de hacerlo, estaremos atentando contra nuestras propias vidas.



Hay que hablar de regeneratividad y no únicamente de eficiencia en la economía. Hay que hablar de capital humano, porque, en el futuro, en los procesos colaborativos, este y la calidad de vida de las personas serán mucho más importantes que el capital financiero, como inversión y como parte del desarrollo. Pero, a mi juicio, Chile está muy lejos de eso.



En consecuencia, voy a votar a favor del proyecto.



Sin embargo, nosotros debiéramos discutir en serio sobre cómo darles más derechos a los trabajadores. Todavía existen la subcontratación y lacras como el multirrut, que atentan contra esos derechos y son utilizados como instrumentos para violarlos permanentemente.



Por lo tanto, yo esperaría que esta fuera una discusión inicial; una rendija para ver el mundo real, a fin de que pudiéramos, de verdad, contar con una vida laboral compatible con otras vidas, como la familiar, y avanzar en esas materias. Pero aún estamos muy lejos de ello.



Evidentemente, uno se sorprende cuando conoce otras realidades. Por ejemplo, en Europa los domingos casi no se puede comprar. A veces, ni siquiera hay panaderías abiertas, las cuales sería posible entender que son de primera necesidad.



¿Y saben qué? Las familias no llevan a sus hijos a pasear a los malls, sino al campo, a los parques.



Porque, además, nosotros aquí tenemos una perversión: nos han introducido el consumo como un factor de validación casi espiritual. En Chile no hay ninguna relación con la naturaleza y se la ve como algo ajeno. Nosotros tenemos un síndrome de privación de la naturaleza. Y este sentimiento de orfandad, de aislamiento, tiene satisfactores que, lamentablemente, no son el compartir con la familia, el salir a pasear a una calle o a un parque.



Aquí no se ha invertido en parques, ni en ciclovías, ni en crear una ciudad amable. Porque la ciudad amable se encuentra solo dentro de los malls, y ahí hay un satisfactor absolutamente transitorio, temporal, de desecho, que, finalmente, llena esos espacios de falta de humanidad, de ciudad, de tiempo.



¡Y aunque se crea que está todo bien, pienso que está todo mal!



Entonces, esa discusión, que desde el punto de vista de la visión económica clásica se refiere a una total y entera utopía y a un absurdo, debería formar parte de las conversaciones en el Parlamento.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ¿puede abrir la votación?

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, seré breve, por cuanto el conjunto de argumentos dados por las colegas y los colegas me llevan a sumarme a la votación positiva de la iniciativa.



Hace algunos años presenté un proyecto -después se aprobó- que limitaba el horario de funcionamiento de los locales comerciales en vísperas de Navidad y Año Nuevo.



Recordemos el drama que significaba, pocas horas antes de las 12 de la noche del 24 de diciembre, el trabajo afiebrado que había en los locales comerciales, con los trabajadores y trabajadoras vendiendo hasta último minuto. Luego estos llegaban a sus casas agotados, sin haber tenido la oportunidad de celebrar junto a los suyos esas festividades tan importantes.



Me parece que las Fiestas Patrias -es cuestión de ver qué ocurre en otros países en cuanto a la cantidad de días feriados irrenunciables que existen en fechas similares- ameritan que en el nuestro extendamos el feriado irrenunciable al día 19, como lo hacemos a través de esta iniciativa legal.



Señor Presidente, además de la ventaja de permitir el descanso a los dependientes de ese sector del comercio, esta disposición posibilita algo muy importante y que requiere mayor reflexión, como algunos Senadores ya han destacado aquí.



Estimo que uno de los hechos delicados que se han producido en el desarrollo de nuestras ciudades es la existencia de grandes malls, que ha causado que en aquellas, tanto en la Región Metropolitana como en otras Regiones -en casi todas, hasta en Castro-, vayan desapareciendo los locales comerciales, los pequeños negocios de familias que les permitía a estas subsistir.



Uno ve que en otros países, por ejemplo, en Estados Unidos y en los de Europa, los grandes malls se instalan fuera de las ciudades. Y dentro de estas funcionan los pequeños comercios.



En todo caso, el que no atiendan los grandes centros comerciales, además de proporcionarles a sus trabajadores un descanso tan necesario, permite el funcionamiento de los pequeños negocios o empresas familiares, a los cuales les va muy bien, pues pueden abrir y, de alguna manera, generar los ingresos que durante el año les es muy difícil conseguir.



Lo anterior nos lleva a pensar en algún tipo de soluciones para otros días del año, como los domingos, que podríamos aprobar para otorgarles a los dependientes del comercio el descanso necesario.



Cuando viene un día feriado en que los grandes centros comerciales deben cerrar, las personas compran con antelación y no se produce un caos. Y reitero que ello les permite a sus empleados el descanso que merecen.



Por ende, los beneficios serán múltiples: descanso y posibilidad de compartir en familia para sus trabajadores; que siga vigente la generación de recursos para esos centros comerciales, porque la gente comprará antes, y, al mismo tiempo, para quienes no alcancen a hacerlo a tiempo, estarán abiertos los pequeños locales, atendidos por sus dueños, quienes podrán vender y, así -repito-, recibir los ingresos que les son tan escasos durante el resto del año.



Señor Presidente, a mi juicio, este es un beneficio fundamental, aunque pequeño -como aquí se ha señalado-, en función de las necesidades de las empresas.



El otro día fui a comprar a un centro comercial y una vendedora me preguntó si iba a tener libre el 19 de septiembre.



Yo le respondí que sí, porque lo aprobaríamos en el Congreso.



Entonces, ella me dijo: “Usted no sabe lo que eso significa para nosotros. Cualquier ciudadano o ciudadana que entra a un centro comercial, a las dos o tres horas está agotado por el ruido, la música fuerte, las luces y la cantidad de personas. ¡Imagínese cómo terminamos nosotros, cuando transcurre la jornada y volvemos extenuados a nuestras casas! Debemos tomar locomoción, la que a veces es muy lenta, después de haber estado de pie la mayor parte del día, con ruido, bulla, música permanente y luces.



“¡No sabe cuánto nos beneficia un día más de descanso!”.



Por eso, apoyo con entusiasmo este feriado del día 19 de septiembre.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- No se había inscrito ningún otro Senador, pero acaba de hacerlo el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor LETELIER.- ¡Abra la votación, señor Presidente!

El señor ESCALONA (Presidente).- No es necesario solicitarlo, porque en la medida que no haya más inscritos, inmediatamente de terminada la intervención del Senador señor Ignacio Walker se abrirá la votación en general. Y, a continuación, tendremos la discusión particular, aun cuando se trata de un proyecto de artículo único.

El señor LETELIER.- ¡Hay una delegación que me espera!

El señor ESCALONA (Presidente).- Lamento que sea así, Su Señoría, pero no se pueden hacer dos cosas al mismo tiempo.



Tiene la palabra el Honorable señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, solo deseo señalar, como Senador, al igual que tantos colegas, y también como Presidente de la Democracia Cristiana, que realmente estamos muy contentos de dar este paso.



Recuerdo que el año pasado se produjo un debate de una polarización y una exageración llevadas a extremos difíciles de imaginar y calificar, cuando se pretendía establecer que ese 19 de septiembre fuera feriado obligatorio e irrenunciable.



Y la verdad es que, de los debates habidos durante estos dos años, tengo poco recuerdo de otro tan encendido.



Más allá del hecho de declarar feriado obligatorio e irrenunciable el 19 de septiembre, por una sola vez -esa era la discusión en aquel momento-, se observaba que había dos concepciones distintas de lo que son las relaciones laborales y las relaciones sociales.



Por lo tanto, me alegra que parlamentarios de Gobierno y de Oposición hayamos avanzado bastante para llegar a esta conclusión, que, en el fondo, significa humanizar la vida, humanizar las relaciones laborales y, en una perspectiva más grande, humanizar la globalización.



A veces sostenemos criterios economicistas muy estrictos y estrechos, que nos impiden ver al ser humano que hay detrás del aspecto laboral, especialmente en el caso de los dependientes del comercio.



Sobre el particular, entre tantos otros, recuerdo el alegato brillante, elocuente, de José Luis Ortega, un tremendo dirigente sindical de la Confederación Nacional de Trabajadores del Comercio, justamente sobre esta materia.



Y, a punta de argumentar y -por qué no decirlo también- de conmover, hemos llegado a esta decisión.



En consecuencia -seré breve porque vamos a votar-, quiero decir, no solo a título individual, en mi calidad de Senador, sino también como Presidente de la Democracia Cristiana -todos nuestros votos fueron favorables la vez anterior-, que estamos verdaderamente muy contentos de que se haga este acto de justicia al establecer el 19 de septiembre como feriado obligatorio e irrenunciable para todos los dependientes del comercio.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación general.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (21 votos contra uno, una abstención y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily) y Rincón y los señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Quintana, Sabag, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



Votó por la negativa el señor Novoa.



Se abstuvo el señor Coloma.



No votó, por estar pareada, la señora Von Baer.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de las intenciones de voto favorable de los Senadores señores Uriarte, Girardi y Rossi.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe señalar que se ha presentado una indicación, de los Honorables señores Letelier y Muñoz Aburto, para agregar un artículo nuevo del siguiente tenor:



“Lo establecido en el artículo 2° de la ley 19.973 respecto a los dependientes de expendio de combustibles, estará regulado por la autoridad competente estableciendo los turnos a ser fijados por esta en los feriados irrenunciables”.

El señor ESCALONA (Presidente).- De acuerdo con el artículo 65, número 2°, de la Constitución Política de la República, que establece que “Crear nuevos servicios públicos o empleos rentados, sean fiscales, semifiscales, autónomos o de las empresas del Estado; suprimirlos y determinar sus funciones o atribuciones” es materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, se declara inadmisible.



--Se declara inadmisible la indicación.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LETELIER.- Pido que, en la medida de lo posible, por la unanimidad de la Sala se transmita al Ejecutivo la necesidad de patrocinar una iniciativa para regular lo relativo al día de descanso irrenunciable de los trabajadores que expenden combustibles.

El señor CANTERO.- Está bien, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Su Señoría ha pedido remitir un oficio en el sentido señalado en nombre de la Sala.



¿Habría acuerdo para ello?

El señor BIANCHI.- Conforme.

El señor ESCALONA (Presidente).- Estimados señores Senadores y señoras Senadoras, debo hacer presente que la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, en su artículo 24, señala: “Sólo serán admitidas las indicaciones que digan relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto.



“No podrán admitirse indicaciones contrarias a la Constitución Política ni que importen nuevos gastos con cargo a los fondos del Estado o de sus organismos, o de empresas de que sea dueño o en que tenga participación, sin crear o indicar, al mismo tiempo, las fuentes de recursos necesarios para atender a tales gastos”.



Y el párrafo que nos interesa dice lo siguiente:



“En la tramitación de proyectos de ley los miembros del Congreso Nacional no podrán formular indicación que afecte en ninguna forma materias cuya iniciativa corresponda exclusivamente al Presidente de la República, ni siquiera para el mero efecto de ponerlas en su conocimiento”. 



Por consiguiente, ello no está autorizado por la referida ley orgánica.



--Se niega lugar a la petición de oficio, en atención a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación particular.

El señor WALKER (don Ignacio).- Con la misma votación, señor Presidente.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Por 17 votos contra uno, una abstención y un pareo, se aprueba en particular la iniciativa y queda despachada en este trámite.



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Bianchi, Cantero, Escalona, Frei (don Eduardo), García, García-Huidobro, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Muñoz Aburto, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Uriarte y Walker (don Ignacio).



Votó por la negativa el señor Novoa.



Se abstuvo el señor Coloma.



No votó, por estar pareada, la señora Von Baer.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de las intenciones de voto favorable de los Senadores señora Alvear y señor Rossi.



Agradecemos a nuestros amigos presentes en las tribunas que nos hayan acompañado en la discusión de esta iniciativa.



--(Aplausos en tribunas).

TIPIFICACIÓN DE FALTA CONSISTENTE EN ENSUCIAR O PROVOCAR DAÑOS EN PLAYAS, RIBERAS DE RÍO, LAGOS Y PARQUES NACIONALES

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Prokurica, Coloma, Horvath, Carlos Larraín y Novoa, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Penal y tipifica como falta el ensuciar o provocar daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8179-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Prokurica, Coloma, Horvath, Larraín Peña y Novoa):



En primer trámite, sesión 94ª, en 6 de marzo de 2012.



Informe de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 43ª, en 28 de agosto de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal de la iniciativa es modificar el artículo 494 del Código Penal, con la finalidad de tipificar y sancionar una nueva falta, consistente en ensuciar o provocar daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales.



La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento hace presente que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, acordó efectuar solamente la discusión en general, de manera de posibilitar la presentación de indicaciones que puedan hacerse cargo de ciertos aspectos de la iniciativa.



El referido órgano técnico aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Larraín (don Hernán), Prokurica y Walker (don Patricio).



El texto que se propone a la Sala para su aprobación en general se transcribe en el primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión la idea de legislar.



Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, ante la ausencia del Presidente de la Comisión de Constitución, Senador señor Hernán Larraín, quien se encuentra fuera del país, Su Señoría me ha solicitado informar a la Sala con relación a este proyecto.



Como indicó el señor Secretario de la Corporación, la iniciativa en debate se inició en moción de los Honorable señores Prokurica, Coloma, Horvath, Larraín (don Carlos) y Novoa, y su objetivo central es incorporar en el artículo 494 del Código Penal una nueva falta consistente en ensuciar y provocar daños en playas, riberas de río, lagos y parques nacionales, estableciendo que la respectiva pena de multa contemplada en dicho precepto podrá sustituirse por la de trabajos comunitarios en la zona afectada.



Los criterios en los cuales se fundamenta la iniciativa aluden, primero, a la considerable cantidad de basura y desechos contaminantes que se vierten en el borde costero y en las riberas de los ríos y lagos de nuestro país; segundo, a la falta de una normativa penal específica que sancione de manera efectiva este hábito tan nocivo y, tercero, a la ausencia de un programa de educación permanente que oriente a la población en cuanto al uso de nuestros bienes nacionales de uso público, cuyo primer paso podría constituirlo la presente iniciativa.



La Comisión valoró las motivaciones del proyecto, sin perjuicio de tener en consideración las distintas normas que en la actualidad se ocupan de conductas semejantes y confieren competencias a ciertos órganos administrativos para conocerlas y sancionarlas.



Es el caso, por ejemplo, de la normativa que regula a la Dirección General de Territorio Marítimo y Marina Mercante (DIRECTEMAR) en cuanto a la fiscalización y control de las playas y otras áreas y riberas; de la competencia que cabe a las municipalidades en lo que concierne al aseo de las playas concesionadas, y del sistema jurídico sobre protección medioambiental que regula la preservación de los parques nacionales con el fin de evitar el daño ambiental.



Se advirtió, entonces, la necesidad de estudiar en profundidad dichas normas legales con las cuales esta iniciativa, naturalmente, debe cuidar la debida coherencia y armonía.



En consecuencia, aun cuando se trata de un proyecto de artículo único, la Comisión prefirió aprobarlo solamente en general, con el objeto de estudiar durante la discusión particular los ajustes necesarios.  



Del mismo modo, se tuvo en cuenta que están próximos a entrar en rigor los preceptos que la ley Nº 20.587 dedica a la pena de prestación de servicios en beneficio de la comunidad. Recordemos que este Parlamento despachó hace poco una iniciativa sobre penas alternativas a las privativas de libertad.



Por lo anterior, con el acuerdo del Honorable señor Prokurica, quien estuvo presente en la Comisión (uno de los autores del proyecto), se estimó pertinente sujetar esta nueva falta a las reglas generales en materia de conversión de la pena de multa por prestación de servicios comunitarios.



De esta forma, la idea de legislar fue acogida en forma unánime por los miembros presentes del órgano técnico, razón por la cual solicito a la Sala que apruebe, ojalá en los mismos términos, este proyecto de ley iniciado en moción de los Senadores ya mencionados.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, la Senadora integrante de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento que me antecedió en el uso de la palabra señaló la motivación de la presente iniciativa, que es bastante sencilla, pero profunda en cuanto a sus resultados.



Las playas, las riberas de río, lagos y los parques nacionales en nuestro país constituyen zonas muy extensas en las cuales uno puede ver a diario la mala educación, los malos hábitos que se reflejan, sobre todo, en la práctica permanente de botar elementos desechables como plásticos, celofanes, etcétera, en las orillas de ríos y playas, dañando  no solo el ambiente humano, sino, además, los ecosistemas de una manera, muchas veces, irreversible.



En este sentido, el proyecto establece una multa pero -como acertadamente explicó la Senadora Alvear- también contempla la posibilidad de realizar trabajos comunitarios -medida que obedece a la posición adoptada por sus autores, encabezados por el Senador Baldo Prokurica- consistentes en la limpieza de ríos, riberas de lagos, de playas y parques nacionales.



En consecuencia, solicitamos a la Sala que preste su aprobación a la iniciativa en debate.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, deseo puntualizar que este es el tipo de proyectos -y agradezco el informe de la Senadora Alvear porque creo que le dio la relevancia que amerita la materia en debate, al igual que el Senador Prokurica quien hizo una gran labor en esta línea- que reflejan un esfuerzo común por erradicar malas prácticas que, a veces, se dan por obvias pero que, ante la inexistencia de una norma que las regule, van generando consecuencias muy perniciosas.



En las playas, riberas, lagos y parques nacionales, uno puede constatar -todos podemos hacerlo- que aparecen grandes cantidades de basura, muchas veces plástica, que provocan no solo un daño al ecosistema, sino también un menoscabo visual que hace que la riqueza de nuestro país se vaya deteriorando.



Entonces, resulta imperativo que enfrentemos este problema de alguna forma.



Tampoco se trata de vivir con un imposible en términos de creer que, con una prohibición o con prisión, estos malos hábitos van a terminar. Pero sí, por lo menos, debemos incorporarlos en nuestra normativa jurídica como una falta, a fin de que la ciudadanía tome conciencia de que todos debemos cuidar los bienes nacionales de uso público.



Quizás se trata de una moción sencilla, pero rescato el hecho de que es bastante más profunda en lo que dice relación a las políticas públicas que se requieren incentivar a través del establecimiento de sanciones a quienes vulneran un principio elemental como es el cuidado de la naturaleza.



Por eso, señor Presidente, pedimos a la Sala que dé su aprobación al proyecto, más allá de que la sanción se aplique por medio de una multa -tal como aparece en el texto actual- o se remplace por trabajos comunitarios, lo cual, obviamente, podrá hacerse en la medida que corresponda.



No obstante, me parece una buena señal incorporar en nuestra legislación dichas conductas como falta, porque, de alguna manera, apunta a proteger lugares que, si no los cuidamos nosotros, no los cuida nadie.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (14 votos favorables) y se fija como plazo para formular indicaciones el lunes 1º de octubre, a las 12.



Votaron las señoras Alvear y Von Baer y los señores Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), Girardi, Horvath, Kuschel, Lagos, Orpis, Pizarro, Rossi, Uriarte y Walker (don Ignacio).

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, solicito que se agregue mi voto afirmativo.

El señor CHAHUÁN.- Y el mío también.

El señor BIANCHI.- Deseo que se deje testimonio, asimismo, de mi pronunciamiento favorable.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de que los Senadores señora Rincón y señores Chahuán y Bianchi concurren también con su voto favorable a la aprobación del proyecto. 

)-----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- En este momento han llegado a la Mesa los informes de las Comisiones de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece normas sobre pesca recreativa, respecto del valor de las licencias y otras materias, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (Véanse en los Anexos, documentos 9 y 10).
El señor ESCALONA (Presidente).- Solicito el acuerdo de la Sala para tratar este proyecto de inmediato.



Si le parece a la Sala, se procederá de esa forma.



--Así se acuerda.

MODIFICACIÓN DE NORMATIVA SOBRE PESCA RECREATIVA

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.256, que estable normas sobre pesca recreativa, respecto del valor de las licencias y otras materias, con informes de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura y de Hacienda, y urgencia calificada de “discusión inmediata”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (7946-21) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite, sesión 42ª, en 28 de agosto de 2012.



Informes de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 47ª, en 5 de septiembre de 2012.



Hacienda: sesión 47ª, en 5 de septiembre de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los objetivos de la iniciativa son los siguientes:



a) Modificar el monto de las licencias de pesca recreativa, diferenciando su valor sobre la base de tres criterios: lugar de la actividad, período de vigencia y si se trata de nacionales y extranjeros residentes o de turistas.




b) Eliminar la obligación de portar una licencia de pesca recreativa respecto de los mayores de 65 años, de los menores de 12 años y de las personas con discapacidad física o mental que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad.



c) Otorgar a los Directores Regionales del Servicio Nacional de Pesca la facultad de autorizar las bases de los campeonatos de pesca recreativa y submarina en el plazo de diez días contado desde su presentación.



d) Considerar como infracción menos grave la realización de actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin portar la licencia. 



e) Establecer como autoridad competente para la Región Metropolitana en materia de pesca recreativa al Subsecretario de Pesca.



La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura discutió el proyecto en general y en particular y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Bianchi, Horvath y Sabag), en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.



Por su parte, la Comisión de Hacienda aprobó el proyecto por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Rincón y señores Frei, García, Lagos y Novoa, en los mismos términos en que fue acogido por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general el proyecto.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, como se ha señalado, este es también un proyecto sencillo, pero muy significativo, que permitirá fomentar en los hechos la pesca recreativa y turística, para la cual tenemos condiciones naturales excepcionales en nuestro país.



 En primer término, se hace cargo de algunas realidades en el sentido de generar diferenciación en cuanto al monto de las licencias de pesca, ya se trate de nacionales o extranjeros, y, también, por el período del año en que se vaya a pescar, lo cual es importante.



En seguida, elimina la obligación de portar la licencia recreativa a los mayores de 65 años, a los menores de 12 años o a quienes sufran algún tipo de discapacidad comprobada, y otorga a los Directores Regionales del Servicio Nacional de Pesca la facultad de autorizar las bases de campeonatos de pesca recreativa -esto es una mina de oro si se maneja bien-, tanto de aguas superficiales como submarinas, en un plazo de diez días desde su presentación.



Asimismo, considera como infracción el que no se porte la licencia, lo que no estaba señalado, y, en el caso de la Región Metropolitana, se establece como autoridad competente en materia de pesca recreativa el Subsecretario de Pesca.



Aparte de lo que he planteado, se consultó al Ministerio de Economía en qué estado se encontraban las restantes regulaciones bajo el Título de “Pesca Deportiva” de la Ley General de Pesca y los otros proyectos vinculados. 



Uno de ellos se encuentra en segundo trámite constitucional en la Cámara de Diputados: el que establece normas sobre contaminación de algas, medidas sanitarias y de bioseguridad en los ríos. Desde luego, le pedimos al Ejecutivo que le fije la urgencia correspondiente, porque esto es particularmente relevante por el caso del Dídymo, que es un alga de proliferación incontrolada y que todavía no tiene solución ni biológica ni técnica, y prácticamente deja en una condición de daño irreversible los ríos. Desgraciadamente, se ha introducido en nuestras regiones australes, en los ríos Futaleufú, Aysén y Baker.



También hay materias de reglamento que están vinculadas a esta ley sobre pesca recreativa:



 La que dice relación a aparejos de pesca se encuentra para firma del Presidente de la República. 



La relativa a siembra y repoblación se halla regulada por decreto supremo. 



La concerniente a acreditación voluntaria de guías de pesca también está regulada. 



La que se refiere a la elección de los Consejos de Pesca Recreativa cuenta ya con su reglamento. 



La que tiene que ver con la inscripción en los registros de cotos de pesca y de consultores y operadores de pesca recreativa se halla para firma del Presidente de la República. 



La metodología para determinar el caudal mínimo pesquero recreativo se encuentra pendiente y es muy importante, porque se refiere a un caudal superior al caudal ambiental que establece el Código General de Aguas y urge porque no puede haber actividad si estos caudales no son respetados.



Del mismo modo, se hallan pendientes el término del Convenio de Administración de Zonas Preferenciales y las medidas de protección para estos cotos de pesca.



Finalmente, la pesca recreativa en las áreas de manejo ya se encuentra en una discusión preliminar al interior de la Subsecretaría.



Cabe hacer presente que durante este año y el próximo se efectuarán  campeonatos nacionales de pesca como actividades preparatorias para el campeonato mundial de pesca con mosca que se llevará a cabo en nuestro país. Dichas competencias tendrán lugar en La Araucanía, Los Ríos, Los Lagos, Aysén y Magallanes.  



Por estas razones, señor Presidente, solicitamos a la Honorable Sala que tenga a bien aprobar este proyecto en general y en particular, si es posible.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (19 votos a favor y un pareo).



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y  los señores Chahuán, Coloma, Escalona, Frei (don Eduardo), Horvath, Kuschel, Lagos, Larraín (don Carlos), Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Rossi, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Le parece a la Sala aprobar en particular el proyecto con la misma votación?



--Se aprueba en particular el proyecto con la misma votación anterior (19 votos a favor y un pareo) y queda despachado en este trámite. 

El señor SABAG.- Señor Presidente, solicito que se agregue mi voto favorable.

El señor BIANCHI.- Y el mío también.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de que los Senadores señores Sabag y Bianchi concurren también con su voto favorable a la aprobación del proyecto.



Se ruega a los señores Senadores votar cuando se solicita.

CAMBIO DE REGULACIÓN SOBRE ÁREAS DE MANEJO Y EXPLOTACIÓN DE RECURSOS BENTÓNICOS Y POSIBILITACIÓN DE INSCRIPCIÓN EN REGISTRO ARTESANAL

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, sobre asociación de pescadores artesanales, inscripción de recursos marinos y extensión de área de operación artesanal, con urgencia calificada de “suma”.


--Los antecedentes sobre el proyecto (8389-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 27ª, en 19 de junio de 2012.



En tercer trámite, sesión 45ª, en 4 de septiembre de 2012.



Informes de Comisión:



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura: sesión 35ª, en 17 de julio de 2012.



Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura (segundo): sesión 41ª, en 14 de agosto de 2012.



Discusión:



Sesiones 39ª, en 7 de agosto de 2012 (se aprueba en general); 41ª, en 14 de agosto de 2012 (se aprueba en particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Este proyecto inició su tramitación en el Senado y la Cámara de Diputados le efectuó dos enmiendas, consistentes en agregar un artículo 6° y un artículo transitorio.



El artículo 6° establece que “Los pescadores artesanales inscritos en la XIV Región de Los Ríos, y que se encuentren sometidos al Régimen Artesanal de Extracción en la X Región de Los Lagos, en la pesquería de merluza del sur, podrán optar por quedar inscritos en la X Región de Los Lagos, en las mismas condiciones y pesquerías que tengan inscritas”.



Por su parte, el artículo transitorio que se incorpora dispone que “Durante los tres primeros años de vigencia de esta ley, para establecer el acuerdo a que se refiere el artículo 5°,” -es el de extensión del área de operación- “podrán participar todos los pescadores artesanales inscritos en el recurso Reineta en el Registro Artesanal en la X Región de Los Lagos”.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios, se transcriben el texto aprobado por el Senado y las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión las enmiendas aprobadas por la Cámara de Diputados.



Ofrezco la palabra.



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LONGUEIRA (Ministro de Economía, Fomento y Turismo).- Señor Presidente, estamos en el tercer trámite de este proyecto. Como Sus Señorías pueden ver en el texto comparado que se adjunta, la Cámara  introdujo dos disposiciones pero mantuvo el resto del articulado tal como lo despachó el Senado.



En primer lugar, la Cámara Baja agregó un artículo 6° permanente que en la Comisión respectiva se solicitó incorporar para resolver la situación que afecta a ocho embarcaciones que siempre habían participado en el Régimen Artesanal de Extracción (RAE) de la Décima Región de Los Lagos y, debido a la división de esta, quedaron inscritas en la Decimocuarta.



Los pescadores artesanales nos pidieron sanear esa situación, que fue planteada por todos los Diputados de las Regiones involucradas.



Mediante la segunda modificación de la otra Cámara -el Ejecutivo también la comparte- se introduce un artículo transitorio que dice relación con el artículo 5°, norma permanente que perfeccionamos aquí, en el Senado, para resolver la situación de los pescadores artesanales de la Octava Región, quienes deben desplazarse hasta la Décima para capturar el recurso reineta.



Como mediante un precepto diferente se busca dejar inscritos a pescadores del recurso reineta en el Registro Artesanal de la Décima Región, las autoridades competentes de esta solicitaron que a ellos no se les aplique el período de tres años referido en el artículo 5°, que se fija para el acuerdo a que se llegue con los de la Octava. Esto nos parece razonable, pues en la misma norma estamos exigiendo una historia de tres años para participar en los acuerdos pertinentes, que se suscriben entre pescadores de la misma pesquería -en este caso, del recurso reineta- pertenecientes a las Regiones Octava y Décima.



En consecuencia, como en la ley en proyecto estamos incorporando el recurso reineta en el caso de los pescadores artesanales de la Décima Región, con el artículo transitorio ellos van a poder participar en los referidos acuerdos, tanto más cuanto que no se les podrá aplicar, por razones obvias -debido a la autorización que se les confiere a través del proyecto en debate-, el requisito de los tres años.



Por consiguiente, los dos artículos que sugiere la Cámara de Diputados perfeccionan el texto que en este instante ocupa al Senado.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación se halla inscrito el Honorable señor Rossi, pero no se encuentra en la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, este proyecto, que se encuentra en tercer trámite constitucional, ya se discutió en el Senado. Incluso, por acuerdo de la Sala, se hizo una mención específica para que tuviera aplicación en los casos de organizaciones de pescadores artesanales de la Región de Aysén. Solo se agregaron dos situaciones de hecho vinculadas con las Regiones de Los Ríos, de Los Lagos y del Biobío. 



Por lo expuesto, votaré a favor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, esta iniciativa fue discutida largamente. Y se mejoró en lo atinente a la regulación de las zonas contiguas y discontinuas.



No obstante, presenta un problema significativo justamente en el artículo 5°, que autoriza a los pescadores de la Octava Región para ir a extraer reineta en la Décima (lo explicó el señor Ministro).



El precepto individualizado persigue satisfacer una petición de los pescadores de la Región del Biobío, quienes tienen una flota importante de barcos de 12 metros de eslora (no son boteros), con autonomía para pescar en la Décima Región.



El problema estriba en cómo repartimos la pobreza. Y aquí lo hacemos interviniendo en una zona donde se halla la mayor cantidad de pescadores artesanales, la Décima Región, a quienes ya se les redujo su ámbito de extracción con el establecimiento de la Región de Los Ríos.



Señor Presidente, durante la discusión del proyecto en esta Sala se mejoró ostensiblemente la proposición inicial.



Por ejemplo, para que opere el ya mencionado artículo 5° se requiere el acuerdo de los pescadores artesanales. Entonces, dependerá de estos que aquello ocurra o no.



Ahora, pese a que dicho precepto no se modificó en la Cámara de Diputados, no es mucho más lo que podemos hacer. 



Señor Presidente, este tipo de normas son claramente inconvenientes. Debiéramos, pues -y lo hemos conversado con el Ministro de Economía, aquí presente-, ver cómo mejoramos las cuotas del sector artesanal; de qué manera reforzamos la presencia de este sector con la creación del INDAP-pesquero, que a la fecha es solo un anuncio cuya materialización esperamos -y se lo hemos dicho al Ministro-, porque vamos a apoyarlo.



En mi concepto, todos deberíamos entender que la pesca artesanal es importante para nuestro país. Entonces, hemos de ver cómo la protegemos.



Tuvimos una larga reunión (duró tres horas) con el Ministro por el caso del Maule. Se habló sobre el particular. Y creo que quedó en evidencia nuestra preocupación en cuanto a la necesidad de proteger los intereses de los pescadores artesanales en cada una de las Regiones.



Solo quería señalar eso, señor Presidente, para dejarlo consignado en la historia de la discusión de este proyecto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación las enmiendas de la Cámara de Diputados.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, consistentes en agregar un artículo 6° permanente y un artículo transitorio (18 votos a favor y un pareo), y queda despachado el proyecto en este trámite.



Votaron por la afirmativa las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Frei (don Eduardo), García-Huidobro, Horvath, Lagos, Larraín (don Carlos), Letelier, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Sabag, Uriarte y Walker (don Ignacio).



No votó, por estar pareado, el señor Novoa.

)-----------( 

El señor ESCALONA (Presidente).- En el siguiente punto de la tabla figura el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señora Rincón y señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Pizarro, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 18.046 para exigir que en las sociedades anónimas abiertas los aportes de capital no consistentes en dinero hechos por el controlador sean aprobados por la mayoría de los accionistas minoritarios.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Con respecto a esta iniciativa, que es de artículo único, en la sesión de 29 de agosto último se solicitó aplazamiento de la votación.

El señor PIZARRO.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, en la sesión anterior en que vimos este proyecto, producto de las intervenciones de algunos colegas, en particular del Senador Novoa, nos pusimos de acuerdo para aplazar la votación a fin de tomar contacto con la Superintendencia de Valores y Seguros.



Ayer, junto con el colega Novoa, nos reunimos con el Superintendente del ramo y el Subsecretario de Hacienda al objeto de buscar una redacción que permitiera aprobar la idea de legislar y, además, adecuar la iniciativa a las normas que la propia Superintendencia estima pertinentes.



En consecuencia, vamos a disponer de un texto dentro del plazo tentativo de una semana.



Señor Presidente, no sé qué corresponde reglamentariamente. Tal vez, pedir sacar de tabla este proyecto para que, elaborada la indicación respectiva, la sometamos a consideración de la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías que, por unanimidad, retiremos de tabla esta iniciativa?



--Así se acuerda.

AMPLIACIÓN DE PLAZO PARA ERECCIÓN DE MONUMENTO EN MEMORIA DE PAPA JUAN PABLO II

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde tratar el proyecto, iniciado en moción de los Senadores señor Chahuán, señora Von Baer y señores Lagos, Navarro y Quintana, en primer trámite constitucional, que amplía el plazo que estableció la ley N° 20.272 para erigir un monumento en memoria de Su Santidad Juan Pablo II, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia, y Tecnología.


--Los antecedentes sobre el proyecto (7868-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Chahuán y señora Von Baer y señores Lagos, Navarro y Quintana):


En primer trámite, sesión 44ª, en 16 de agosto de 2011.


Informe de Comisión:


Educación, Cultura, Ciencia, y Tecnología: sesión 41ª, en 14 de agosto de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de este proyecto es ampliar a seis años el plazo determinado por la ley Nº 20.272 para erigir un monumento en memoria del Papa Juan Pablo II, término que ya expiró.



La Comisión de Educación lo discutió en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros, Senadores señora Von Baer y señores Cantero, Escalona, Quintana e Ignacio Walker.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión general y particular.



Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, la iniciativa que nos ocupa es bastante sencilla.



Mediante ella se enmienda un cuerpo legal originado en una moción que, siendo yo Diputado, presentamos en la Cámara Baja con la finalidad de que en la ciudad de Viña del Mar, en el lugar donde Su Santidad Juan Pablo II celebró la Misa por la familia (la explanada de Rodelillo), se erigiera un monumento conmemorativo de tal hecho.



Tras promulgarse la ley N° 20.272, se constituyó la Comisión Especial Ad Honórem encargada de llevar adelante la obra. Se está avanzando en la recolección de los recursos y en la elaboración de los diseños. Pero surgió una complicación al haberse cumplido el plazo que dicho texto legal fijó para la concreción del monumento.



Por ello, con los Senadores señora Von Baer y señores Lagos, Navarro y Quintana presentamos la moción que dio origen a la iniciativa en debate, que simplemente plantea aumentar el plazo que determinó la ley individualizada.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación la idea de legislar.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (14 votos); no habiéndose presentado indicaciones, se aprueba también en particular, con igual votación, y queda despachado en este trámite.


Votaron las señoras Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Carlos), Orpis, Sabag y Walker (don Ignacio).

El señor URIARTE.- Por favor, agregue mi voto afirmativo, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se dejará constancia en la Versión Oficial de la intención de voto favorable del Senador señor Uriarte.

)--------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminado el Orden del Día.

VI. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Contralor General de la República, pidiéndole PRONUNCIAMIENTO SOBRE SIGNIFICADO DE EXPRESIONES “INSUMOS” E “INSUMOS DE LA ZONA”, EN CONTEXTO DE ARTÍCULO 1°, INCISO TERCERO, DE LEY NAVARINO, CON RELACIÓN A PRODUCTOS DE INDUSTRIA TECNOLÓGICA.



Del señor CANTERO:



Al señor Secretario Regional Ministerial de Educación de Antofagasta, requiriéndole información respecto a SITUACIÓN DE COMEDORES DE COLEGIOS DE SEGUNDA REGIÓN CON JORNADA ESCOLAR COMPLETA.
)----------(



--En Incidentes, ofrecida la palabra, sucesivamente, a los Comités Renovación Nacional, Independiente y Partido MAS, ninguno hace uso de su tiempo.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Senador señor Letelier.

PAPEL DE CHILE EN PROCESO DE PAZ COLOMBIANO

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en los últimos días nos hemos informado a través de los medios de comunicación de que se inició un proceso de conversaciones para avanzar en la búsqueda de la paz en la hermana República de Colombia.



Para tal fin, comenzó una ronda de diálogos entre el Gobierno que encabeza el Presidente Santos y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC).



En dicho proceso, que ha sido acompañado por otros países (entre ellos, Cuba y Noruega), a Chile -al igual que a Venezuela- se lo ha invitado también como acompañante.



La búsqueda de la paz en Colombia es probablemente el principal desafío que en la materia ha conocido el continente latinoamericano en los últimos 60 años.



En múltiples ocasiones, desde el “bogotazo” de 1948, ha habido esfuerzos por desarrollar un diálogo que ponga fin a un conflicto armado de proporciones, que ha costado la vida a decenas de miles de personas y significado el desplazamiento de millones de colombianos desde diversas partes de su territorio patrio.



El conflicto ha sido de tal envergadura que en determinado momento el propio sistema político colombiano se vio tremendamente cuestionado. Ello, entre otros factores, por la presencia del crimen organizado, y en particular de los carteles del narcotráfico, en el financiamiento de las FARC -según algunas versiones- o de otros grupos alzados en armas.



Incluso, el fenómeno del conflicto social en Colombia ha rebasado a nuestro país. Y, aun, fue utilizado en la política interna de Chile.



Sin querer reparar en ese punto, que inclusive llevó a cuestionar a un periodista de nuestro país por entrevistar o tratar de entrevistar a quienes estaban vinculados al proceso de liberación de secuestrados -ello motivó que las bancas de enfrente cuestionaran el que un profesional de las comunicaciones buscara esos propósitos-, hoy quiero decir que me parece de la máxima importancia que Chile esté como veedor, como acompañante de los procesos que se llevan a cabo en Colombia para buscar la paz.



Espero que la comunidad toda, y en particular las fuerzas políticas, que son el sustento político -valga la redundancia- del Gobierno, comprendan a la sociedad de Colombia, desgarrada durante años por la desigualdad y por tremendas inequidades, que reflejan la incapacidad del sistema político de ese país para resolver su crisis por caminos institucionales.



Espero, asimismo, que los colegas de los partidos que hoy le dan sustento al Gobierno se adentren en el problema para poder comprender la complejidad del proceso en comento, y que todos podamos respaldar a las autoridades de la Cancillería que acompañarán su desarrollo, con el fin de coadyuvar a que el diálogo sea fructífero.



Ojalá que nuestro país, como lo hizo durante los Gobiernos de la Presidenta Bachelet y del Presidente Lagos, en diferentes foros, cuando en varias ocasiones se hicieron intentos para generar espacios conducentes al diálogo de paz, pueda colaborar.



Es el principal desafío de la paz en América Latina. Es el principal desafío que nos queda pendiente del siglo pasado.



Para muchos, constituye una esperanza el que los diálogos sean positivos y al final de ellos se pueda iniciar un proceso de encuentro para poner fin a un conflicto sangriento que se ha prolongado por más de 50 años y ha costado la vida de miles y miles de personas.



Espero que en el proceso de diálogo, en el que intervienen el Gobierno de Colombia, por un lado, y los sectores alzados en armas, como las FARC, por el otro, se abra un espacio para permitir también la participación de las víctimas del conflicto, que son muchas. Me refiero a las víctimas invisibles, a aquellas que una fundación ha tratado de representar en ese país en diversos momentos, a las víctimas del terrorismo de Estado y de la violencia de los grupos armados. Porque son ellas las que más esperanzas tienen en que se encuentre la paz en esa República hermana.



He dicho.



--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Demócrata Cristiano, Partido por la Democracia, Radical Social Demócrata y Unión Demócrata Independiente, ningún señor Senador interviene.

El señor ESCALONA (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:16.




Manuel Ocaña Vergara,




Jefe de la Redacción
A N E X O S

D O C U M E N T O S
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PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL PROTOCOLO POR EL QUE SE ENMIENDA EL ACUERDO SOBRE LOS ASPECTOS DE LOS DERECHOS DE PROPIEDAD INTELECTUAL RELACIONADOS CON EL COMERCIO

(8486-10)


Oficio Nº 10345 


VALPARAÍSO, 30 de agosto de 2012

[image: image1.png]



Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente Proyecto de Acuerdo, correspondiente al boletín N°8486-10.            

 PROYECTO DE ACUERDO: 


“Artículo único.- Apruébase “El Protocolo por el que se Enmienda el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual Relacionados con el Comercio, adoptado el 6 de diciembre del año 2005.”.”.

    

 Dios guarde a V.E.

  (Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DECLARA FERIADO EL 17 Y 19 DE SEPTIEMBRE DE 2012

(8506-13 Y 7921-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mociones de los Diputados señores Andrade, Araya y Chahín, de las Diputadas señoras Goic y Muñoz, de los Diputados señores Rincón y Saffirio, de la Diputada señora Sepúlveda y de los Diputados señores Torres y Walker (Boletín N° 7.921-13) y de los Diputados señores Andrade, Araya, Espinosa, Jiménez y Marinovic, Diputadas señoras Molina, Muñoz y Sabat, y Diputados señores Saffirio y Teillier (Boletín N° 8.506-13)


Se hace presente que esta iniciativa cuenta con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

-------

OBJETIVO DEL PROYECTO


Establecer – al igual que lo es el día 18 de septiembre- como feriado obligatorio e irrenunciable para los dependientes del comercio el día 19 de septiembre, con excepción de aquellos trabajadores que se desempeñen en clubes, restaurantes, cines, discotecas, pub, cabarets, casinos de juego, expendio de combustibles, farmacias de turno y de urgencia.

PROPOSICIÓN


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó proponer a la Sala el cambio de nombre del proyecto de ley, de manera de ajustarlo al contenido final del mismo, por el siguiente: “proyecto de ley que establece el 19 de septiembre como feriado obligatorio e irrenunciable para los dependientes de comercio”.

CONSTANCIA


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, acordó dejar constancia que el Senador señor Carlos Bianchi Chelech, en conjunto con las Senadoras señoras Pérez San Martín y Rincón y los Senadores señores Horvath y Muñoz Aburto, presentó el año 2011 un proyecto de ley, correspondiente al Boletín N° 7.933-06, con el mismo objetivo de la iniciativa en análisis, teniendo en consideración que las Fiestas Patrias son una ocasión para que todo el país se unifique en torno a una celebración que permita a todos y no sólo a algunos de los chilenos a participar en ellas en igualdad de condiciones. 

-------

 
A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Subsecretario del Trabajo, señor Bruno Baranda; el asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río; el Presidente y la Secretaria General de la Confederación Coordinadora de Sindicatos del Comercio, señor Manuel Díaz y señora Bárbara Saavedra, respectivamente; el Coordinador del Programa Legislativo del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente; la abogada de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señorita Francesca Cotroneo y los asesores de la Senadora Rincón, señora Labibe Yumha y señor Josué Vega.

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- La ley N° 19.973.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


Las Mociones que dan origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos, explican que la celebración de las Fiestas Patrias constituye parte integral de la identidad nacional, por lo que la autoridad debe realizar, en la medida que se requiera, todo lo que esté a su alcance con la finalidad de resguardar y proteger el contenido auténticamente patriótico de dicha tradición nacional.


Agregan que tanto el feriado del 18 de Septiembre como el del 19 de Septiembre, son igualmente y con el mismo valor histórico, fechas de celebración de nuestra Independencia como República, en las que deben crearse las condiciones para que participen la gran mayoría de los chilenos y chilenas, con las excepciones legales que obviamente exige la normal actividad del país, como son los servicios de salud, seguridad, transporte, entre otros. Por lo mismo, los miles de trabajadores dependientes del comercio, no pueden ser la excepción, más aun cuando se ha evidenciado con creces los beneficios que ello reporta no solo a tales trabajadores y sus familias, sino que al país en su conjunto.
-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto de la iniciativa aprobada por la Cámara de Diputados está constituido por un artículo único y un artículo transitorio. El artículo único agrega en el inciso primero del artículo 2° de la ley N° 19.973 el día 19 de septiembre como feriado obligatorio e irrenunciable para todos los dependientes del comercio y el artículo transitorio declara que se entenderá cumplida la obligación del empleador de otorgar descanso durante el 19 de septiembre en aquellas empresas que la fecha de publicación de la ley ya hubiesen pactado individual o colectivamente dicho descanso.

-------

PRESENTACIÓN DE LA CONFEDERACIÓN COORDINADORA DE SINDICATOS DEL COMERCIO

La Comisión recibió en audiencia a la Confederación Coordinadora de Sindicatos del Comercio, representada por el Presidente, señor Manuel Díaz y la Secretaria General, señora Bárbara Saavedra.

El Presidente de la Confederación Coordinadora de Sindicatos del Comercio, señor Manuel Díaz, inició su exposición explicando que los trabajadores que se desenvuelven como dependientes del comercio han sido excluidos, durante años, de las festividades que en nuestro país se conmemoran durante el mes de septiembre, bajo el pretexto de evitar el desabastecimiento que su descanso podría producir. 

Añadió que, no obstante ello, a partir de la promulgación de la ley N° 19.973, que establece feriados, se ha demostrado que dicho riesgo carece de fundamentos. No obstante, explicó que las empresas transforman en letra muerta el espíritu de dicha ley, toda vez que superponen los días libres respecto de los días declarados como feriado irrenunciable, lo que genera, en definitiva, una extensión de la jornada diaria a objeto de completar la jornada semanal de 45 horas que establece el Código del Trabajo, lo que vulnera, en la práctica, el derecho al descanso de los trabajadores del referido sector. En ese contexto, enfatizó que, si bien la ley permite la extensión de la jornada diaria cuando el trabajador acumule más de un día de descanso en una semana -en virtud del artículo 38 del Código del Trabajo-, ello no debe operar en aquellos casos en que se trata de un feriado que la propia ley ha declarado como irrenunciable.
En consecuencia, indicó que se deben estudiar los mecanismos que permitan la interpretación correcta de dicha cuerpo legal, debiendo sancionarse aquella hipótesis en que se hubieren producido una infracción de la referida normativa. En ese contexto, explicó que a los trabajadores del comercio se les ha negado el derecho al descanso durante una festividad importante para nuestro país, favoreciendo, injustamente, el incremento que experimentan las ventas y utilidades de las empresas que utilizan sus servicios.

Finalmente, precisó que en aquellos casos en que coincida un día libre del trabajador con un feriado irrenunciable debe prevalecer éste último, debiendo otorgarse adicionalmente otra jornada libre al trabajador. A su vez, agregó que, cuando en una semana exista un feriado irrenunciable, la jornada semanal del trabajador deberá reducirse en una jornada diaria, o establecerse que aquellas jornadas de descanso irrenunciable no deben ser consideradas para la planificación horaria mensual de los respectivos trabajadores.
 
A continuación, el Subsecretario del Trabajo, señor Bruno Baranda, señaló que la iniciativa de ley en estudio persigue resolver la incertidumbre que cada año se produce entre los trabajadores del comercio en lo relativo al carácter irrenunciable de algunos feriados que se aplican a su respecto. Agregó que, con miras a ello, resulta ser de suyo relevante el establecimiento del 19 de septiembre como feriado irrenunciable obligatorio, de forma tal que no se produzcan dudas en cuanto a sus jornadas de descanso.

- Puesto en votación en general y en particular el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto de ley en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:

 
“Artículo único.- Sustitúyese en el inciso primero del artículo 2° de la ley N°19.973, que establece feriados, el guarismo “18” por la expresión “18 y 19”.


Artículo transitorio.- Se entenderá cumplida la obligación del empleador de otorgar descanso durante el día 19 de septiembre conforme al artículo único de esta ley, en aquellas empresas que, a la fecha de publicación del presente cuerpo legal, ya hubiesen pactado individual o colectivamente otorgar descanso en dicho día.”.

-------


Acordado en sesión celebrada el día 5 de septiembre de 2012, con asistencia de la Senadora señora Ximena Rincón González (Presidenta) y Senadores señores Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pedro Muñoz Aburto y Gonzalo Uriarte Herrera.


Sala de la Comisión, a 5 de septiembre de 2012.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE AGRICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE REGULA LAS TRANSACCIONES  COMERCIALES DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS

(7484-01)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Agricultura tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S. E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “suma“.

De la iniciativa se dio Cuenta a la Sala del Honorable Senado en la sesión del 3 de julio del presente año, disponiéndose su estudio por la Comisión de Agricultura y por la de Hacienda, en su caso.

La iniciativa fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.

A las sesiones en que vuestra Comisión trató este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Navarro. Asimismo, concurrieron:

Del Ministerio de Agricultura, el Ministro señor Luis Mayol y el Abogado Andrés Meneses.

Del Servicio Agrícola y Ganadero, el Subdirector Nacional, señor Horacio Borquez.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el Asesor, señor Víctor Blanco.

De la Bolsa de Productos Agropecuarios: el Presidente, señor César Barros; el Gerente General, señor Christopher Bosler, y el Abogado, señor Daniel Cox.

De la Asociación de Molineros del Centro A.G.: el Presidente, señor Fermín Diharrasari; el Vicepresidente, señor Juan Enrique Ojeda; el Gerente, señor Sergio Ossa, y los Asesores señores Manuel José Vial y Rodrigo Guzmán.

De la Federación Nacional de Productores de Leche (FEDELECHE), el Gerente General, señor Carlos Arancibia. 

Del Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile (MUCECH), el Vicepresidente, señor Orlando Contreras, y el Asesor Técnico, señor Rodrigo Yáñez. 

De la Asociación de Productores Avícolas de Chile (APA), la Gerente General, señora Soledad Valenzuela, y el Gerente General de la Asociación de Productores de Cerdos de Chile (ASPROCER), señor Rodrigo Castañón.

De la Federación Nacional de Productores de Remolacha F.G. (FENARE) y del Consorcio Agrícola del Sur F.G. (CAS), el Presidente de FENARE y Vicepresidente del CAS, señor Jorge Guzmán, y el Vicepresidente de FENARE, señor Ferenc Masow.

De la Asociación de Molineros del Sur: el Presidente, señor Alonso Fuentes; el Vicepresidente, señor Roberto Lara, y la Gerente General, señora Maira Jordán. 

De Empresas IANSA S.A.: el Gerente General, señor José Luis Irarrázaval; el Gerente Agrícola, señor Álvaro Prieto, y el Ingeniero de Estudios, señor Álvaro Martin.

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

El objetivo consiste en establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios.  Para ello, regula y transparenta los procedimientos que determinan la cantidad y calidad de los productos transados en el mercado agrícola interno, y perfecciona las condiciones bajo las cuales el mercado pueda determinar los precios que respondan a las características de un producto.
Respecto a los productos importados, establece un mecanismo de muestreo y de análisis, que permitirá obtener una mejor información de las características del producto importado, evaluado bajo las mismas normas de calidad vigentes para los productos chilenos.
- - - 

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL

La Comisión de Agricultura al estudiar las disposiciones del proyecto de ley, consideró que los artículos 18 y 19, referidos a la competencia del Juez de Policía Local que conocerá determinadas infracciones, y al procedimiento sancionatorio, respectivamente, de aprobarse, deben serlo con quórum de ley orgánica constitucional, al tenor del artículo 77 de la Constitución Política de la República en relación con el artículo 66, inciso segundo de la Constitución Política de la República, pues se refieren a las atribuciones de los tribunales de justicia.

Del mismo modo, la Excelentísima Corte Suprema, al ser consultada por la Honorable Cámara de Diputados respecto del texto del esta iniciativa legal, en cumplimiento de lo dispuesto en los incisos segundo y tercero, del artículo 77 de la Constitución Política de la República y del artículo 16 de la ley N° 18.918 Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, informó favorablemente el proyecto de ley y, en particular, determinó que las normas que tienen carácter orgánico y que deben ser informadas por ese Tribunal, dicen relación con los artículos 18 y 19

No obstante lo anterior, cabe señalar que durante el primer trámite constitucional, sólo el artículo 18 del proyecto de ley fue aprobado como norma de quórum orgánico constitucional. 

- - - 

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República en su artículo 19 numerales 23° y 24°.

2.- La ley N° 18.755, que establece normas sobre el Servicio Agrícola y Ganadero.

3.- La ley N° 18.164, que introduce modificaciones a la legislación aduanera.

4.- La ley N° 18.287 que establece procedimiento ante los Juzgados de Policía Local.

5.- La ley N° 19.220 que regula el establecimiento de bolsas de productos agropecuarios.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

2.1. El Mensaje que da inicio al presente proyecto de ley, señala que las actividades productivas, en general, y la agrícola, en particular, requieren normas que identifiquen derechos y establezcan responsabilidades en las relaciones comerciales que le son propias. Subraya que es una tarea del Estado contribuir a que los mercados operen de manera fluida y transparente, para lo cual debe favorecer el acceso de los agentes a información oportuna y completa, respecto a las transacciones que en ellos se desarrollan.

En particular, observa que en la determinación de las características de los productos agropecuarios sujetos a transacción, las partes no concurren en igualdad de condiciones, puesto que, en general, los compradores son los que disponen del instrumental y establecen los procedimientos para cuantificar los elementos que determinan el precio final de transacción.

En esta misma línea, hace presente que tampoco existe un mecanismo oficial que permita homologar la calidad del producto importado a las normas vigentes definidas para los productos chilenos, o bien, conocer en detalle la composición de los productos importados en términos objetivos y cuantitativos. 

Por lo anterior, resalta que representantes del sector han manifestado la necesidad de disponer de normas reconocidas por los agentes comercializadores, que favorezcan la formación de precios atendiendo a las calidades de los productos nacionales e importados en mercados abiertos y competitivos.

Informa que, a la fecha, el Instituto Nacional de Normalización (INN) ha elaborado normas que incluyen elementos de muestreo que son oficiales una vez aprobadas por decreto del Ministro de Agricultura. A continuación, enuncia, entre otras, a las siguientes normas: de leche y de productos lácteos (NCh1011/2.Of.1980-NCh1011/1.Of.2008); de carne y de productos cárneos (NCh1371/1Of.1977); de frutas y de hortalizas en estado natural (NCh1426.Of.1980); de productos alimenticios a granel (NCh1479.Of.1979); de granos alimenticios-extracción de muestras (NCh531.Of.1986 se aplica a cereales envasados o a granel y a legumbres envasadas); de granos o semillas oleaginosas-Muestreo (NCh452.Of.1988-se aplica a los granos o semillas oleaginosas destinadas a la elaboración de aceites vegetales), y de miel de abejas (NCh617.E. Of.1968). En seguida, precisó que estas normas son de aplicación voluntaria.

Concordante con lo señalado anteriormente, resalta que en la actualidad no se dispone de procedimientos que permitan resolver de manera vinculante las controversias que respecto a las características de los productos se generan en los procesos de comercialización de granos, como trigo, maíz o arroz.

Bajo este contexto, indica que el objetivo de este proyecto de ley es establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de los precios en las transacciones de productos agropecuarios, regulando y transparentando los procedimientos que determinan la cantidad y calidad de los productos que son transados en el mercado agrícola y, con ello, mejorar las condiciones en las cuales el mercado puede determinar los precios que respondan a las características de un producto determinado.

En relación a los productos importados, refiere que esta iniciativa tiene por objeto establecer un mecanismo de muestreo y de análisis, que permita obtener mayor y mejor información respecto a las características del producto importado, evaluado bajo las normas de calidad vigentes para los productos nacionales. Al respecto, hace presente que esta información comparativa mejorará la transparencia del mercado y la toma de decisiones productivas y comerciales al interior de la cadena productiva, y dará más seguridad a los consumidores. Luego, hace hincapié que esta regulación se exceptúa expresamente en las transacciones realizadas de conformidad con leyes especiales.

En seguida, el Mensaje destaca que se regulan aspectos fundamentales del proceso de transacción comercial de los productos agropecuarios, en cuanto a la medición de calidad y de cantidad de los productos, la certificación de los equipos y la toma de muestra y contramuestras, según corresponda a la naturaleza de los productos transados. Asimismo, comenta que se establece en forma obligatoria el procedimiento de análisis de muestras y contramuestras, y de medición, según corresponda, de los productos agropecuarios que se transan en el mercado nacional y que no se encuentren regulados en una ley especial. Tratándose de productos importados, continuó, el referido procedimiento permitirá obtener información que facilite la homologación de tales productos a los nacionales, para los efectos de su transacción en Chile.

Además, indica que se consagran diversas definiciones. A modo de ejemplo, menciona los siguientes conceptos: muestra, entendida como la cantidad igual de un producto tomada de cada punto de muestreo específico del lote, para efectos de analizar su calidad; intermediario, definida como la persona natural o jurídica que intermedia en las transacciones comerciales de productos agropecuarios, y producto agropecuario, concebido como aquel que proviene directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria.

A continuación, menciona que se establece para los agroindustriales o intermediarios las siguientes obligaciones: mantener en su establecimiento, a la vista del púbico, un listado de precios de referencia; emitir una Guía de Entrega y, tratándose de la primera transacción comercial de un producto agropecuario y de conformidad a las características del producto, la obtención y la conservación de una muestra y de una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador.

Luego, explica que se crean los Registros de Laboratorios de Ensayo, de Laboratorios de Ensayo Arbitrador y de Laboratorios de Calibración, los que serán administrados por el Servicio. Informa que a estos laboratorios les corresponderá, respectivamente: realizar los ensayos para determinar la calidad de la muestra de los productos agropecuarios transados comercialmente; ejecutar los ensayos para determinar la calidad de las muestras o contramuestras de los productos transados comercialmente, y practicar las calibraciones a los equipos e instrumentos que son utilizados por los otros laboratorios. 

En seguida, reitera que este proyecto de ley establece que, en la primera transacción comercial de un producto agropecuario y, de conformidad a las características del producto, será obligatorio para el agroindustrial o intermediario la obtención y conservación de una muestra y de una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador. Acota que en caso que alguna de las partes de la transacción no estuviere conforme con el resultado obtenido del análisis de la muestra, podrá solicitar el análisis de la contramuestra enviada al laboratorio de ensayo arbitrador. Resalta que el resultado de este análisis será definitivo.

En relación a los productos importados, refiere que el sistema establece la obligación del importador de obtener, conservar y de enviar una muestra de los productos importados para su análisis por un laboratorio de ensayo o ensayo arbitrador, antes de su comercialización en Chile. Subraya que la información resultante de dicho análisis será puesta en conocimiento del público, a través de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias (ODEPA).

En materia de infracciones, sanciones y de fiscalización, señala el Mensaje que el Servicio Agrícola y Ganadero fiscalizará el cumplimiento de las normas de la presente ley y de sus reglamentos. Al efecto, detalla que se consagran una serie de infracciones, tales como, emitir informes o certificados sin haber practicado el procedimiento regulado o consignar en los informes o certificados datos distintos a los resultados obtenidos en el análisis o medición practicados, entre otras.

Por último, se establecen como sanciones para los laboratorios, cuyo personal hubieren cometido algunas de las infracciones establecidas en esta ley, la suspensión de los Registros que lleva el Servicio Agrícola y Ganadero y el pago de una multa. Puntualiza que, dependiendo del tipo de infracción y de la sanción aplicada, será competencia del Juez de Policía Local o del Servicio Agrícola y Ganadero. 





2.2. Oficio N° 10.235, de fecha 20 de junio de 2012, de la Honorable Cámara de Diputados, mediante el cual comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley en estudio, que consta de diecinueve artículos permanentes y de dos disposiciones transitorias.





Esta iniciativa fue informada en la Honorable Cámara de Diputados por las Comisiones de Agricultura, Silvicultura y Desarrollo Rural, y de Hacienda. Fue aprobada en la Sala de esa Corporación por 97 votos a favor, ningún voto en contra y ninguna abstención.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL

La Comisión acordó iniciar una ronda de audiencias e invitar a exponer sus puntos de vistas a diversas entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:

Del Ministerio de Agricultura, el Abogado Andrés Meneses.

De la Bolsa de Productos Agropecuarios, el Presidente, señor César Barros.

De la Asociación de Molineros del Centro A.G., el Gerente, señor Sergio Ossa.

De la Federación Nacional de Productores de Leche (FEDELECHE), el Gerente General, señor Carlos Arancibia. 

Del Movimiento Unitario Campesino y Etnias de Chile (MUCECH) el Vicepresidente, señor Orlando Contreras.

De la Asociación de Productores Avícolas de Chile (APA), la Gerente General, señora Soledad Valenzuela.

De la Federación Nacional de Productores de Remolacha F.G. (FENARE) y del Consorcio Agrícola del Sur F.G. (CAS), el Presidente de FENARE y Vicepresidente del CAS, señor Jorge Guzmán.

De la Asociación de Molineros del Sur, el Presidente, señor Alonso Fuentes. 

De Empresas IANSA S.A., el Gerente General, señor José Luis Irarrázaval.

Asimismo, se recibió, por escrito, la opinión de la Sociedad Nacional de Agricultura (SNA).

Cabe señalar que los informes en derecho así como las  presentaciones y documentos acompañados durante la estudio del proyecto de ley, se encuentran en la Secretaría de la Comisión a disposición de los señores parlamentarios.

Al iniciar el estudio de esta iniciativa, el Abogado del Ministerio de Agricultura, señor Andrés Meneses, quien acompañó su presentación por escrito, señaló que para el Ministerio de Agricultura este proyecto de ley es prioritario y detalló que se enmarca dentro de una estrategia general para incentivar la contratación en la agricultura. Al respecto, indicó que se deben mejorar los procedimientos que tiendan a transparentar los sistemas de determinación de los precios de los productos agropecuarios, que se fijan en función de ciertas características que el comprador espera de tales productos. 

Luego, enfatizó que se debe considerar el escenario que regula al sector, el cual se caracteriza por una ausencia de normas y de procedimientos oficiales de carácter vinculante, que ayuden a mejorar y a garantizar la transparencia de este mercado. Hoy, continuó, sólo cuentan con algunas normas dadas por el Instituto Nacional de Normalización, de carácter voluntario respecto de algunos productos, como  leche, carnes, frutas, hortalizas, alimentos a granel y granos, en general. 

Del mismo modo, comentó que en la actualidad no se dispone de una certificación pública de los laboratorios que realizan análisis de muestras de productos agrícolas, ni tampoco de los que se dedican a la calibración de los instrumentos de medición.

Bajo este contexto, lamentó que en el sector agrícola los compradores y los vendedores no concurran en igualdad de condiciones, ya que habría una cierta asimetría en la fijación del precio de los productos, que serían determinados en función de las características que el propio comprador le asigna a los mismos. En efecto, las características de los productos se determinan a través de un análisis de calidad, que realiza un laboratorio que depende del poder comprador. Además, puntualizó que no existe un sistema que resuelva de manera vinculante y rápida las controversias que se pueden suscitar entre las partes en relación con las características de los productos agropecuarios, salvo la vía judicial.

Por lo anterior, subrayó, el proyecto pretende establecer mecanismos e instrumentos que asistan la libre determinación de los precios en las transacciones de productos agropecuarios, según el volumen, pesaje y las características de los mismos, en función de informes que evacúen laboratorios independientes y previamente certificados. Asimismo, resaltó que busca regular y transparentar los procedimientos que determinan la cantidad y la calidad de los productos transados tanto en el mercado agrícola interno como en las importaciones. En definitiva, resaltó, se intenta alcanzar una mayor transparencia y mejorar la toma de decisiones productivas y comerciales de los agricultores, otorgándoles mayor seguridad en cuanto a las reglas que determinarán las características de sus productos. Explicó que para ello se establecen mecanismos de muestreo y de análisis, que permitan mayor y mejor información respecto de las características del producto importado, evaluado bajo las normas de calidad vigente, para que los productores nacionales puedan tomar mejores decisiones en cuanto a la siembra y a los cultivos.

En lo referente al presente proyecto de ley, señaló que establece una normativa de carácter general, que consagra una regulación obligatoria en materia de medición de las características, la cantidad de los productos, la certificación de los equipos de análisis y la toma de muestras y de contramuestras. De este modo, resaltó que se establece un marco legal básico para mejorar la transparencia de este mercado, en especial respecto del pago del producto y de sus costos, así como también fija un mecanismo para resolver controversias entre el productor y el agroindustrial. En la práctica, continuó, este proyecto de ley implica que en la primera transacción comercial de un producto agropecuario los agroindustriales o intermediarios deberán obtener y conservar una muestra y una contramuestra del producto, enviando, la primera de ellas, a un laboratorio de ensayo y, la segunda, a un laboratorio de ensayo arbitrador. 

Refirió que, tratándose de los productos importados, esta iniciativa legal propone un mecanismo que permitirá obtener mayor información, lo que facilitará la comparación de los productos importados con los nacionales, puesto que el importador deberá obtener, conservar y enviar una muestra de los productos importados para su análisis a un laboratorio registrado a nivel nacional. Acotó que dicha información será publicada, a través de los soportes informáticos de ODEPA. 

Luego, complementó que se confeccionarán diversos reglamentos específicos por tipo de producto, los que serán aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura y que, además, llevarán la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo. Detalló que estos reglamentos definirán las metodologías para medir la cantidad, masa o volumen de los productos; el procedimiento para la toma de muestras y de contramuestras; el análisis de las características y las metodologías de calibración de los instrumentos de medición. También, comentó que establecerán los parámetros que compondrán el listado de precios de referencia, que deberán mantener en sus establecimientos los agroindustriales o intermediarios, a la vista del público.

Asimismo, señaló que para el agroindustrial se establece la obligación de emitir una Guía de Entrega al momento de la transferencia el producto transado, en ella se consignará la cantidad, masa o volumen del producto y el listado de precios de referencia.

En seguida, indicó que el proyecto de ley faculta a las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales del sector productivo para designar a un inspector delegado, quien supervigilará el cumplimiento de los procedimientos que contempla este procedimiento.

También, informó que la iniciativa legal crea tres registros, a saber: el Registro de Laboratorios de Ensayo; el Registro de Laboratorios de Ensayo Arbitrador, y el Registro de Laboratorios de Calibración, todos a cargo del Servicio Agrícola y Ganadero. Enfatizó que sólo estos laboratorios podrán intervenir en este proceso, ya sea analizando las muestras o las contramuestras, o ejecutando las calibraciones de los equipos con que se realizan las mediciones de los productos. Por otra parte, dio cuenta que el proyecto consagra diversas definiciones que permiten estructurar esta iniciativa, tales como: muestra, contramuestra, productor, agroindustrial, intermediario, laboratorio de ensayo, laboratorio de ensayo arbitrador y laboratorio calibrador, entre otras.

Luego, sostuvo que si alguna de las partes de la transacción no estuviere conforme con el resultado del análisis de la muestra elaborado por el laboratorio de ensayo, podrá solicitar el análisis de la contramuestra. Con todo, subrayó que el resultado de este último análisis será definitivo. Asimismo, refirió que el Servicio Agrícola y Ganadero será el organismo que fiscalizará el cumplimiento de esta ley, e informó que se regulan una serie de infracciones y de sanciones, que serán conocidas y resueltas por el Servicio Agrícola y Ganadero o por los Juzgados de Policía Local, según corresponda.

Por último, señaló que dentro de los dos años siguientes a la entrada en vigencia de esta ley, los procedimientos de muestra y de contramuestra y de medición, podrán ser ejecutados por los laboratorios que se encuentren en proceso inscripción, previa autorización del Servicio Agrícola y Ganadero.

A continuación, el Honorable Senador señor Coloma, hizo referencia a las observaciones enviadas por la Asociación de Molineros del Centro A.G. En concreto, comentó que formulan una serie de reparos al presente proyecto de ley y, en particular, manifiestan su inquietud respecto de los siguientes temas: 

1. Reparan el carácter obligatorio del procedimiento que regula esta iniciativa que podría vulnerar principios del derecho privado, como la autonomía de la voluntad y la fuerza obligatoria de los contratos; 

2. Sugieren regular un incentivo adecuado, como la certificación y la fiscalización de los laboratorios que actualmente existen, como una fórmula idónea para impedir las malas prácticas de parte de los agroindustriales, las que en opinión de la Asociación de Molineros del Centro, se trata de conductas de carácter excepcional.

El Abogado del Ministerio de Agricultura subrayó que una de las principales características de este proyecto es su obligatoriedad, como una respuesta al sistema imperante, que se basa en un  análisis de muestras de productos agropecuarios esencialmente voluntario, que sólo se rige por algunas normas aisladas emanadas del Instituto Nacional de Normalización. Luego, indicó que la autoridad tiene motivos plausibles para establecer ciertos procedimientos que tiendan a corregir la asimetría que existe entre el poder comprador y los agricultores, y que esta iniciativa legal viene a nivelar esa relación. Resaltó que parten sobre la base del principio de buena fe y que la mayor parte de los agroindustriales y de los molineros no deberían tener mayor objeción en la aplicación de esta normativa legal, que busca corregir y mejorar algunas prácticas que efectivamente se están ejerciendo en este mercado.

En cuanto a la observación que plantea otro tipo de incentivos, como la certificación de los laboratorios existentes, hizo presente que el proyecto no pretende crear nuevos laboratorios, por el contrario, busca certificar los que hoy ya existen, aunque estén vinculados a los molinos, pero siempre que se sometan a la fiscalización del Servicio Agrícola y Ganadero.

El Presidente de la Bolsa de Productos Agropecuarios, señor César Barros, luego de manifestar su apoyo al presente proyecto de ley, señaló que uno de los mayores problemas que ha tenido que enfrentar la Bolsa de Productos Agropecuarios ha sido la negativa de los poderes compradores de someterse a la exigencia de conservar una contramuestra. En efecto, precisó que todos los productos agrícolas que se transan por medio de esta Bolsa tienen la obligación de someterse al proceso de análisis de muestra y de contramuestra por los laboratorios aprobados por el Servicio Agrícola y Ganadero, para fijar el precio en un remate público, de acuerdo a los reglamentos aprobados en la materia. Por lo anterior, sugirió considerar en el proyecto que quienes transen a través de la Bolsa de Productos Agropecuarios sean liberados de la obligación de conservar una muestra y una contramuestra, puesto que ya se las exigió.

Es decir que las operaciones que se realizan en la Bolsa de Productos Agropecuarios sean consideradas como una alternativa viable para eximir del procedimiento obligatorio que consagra esta ley. Además, resaltó que la Bolsa de Productos Agropecuarios para el análisis de las muestras y de las contramuestras utiliza padrones inscritos en la Superintendencia de Valores y Seguros, en los cuales se precisa qué es cada producto y su calidad. A mayor abundamiento, sostuvo que la Bolsa de Productos Agropecuarios cuenta con cinco años de experiencia y que a través de ella se transan alrededor de diez productos agrícolas, como trigo, maíz y arroz, y que por lo mismo están en condiciones de operar en forma inmediata, sin esperar que se dicten los respectivos reglamentos. Por lo anterior, manifestó que el proyecto es necesario, pero insistió en que la transacción por medio de la Bolsa de Productos Agropecuarios se contemple como una alternativa a este nuevo procedimiento.

A su vez, el Gerente General de la Bolsa de Productos Agropecuarios, señor Chistopher Bosler, informó que la Bolsa de Productos Agropecuarios está amparada por la ley N° 19.220 y  sometida a la fiscalizada de la Superintendencia de Valores y Seguros. Comentó que fue creada en el año 2005 y que actualmente tiene diecisiete accionistas. En ella se transan entre diez a doce productos agrícolas inscritos y cuentan con un procedimiento de certificadores de calidad, que les permite disponer de un procedimiento de definición de productos estandarizados, a través de un padrón de transacción público y conocido que enmarca la transacción de los productos agropecuarios. También, refirió que la ley N° 19.220 les permite transar insumos y servicios vinculados al sector agropecuario, tales como productos físicos, contratos, títulos, facturas, contratos derivados u otros títulos, que defina la Superintendencia de Valores y Seguros. Luego, indicó que la definición de producto agropecuario que consagra el artículo 4° de la ley N° 19.220 está en línea con el concepto que propone el presente proyecto de ley.

En seguida, explicó la operatoria de una transacción por medio de la Bolsa de Productos Agropecuarios. Al respecto, detalló que el primer productor entrega una orden de venta, en la cual se estandariza el tipo de producto en cuanto a su precio, cantidad, especie, lugar y forma de entrega. Posteriormente, intervienen los certificadores de calidad que están inscritos tanto en el Servicio Agrícola y Ganadero, como en la Bolsa de Productos Agropecuarios y mencionó, a modo de ejemplo, a la Sociedad Nacional de Agricultura y a la Fundación Chile, entre otras. Precisó que los certificadores de calidad emiten un certificado de la Bolsa de Productos Agropecuarios y que en ciertas ocasiones endosan una garantía a favor de la Bolsa por la correcta ejecución de sus funciones. Una vez finalizado este proceso, continuó, la oferta queda publicada en los sistemas de la Bolsa de Productos Agropecuarios, ingresando a un mecanismo de remate y de subasta pública para efectos de asignar el mejor precio a la transacción. Posteriormente, destacó que en la publicidad de las ofertas no existe discriminación de precios por productor, porque no se incluye la identificación de los oferentes, ya que la formación del precio no depende de quien está vendiendo. Refirió que, con posterioridad, al remate se adjudica el producto a quien ofreció el precio más alto y luego se produce la entrega y el pago.

Observó que en el caso en que existan controversias entre las partes de la compraventa se contempla una norma de solución de conflicto, que establece la constitución de una Comisión Arbitral, que goza de las facultades de árbitro arbitrador, compuesta por directores y corredores de la Bolsa de Productos Agropecuarios. Por todo lo anterior, concluyó, este proyecto de ley tiene un texto bastante similar a la ley N° 19.220, que establece la Bolsa de Productos Agropecuarios, y reiteró  que la misma ya está operando y como tal puede constituirse en una alternativa al procedimiento obligatorio regulado en el presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Coloma consultó por el porcentaje de las transacciones comerciales agrícolas que se realizan a través de la Bolsa de Productos Agropecuarios.

El Presidente de la Bolsa de Productos Agropecuarios respondió que se trata de un porcentaje bastante bajo ya que se dedican, especialmente, a los pactos de recompra, los cuales se utilizan para financiar stock y refirió que en este rubro transan alrededor de 60 millones de dólares al año. Con todo, advirtió a Sus Señorías que el mercado del trigo y del maíz bordean los 300 millones de dólares anuales,  lo que refleja que es un sector pequeño, especialmente si se le compara con el del salmón, que maneja una cifra aproximada de 2.000 millones de dólares por año.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, pidió a los representantes de la Bolsa de Productos Agropecuarios aclarar si desean constituirse como un régimen distinto o alternativo al que propone esta iniciativa legal. En caso de optar por la segunda opción, puntualizó, habría que consignar en el texto del presente proyecto de ley esta alternatividad.

El Presidente de la Bolsa de Productos Agropecuarios comentó que de acuerdo a las conversaciones que han sostenido con los representantes del Servicio Agrícola y Ganadero visualizan a este proyecto de ley como una norma complementaria a la ley N° 19.220, que regula la Bolsa de Productos Agropecuarios, puesto que en la medida que más personas transen sus productos en dicha Bolsa más se reducirá la carga del Servicio Agrícola y Ganadero. Además, reconoció que el crecimiento de las transacciones en la Bolsa de Productos Agropecuarios ha sido lento por la resistencia de los agroindustriales de conservar una muestra y una contramuestra para su respectivo análisis. Observó que en el caso del trigo los molineros exigen que las muestras sean analizadas por los laboratorios que ellos han contratado.

El Honorable Senador señor Larraín Fernández indicó que existen dos partes interesadas: los productores y los intermediarios, y que en general ha escuchado distintos planteamientos respecto de este proyecto de ley, que evidencian una mayor conformidad en los agricultores y una mayor reticencia en los molineros o intermediarios. Al efecto, mencionó un informe en derecho, acompañado por la Asociación de Molineros del Centro, el cual es sustantivo en términos jurídicos y en el que se hace referencia al principio de la autonomía de la voluntad, y como tal propuso invitar para la próxima sesión, a otros sectores del mundo agrícola, a fin de detectar quiénes podrían verse afectados por el presente proyecto de ley. 

El Presidente de la Bolsa de Productos Agropecuarios hizo presente que en el rubro de la remolacha los agricultores están organizados y que al ingresar sus productos a la planta de IANSA se toma una muestra para ser analizada por un laboratorio, que está en el mismo establecimiento, emitiéndose en forma inmediata el certificado de análisis de la muestra. En efecto, puntualizó que esta organización no se da en el rubro del trigo, ni del arroz, ya que existen un sinnúmero de pequeños productores y un sólo poder comprador.

El Honorable Senador Larraín, don Hernán, en el caso de la remolacha, complementó que la propia IANSA ejerce el primer control de la muestra del producto transado y que en caso de generarse un conflicto, se acordó con los productores que el análisis de las contramuestras sean practicados por laboratorios independientes, como el de la Universidad de Talca o el de la Universidad de Concepción.

En relación con la producción de trigo, Su Señoría, hizo presente que están ante un problema de gran magnitud, por las numerosas muestras y contramuestras que se deberían tomar, ya que en la temporada de cosecha los molinos tienen una infinidad de proveedores todos los días, lo que sin duda dificultará la operatoria de este sistema, dada la masividad que se requiere en este sector. Informó que dentro del Programa de Gobierno de S.E. el Presidente de la República se incorporó esta propuesta por tratarse de un anhelo de los productores agrícolas. Sin perjuicio de lo anterior, enfatizó la necesidad de definir cómo operará y de precisar qué se entiende por la primera transacción comercial y quién será el inspector delegado.

Posteriormente, el Abogado del Ministerio de Agricultura indicó que el concepto de la primera transacción está definido en el artículo 3°, letra m) del proyecto, que establece que es “aquella transacción de un producto cuyo destino es la agroindustria y que se efectúa directamente entre el productor y el agroindustrial o un intermediario”. Ello, continuó, significa que corresponde al total de la producción de un determinado lote, que se destinará a un comprador o a una molinería, y no a porciones individualmente consideradas. Con esto, acotó, no se aplicaría este procedimiento a cada uno de los camiones que transportan trigo u otra especie de grano. Añadió que esta información constará en la guía de recepción del producto, así como también el origen y las características homogéneas de ese paño de producción.

Con respecto a la figura del inspector delegado, informó que la letra ñ), del artículo 3° del proyecto de ley en estudio, lo define como “la persona natural designada por los productores, por sí o a través de sus asociaciones gremiales, cooperativas, sociedades comerciales u otras organizaciones con personalidad jurídica representativas del sector agropecuario del ámbito productivo específico, para supervigilar o inspeccionar el cumplimiento de los procedimientos regulados en los reglamentos específicos por producto o tipo de productos en materia de toma, obtención, manipulación, conservación, transporte, custodia y análisis de muestras y contramuestras, como también en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos.”. Agregó que el artículo 10 de esta iniciativa legal establece la forma de su designación y que un reglamento determinará los requisitos de idoneidad profesional que deberá cumplir. Sin perjuicio de lo anterior, indicó que están abiertos a discutir otras formas de designación, a modo de ejemplo planteó que el Servicio Agrícola y Ganadero disponga de un listado de inspectores delegados, para que cada gremio opte libremente por algunas de estas personas inscritas.

Por su parte, el Subdirector del Servicio Agrícola y Ganadero, señor Horacio Bórquez, resaltó que este proyecto de ley viene a cumplir con un anhelo de algunos productores, quienes han hecho presente la existencia de un conflicto entre ellos y ciertos intermediarios, por lo cual consideró que el sistema propuesto en el  proyecto de ley es fundamental para garantizar la transparencia del mercado agropecuario.

En seguida, el Honorable Senador señor García consultó al Presidente de la Bolsa de Productos Agropecuarios si ellos utilizan la figura del inspector delegado.

El Presidente de la Bolsa de Productos Agropecuarios respondió negativamente, y refirió que en la actualidad todos los productos nacionales agrícolas y acuícolas exportados son visados por el Servicio Agrícola y Ganadero o por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, según sea el caso. Añadió que esta visación busca certificar que dichos productos cumplan con ciertos estándares mínimos, a fin de evitar que sean objeto de reparos en el extranjero. Por lo anterior, señaló que este proyecto de ley no hace más que aplicar al mercado doméstico un procedimiento que ya se emplea en materia de exportaciones. En su opinión, el Servicio Agrícola y Ganadero está capacitado para dirigir el procedimiento que propone el presente proyecto de ley, el que si bien será más costoso, entregará mayor certeza y transparencia al mercado agropecuario. En el caso del trigo, reparó que ese mercado no garantiza que la muestra sometida a análisis no se haya mezclado con otros productos y no existe un mecanismo de reclamo de los resultados de los análisis de las muestra, además que tampoco se ha consagrado la obligación de los molineros de conservar una contramuestra. 

A continuación, el Honorable Senador señor Coloma hizo presente la necesidad de precisar el ámbito de obligatoriedad de esta ley y, en particular, planteó definir las siguientes interrogantes: si afectará a las operaciones que se produzcan por medio de la Bolsa de Productos Agropecuarios; si se aplicará a las compraventas entre agricultores particulares; si se restringirá al mercado de los granos, y, en definitiva, qué se busca con este nuevo procedimiento.

El Presidente de la Bolsa de Productos Agropecuarios lamentó que en el mercado de los granos no exista una normativa que proteja a los pequeños empresarios, ya que hay una multiplicidad de productores y un reducido poder comprador, lo que no sucede con la remolacha, ni con la fruta. Además, informó que no existen grandes asociaciones gremiales dentro de los productores de grano. Bajo este contexto, opinó que el procedimiento que regula el proyecto  debería ser obligatorio en los casos en que exista una gran cantidad de productores mal organizados versus grandes poderes compradores.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cómo se puede establecer la obligatoriedad de un procedimiento respecto de un contrato libremente acordado y si ello podría afectar el principio de la libertad de contratación. Luego, preguntó si los productos agropecuarios distintos a los granos presentan alguna complejidad.

El Presidente de la Bolsa de Productos Agropecuarios respondió que los productos agropecuarios distintos al grano no tienen mayor complejidad, ya que sus características son evidentes, como ocurre con el ganado. No así, continuó, en el caso de los granos, puesto que existe un sinnúmero de variedades. En su opinión, el ámbito de acción de esta norma debe centrase en la defensa de los productores que tienen escasa capacidad de defensa frente a compradores poderosos y bien organizados. 

El Honorable Senador señor Coloma pidió que se aclare si al entrar en vigencia esta ley ya no se podrá comprar o vender libremente grano, por la obligatoriedad de la aplicación del procedimiento que regula el proyecto.

El Abogado del Ministerio de Agricultura recordó que la idea matriz de esta iniciativa es corregir las asimetrías que existen entre los productores y los agroindustriales, por lo cual el ámbito de obligatoriedad de este proyecto de ley se centra en los contratos de compraventa que celebren los productores con los agroindustriales. Añadió que ambas partes están definidas en el artículo 3° del proyecto de ley en informe. Asimismo, aclaró que la obligatoriedad de este procedimiento sólo se dará en el caso en que un productor se sienta perjudicado por el análisis de la muestra que realizó el laboratorio del molino.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, preguntó qué sucederá con la compra que celebren dos productores particulares.

El Abogado del Ministerio de Agricultura resaltó que si la transacción se produce entre particulares o agricultores no se aplicará el procedimiento que consagra el proyecto de ley en informe, ya que el marco de esta normativa son las relaciones comerciales que se den entre productores y agroindustriales, lo que puede concluirse de la lectura del artículo 8° de esta iniciativa legal, el cual señala que será obligatorio para el agroindustrial o intermediario la obtención, custodia y conservación de una muestra y de una contramuestra del producto. De este modo, arguyó, si se celebra un contrato de compraventa entre productores no se dará la hipótesis descrita en la norma recién citada y, por ende, no corresponderá aplicar el procedimiento que el presente proyecto de ley describe.

Posteriormente, subrayó la importancia de definir las transacciones de productos que quedarán afectas a esta ley. Para ello, trajo a colación al artículo 4° de esta iniciativa legal, que señala que las metodologías para la toma de muestra y de contramuestras, y para su análisis se establecerán mediante reglamentos por productos o por tipo de productos, aprobados por decretos supremos expedidos por el Ministerio de Agricultura y que, además, deberán llevar la firma del Ministro de Economía, Fomento y Turismo, con lo cual precisó que el marco de esta ley estará dado por aquellos productos que tengan aprobado el respectivo reglamento. 

Por lo anterior, concluyó, el proyecto de ley pretende regular las compraventas que se generen entre agroindustriales y productores que recaigan sobre un producto que tiene aprobado un reglamento que determine la metodología para la toma de muestra y de contramuestras, y su posterior análisis.

El Honorable Senador señor Coloma consultó si algún sector involucrado ha formulado algún reparo de constitucionalidad respecto del proyecto de ley en estudio.

A su vez, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, preguntó cómo se controlará que los molinos obtengan las muestras y las contramuestras.

El Abogado del Ministerio de Agricultura reiteró que el propósito del presente proyecto de ley busca fijar un marco de reclamación para los productores, por las posibles controversias que se pudieren suscitar a propósito de las características de los productos transados. En su opinión, con la sola aprobación de esta iniciativa legal se generará un efecto disuasivo, que tenderá a transparentar el mercado y a mejorar los procedimientos de análisis de las muestras que efectúan los laboratorios de los molinos.

Por otra parte, comentó que la obligación que prescribe este proyecto de ley de también someter al procedimiento de muestras y de contramuestras a los productos importados, tiene por finalidad facilitar la entrega de información al mercado nacional acerca de las características de estos productos. Advirtió que ello no puede considerarse como una barrera arancelaria o como un requisito adicional para la entrada de dichos productos a nuestro país. Al efecto, resaltó que esta iniciativa busca mejorar los mecanismos de información para que los agricultores nacionales puedan adoptar las mejores decisiones en materia de siembra.

El Honorable Senador señor Coloma en relación con la definición que propone el  proyecto de agroindustrial, hizo notar que se trata de un concepto excesivamente amplio y que requiere ser precisado. En este mismo sentido, consultó si una persona que tiene especies avícolas, compra maíz para alimentarlas, tendrá que conservar la muestra y la contramuestra de este grano. Además, pidió al Ejecutivo que entregue mayores detalles sobre el costo por transacción que implicará la toma de muestras y de contramuestras.

El Abogado del Ministerio de Agricultura, en cuanto al concepto de agroindustrial, contemplado en la letra c), del artículo 3° del proyecto de ley en estudio, explicó que este literal entiende que el agroindustrial es quien procesa una materia prima, proveniente de la agricultura, agregándole un valor, mediante un procedimiento con características secundarias o terciarias, a fin de transformarla en un bien elaborado, lo que excluye dentro de este concepto a aquellos agricultores que compran maíz en la feria libre para alimentar a sus gallinas. En esta misma línea, acotó que esta definición busca diferenciar al agroindustrial del productor.

Con respecto a los costos que traerían aparejados la aplicación de este procedimiento, subrayó que los análisis de las muestras que realizan los laboratorios de los molinos son solventados por ellos mismos, por lo cual únicamente se debería considerar como un nuevo gasto el costo del análisis de las contramuestras, lo que de acuerdo a las cifras que hoy se manejan no debería exceder a 1 UF por lote analizado. Con todo, sugirió que dicho costo sea solventado por partes iguales entre el agroindustrial y el productor.

Por otra parte, trajo a colación el literal f), del artículo 3°, del proyecto de ley en estudio, que exige que los laboratorios de ensayo arbitradores sean independientes de las partes involucradas en la transacción comercial, lo que no se exige respecto de los laboratorios de ensayo, permitiendo que los laboratorios que hoy trabajan con los molinos puedan certificarse bajo esta categoría. En esta misma línea, resaltó que esta exigencia para los laboratorios de ensayo arbitradores se debe a que ellos serán los que emitirán el informe definitivo, cuando surja un conflicto entre el productor y el agroindustrial. 

El Honorable Senador señor Larraín Fernández visualizó una suerte de contradicción en el artículo 1° del  proyecto, que establece que el propósito de esta ley es configurar un mecanismo y un instrumento que asista a la libre determinación de precios porque, en su opinión, pareciera entenderse que esta norma está consagrando un régimen con carácter supletorio y voluntario, que complementa al procedimiento que actualmente existe, con los artículos 2° y 8° de esta ley. Explicó que el primero señala en forma categórica que se regula un procedimiento de carácter obligatorio de análisis de muestras y de contramuestras y, el segundo, establece la obligación del agroindustrial de obtener, custodiar y de conservar una muestra y una contramuestra del producto vendido. Bajo este contexto, consultó al Ejecutivo cuál sería el sentido y alcance del citado artículo 1°.

Por su parte, el Honorable Senador señor García, reparó que en los artículos 3° letra m) y 8° del presente proyecto de ley no se incluyan a los importadores de productos agropecuarios.

A continuación, trajo a colación dos temas vinculados a este proyecto de ley. El primero, se relaciona con los horticultores, quienes han hecho presente el trato que les dan los grandes supermercados, quienes les pagan con 120 días de atraso y les devuelven un porcentaje de sus productos, en circunstancias que compraron productos de calidad, situación que considera un drama para los pequeños agricultores. El segundo, continuó, se vincula con las altas comisiones y excesivos derechos que se pagan en las ferias de ganado de la IX Región.

El Presidente de la Bolsa de Productos Agropecuarios aclaró que en las ferias de ganado se cobran, además, otros servicios, lo que encarece los costos de operación y reconoció que, efectivamente, existe una desprotección del pequeño productor frente a las grandes cadenas de supermercados.  A continuación, retomó la discusión del presente proyecto de ley y recomendó a Sus Señorías delimitar la figura del agroindustrial, por ejemplo estableciendo que se regirán por esta ley sólo aquellos que estén constituidos como sociedades anónimas abiertas.

El Subdirector Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, indicó que el problema con los supermercados no es sólo de los horticultores, sino de todos los productores. Al respecto, consideró que existe un evidente problema de asimetría y en relación al caso de las ferias de ganado, informó que éstas no tienen una comisión superior al 3% y que dependiendo de la magnitud de la operación involucrada se puede llegar hasta el 0,5% de cobro.

El Abogado del Ministerio de Agricultura en cuanto a la observación del Honorable Senador señor García de incluir a los importadores en el artículo 8° del proyecto de ley, explicó que la finalidad del muestreo de los productos agrícolas importados es distinta al de los productos nacionales. En efecto, precisó que en el caso de los productos importados se busca determinar las características del producto extranjero, para que, mediante su publicidad, los agricultores puedan adoptar las mejores decisiones para su siembra al conocer los productos que está demandando la molinería en Chile, en cambio, las muestras de los productos nacionales pretende aislar una porción representativa del producto para determinar sus características en caso que se produzca una controversia entre el productor y el agroindustrial.

El Honorable Senador señor Coloma recalcó que esta iniciativa legal tiene por objetivo asistir la libre determinación de los precios y, en este sentido, debe enfocarse en generar un instrumento para  buscar esa proporción justa entre el bien vendido y el precio pagado. Agregó que, normalmente, las asimetrías se producen cuando existe un sólo comprador y varios productores. No obstante lo anterior, manifestó su temor de que a través de este proyecto de ley se exija que toda transacción agrícola deba someterse al procedimiento obligatorio, sin exclusiones, lo que en su opinión podría complicar a los pequeños productores agrícolas y entorpecer el libre comercio.

El Abogado de la Bolsa de Productos Agropecuarios, señor Daniel Cox, confirmó que uno de los objetivos de este proyecto de ley es facilitar la libre determinación de los precios, para así contrarrestar la asimetría entre los productores y los agroindustriales, y en este sentido hizo presente el rol que puede desempeñar la Bolsa de Productos Agropecuarios, puesto que la esencia de ella es converger ofertas y demandas, lo que permite fijar precios en forma libre, competitiva, ordenada y abierta. De este modo, subrayó que la Bolsa de Productos Agropecuarios puede servir de antecedente para proteger a los productores y convertirse en la plataforma para alcanzar este objetivo.

Antes de terminar la sesión, el Honorable Senador señor Coloma dio cuenta que en la Cámara de Diputados se recibió en audiencia a los representantes de FEDELECHE, a la Sociedad Nacional de Agricultura, al Servicio Agrícola y Ganadero, a la Sociedad Agrícola de Temuco y a la Asociación de Productores Avícolas.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sugirió invitar a los representantes de la molinería de diversos rubros, y a los productores de trigo, arroz y azúcar, y también a los dirigentes de los pequeños y medianos agricultores.

En sesión posterior, el Gerente de la Asociación de Molineros del Centro, señor Sergio Ossa, luego de agradecer la invitación a esta Comisión, formuló algunas observaciones a ciertos artículos del presente proyecto de ley, que en su opinión  le parecen más discutibles. En primer lugar, se refirió al artículo 8° de esta iniciativa, el cual prescribe que en la primera transacción comercial de un producto agropecuario será obligatorio para el agroindustrial o intermediario la obtención, custodia y conservación de una muestra y de una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador. Al respecto, hizo notar que en el caso del trigo, en una temporada, se llega a unas 50.000 transacciones. Bajo este supuesto, estimó que la obligatoriedad de conservar y enviar las contramuestras a un laboratorio de ensayo arbitrador conllevará un costo adicional que, en el tiempo, deberá soportar el productor. Además, acotó que esta obligación significará transportar alrededor 50 toneladas de trigo para almacenarlas en un laboratorio arbitrador. Comentó que las controversias entre los productores y los molineros son mínimas, por lo cual lo lógico sería que las contramuestras fueran enviadas al laboratorio de ensayo arbitrador sólo en los casos en que se produzca una discrepancia de la calidad del producto entre el vendedor y el comprador. En cuanto al plazo de conservación de la contramuestra, sugirió que éste debería limitarse hasta que el productor acepte y reciba el pago del precio a su entera satisfacción.

En segundo lugar, mencionó al artículo 10 del proyecto de ley, el cual dispone que los productores, por sí o a través de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales, representativas del sector agropecuario del ámbito productivo, podrán designar a una persona para que para que asuma el rol de inspector delegado, a fin de supervigilar e inspeccionar el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación, y envío de muestras y de contramuestras. Sobre este artículo, opinó que la figura del inspector delegado no debería existir, porque el agricultor o su representante debe ejercer la función de validación respecto de la certificación de las romanas, así como de los laboratorios de ensayos que se encuentren vigentes. Además, hizo hincapié que esta validación no debe interferir con el normal funcionamiento de las operaciones del comprador y si, al productor le surgiera duda sobre las operaciones del comprador, debería tener la posibilidad de recurrir ante un ente neutral que no dependa ni del vendedor ni del comprador, para que constate que se está cumpliendo con la normativa vigente. Por otro lado, estimó que el inspector delegado está de más, ya que esta iniciativa legal contempla la obligatoriedad de mantener una contramuestra de cada transacción y precisó que si existe alguna controversia entre las partes, se establece que el agroindustrial deberá enviar la referida contramuestra a un laboratorio arbitrador. Asimismo, consideró que el inspector delegado podría ser una fuente de conflicto y entrabar la gestión, ya que podría entrar a cuestionar los análisis que realizan los laboratorios la parte compradora. Todo esto, continuó, podría incrementarse si estas atribuciones las ejercen varios inspectores delegados nombrados por distintos agricultores, pudiendo esta figura transformarse en un serio obstáculo para la fluidez de las transacciones en tiempos de cosecha. Resaltó que esta figura podría prestarse para otros usos, más allá de lo estrictamente técnico, porque los inspectores delegados tendrían información privilegiada de las compras y de los precios fijados.

En tercer lugar, se refirió al artículo 12 de este proyecto de ley, que prescribe que será obligatorio obtener, conservar y enviar una muestra de dichos productos para su análisis a un laboratorio de ensayo o de ensayo arbitrador, con la finalidad de mantener informado al público acerca de las características de los productos agropecuarios que se importen. Acotó que la misma norma establece que la obligación del envío de la muestra será responsabilidad del importador, bajo supervisión del Servicio Agrícola y Ganadero. En su opinión, esta obligación debería ser responsabilidad del Servicio Agrícola y Ganadero, ya que este Servicio debe tomar una serie de muestras por razones fitosanitarias. Destacó que, normalmente, en un mismo embarque vienen varios importadores, por lo que no tiene sentido que cada importador cumpla con esta obligación. Por otra parte, subrayó que la calidad del trigo nacional no es homologable a la del trigo importado, tal como se indica en el estudio efectuado por la Facultad de Agronomía de la Universidad Católica de Chile, el cual se hizo llegar a la Comisión. Por lo anterior, hizo presente que los resultados del análisis del trigo importado podrían llevar a conclusiones erróneas.

A continuación, el Abogado del Estudio Grupo Vial Abogados y Asesor de la Asociación de Molineros del Centro, señor Manuel José Vial, manifestó que se envió a esta Comisión un estudio que su bufete realizó sobre el presente proyecto de ley, que tuvo como base el aludido informe que elaboró la Facultad de Agronomía de la Universidad Católica de Chile. En particular, consideró que esta iniciativa adolece de un vicio que atenta contra la legalidad vigente y vicios constitucionales. Además, expresó que está absolutamente sobredimensionado para lo que se desea solucionar e indicó que el carácter obligatorio de este proyecto de ley y los procesos que en él se consagran contravienen fuertemente los principios en los que descansa el derecho privado, como la autonomía de la voluntad, en el entendido de que las partes son autónomas y libres para tomar las medidas y acuerdos que consideren adecuados en las relaciones jurídicas en que participen. Precisó que las regulaciones e intervenciones deben necesariamente ser excepcionales y que aquí se está legislando para situaciones excepcionales, de supuestos abusos que cometerían los agroindustriales contra los agricultores, a lo que se le está dando una solución general. Resaltó que no vislumbra motivo alguno para interferir la ley de los contratos suscritos entre el agricultor y el agroindustrial. Además, sostuvo que la Constitución Política de la República garantiza una serie de derechos que cree que se podrían transgredir con una errónea y excesiva aplicación de esta normativa. Enfatizó que el derecho de propiedad, el derecho a ejercer una actividad económica, la no discriminación y el debido proceso son en su conjunto principios más relevantes e importantes que las motivaciones que mueven al presente proyecto de ley. Comentó que detrás de esta iniciativa legal existe una intención de proteger al agricultor de las malas prácticas o de la mala fe de parte del agroindustrial en la determinación del precio, situación que consideró de carácter netamente excepcional y que como tal no se debe enfrentársele con normas de carácter general.

En seguida, indicó que el proyecto de ley podría, a través de una aplicación obsesiva, perturbar o desconocer las normas relativas a la compraventa al gusto o a la prueba, consagradas en el Código Civil y en el Código de Comercio, lo que consideró inaceptable. Complementó que las partes son libres de acordar lo pactado y en tal sentido limitarlas no le pareció adecuado.

Por otra lado, refirió que en el articulado particular de este proyecto de ley advirtió ciertas inconsistencias, que ameritan su revisión y resaltó que el marco de esta norma es excesivamente amplio y que deja al arbitrio de los reglamentos la determinación de los productos que quedarán sometidos a este nuevo procedimiento. En efecto, señaló que esta iniciativa legal hace mención a los productos agropecuarios, lo que involucra un rango enorme, pero puede ser que el Ejecutivo sólo lo aplique a ciertos productos, como el trigo y el maíz, dependiendo de los reglamentos por tipo de productos que haya dictado. Con ello, alertó a Sus Señorías que se le está concediendo un amplio poder legislativo a la autoridad ejecutiva, lo que en su opinión no corresponde.

Más adelante, indicó que, si  se parte del supuesto de que en algunas transacciones comerciales entre agroindustriales y agricultores existe una suerte desproporción de fuerzas entre ambos, y lo que se desea proteger es al más débil, las romanas sean calibradas por algún ente certificador con la misma regla para todos y los laboratorios de análisis estén certificados de acuerdo a un mismo estándar para generar una mayor confianza en el sector y asegurar que estos instrumentos no sean manipulados por terceros. También, planteó que la guarda de la contramuestra dure hasta que el agricultor acepte el precio y dé por finiquitada la operación. Por el contrario, acotó, si el agricultor considera que el análisis o el pesaje no ha sido el correcto podrá pedir que la contramuestra sea mandada a un laboratorio arbitrador, independiente, que se pronuncie sobre el análisis que efectuó el agroindustrial, en el sentido de determinar si éste es similar al de la contramuestra. Si arrojan el mismo resultado, no habrá problema, pero si se obtienen resultados diferentes se deberá crear alguna instancia de mediación que dé solución al conflicto. En esta misma línea, reparó que el proyecto plantea como solución el contrasentido de llevar al agricultor a un juicio contra el molino. Al respecto, subrayó la necesidad de buscar una solución práctica y fácil, en conjunto con el Ministerio de Agricultura, que satisfaga el objetivo del proyecto, pero de una manera fácil y económica, y eliminar la figura de los inspectores delegados, que tendrán que ser remunerados, ya sea por el Fisco o por los agricultores.

El Honorable Senador señor Coloma consultó por el número de molinos que existen en el país.

El Gerente de la Asociación de Molineros del Centro respondió que el número es de ochenta molinos aproximadamente.

A continuación, el Gerente General de FEDELECHE, señor Carlos Arancibia, manifestó su apoyo al presente proyecto de ley y valoró que esta iniciativa recoja gran parte de los planteamientos del fallo del Tribunal de la Libre Competencia, de 7 de diciembre de 2005, en el que se hace presente la disparidad que existe entre los poderes compradores y vendedores del sector agropecuario, e informó que en esa oportunidad se determinó que esta asimetría debía ser corregida por el Ministerio de Agricultura. Agregó que se encomendó a la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias, ODEPA, elaborar un informe en que se regulen las transacciones comerciales entre agroindustriales y productores, el cual fue aprobado por la Fiscalía Nacional Económica y el Tribunal de la Libre Competencia. En seguida, resaltó que el presente proyecto considera varios de los aspectos abordados en dicho informe, lo que ratifica que su aprobación satisface una necesidad del sector.

En lo referente al texto del proyecto de ley en estudio, en primer lugar, observó que se hace referencia a las actividades agrícolas y a los productos agropecuarios, indistintamente; no obstante que se trata de actividades y productos agropecuarios. Con respecto al artículo 2°, referido a los productos importados, permitiendo obtener información, que facilite la homologación de tales productos a los productos nacionales. Destacó que en el caso de los lácteos se debe considerar que los productos importados difieren del producto de primera transacción, puesto que no se importa leche cruda, sino bienes elaborados, por lo anterior pidió que exigir el muestreo de dichas creaciones.

Luego, trajo a colación a la letra k), del artículo 3° del proyecto de ley, que define a la muestra como una cantidad igual de producto tomada de cada punto de muestreo específico del lote, en todo su volumen o tomada del flujo durante un período determinado. En su opinión, para el caso de la leche, la muestra debería definirse según la Norma Chilena 1011/1, que cuenta con la aprobación del Ministerio de Agricultura, que la conceptualiza como “la porción representativa de un lote de leche cruda contenido en un estanque, que es extraída a objeto de determinar características específicas del lote de origen”.

En cuanto a los laboratorios de ensayo, definidos en la letra e), del artículo 3° de este proyecto de ley, hizo presente la necesidad de que los laboratorios que realicen los análisis de las muestras de la leche para fines de determinar su precio, también estén acreditados ante el Instituto Nacional de Normalización, formando parte de una red de metrología, que incluya un laboratorio de referencia de acuerdo al planteamiento sugerido por la Fiscalía Nacional Económica al Tribunal de Defensa de la Libre Competencia en la resolución de 1 de diciembre de 2005. Por otro lado, sugirió cambiar la denominación de los laboratorios de ensayo y de ensayo arbitrador, porque el término “ensayo” tiene una connotación  de estudio o de tesis universitaria.

En el caso de la letra l), del artículo 3° del proyecto de ley, que define a la contramuestra, como la cantidad del producto equivalente a la muestra y que sea igualmente representativa de la calidad del producto, puntualizó que FEDELECHE considera más adecuada la definición que ha elaborado la Norma Chilena 1011/1, que la entiende como la parte representativa de la muestra extraída, que queda en poder del productor de leche cruda, de su representante o del inspector delegado, según corresponda, para efectos de contrastarlos con los resultados de los análisis de las muestras entregados por la planta procesadora. Explicó que por definición no se puede tener una contramuestra que sea equivalente a la cantidad del producto de la muestra, porque resaltó que las contramuestras deben ser parte de la muestra, es decir, una parte alícuota de la misma, ya que si son dos cosas distintas no se tendrá certeza  que se está comparando la misma cosa.

Además, propuso incorporar otras definiciones al artículo 3° del proyecto de ley consagradas en la Norma Chilena 1011/1, como la figura del encargado, que es una persona habilitada por el comprador de leche cruda, para realizar en terreno una inspección organoléptica y los ensayos a cada lote de leche cruda, determinar su aceptación o rechazo en representación de la planta procesadora, tomar muestras y contramuestras, y retirar el producto. También, propuso incorporar al representante del productor, que reemplazará al productor, en caso de ausencia de éste, especialmente cuando se produzca la entrega física del producto. La idea, continuó, es facultar a esta persona para que también pueda formular observaciones al proceso de toma de muestras y de contramuestras.

Asimismo, planteó la necesidad de mantener la figura del inspector delegado y que, en el caso de la leche, se le defina como la persona designada de común acuerdo entre una o más organizaciones de productores de leche cruda, para que supervise o inspeccione el cumplimiento de los protocolos de toma de muestra, manipulación y transporte de la misma, y de los métodos y análisis de laboratorio que practiquen las plantas procesadoras, por sí o a través de terceros para los efectos de determinar la calidad de la leche cruda. Añadió que en el sector de la leche se ha utilizado la figura del inspector delegado, cuando las partes de común acuerdo lo han estimado necesario y resaltó que esta figura ha contribuido a que el sistema funciones en forma más transparente.

Respecto del artículo 4° de este proyecto de ley, que se refiere a las metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, la toma y la obtención de muestras y de contramuestras, señaló que un reglamento por producto o por tipo de producto establecerá todos estos aspectos. En el caso particular de la leche, precisó que no basta con tomar la muestra del estanque de leche, sino que también se debe garantizar que esa muestra llegue, en las mismas condiciones en la cual fue extraída, al laboratorio en el cual se hará el análisis, y que también se deberá asegurar el tipo de capacitación que deberán tener las personas que se encarguen de la toma de estas muestras. Resaltó que todos estos criterios ya están regulados en la Norma Chilena 1011/1, de muestreo de leche cruda de vaca, y consideró fundamental que estas metodologías sean aprobadas por el Instituto Nacional de Normalización y por el Ministerio de Agricultura.

En cuanto al artículo 5° del proyecto de ley en estudio, que señala que los agroindustriales deberán mantener en su establecimiento, a la vista del público, un listado de precios de referencia, de acuerdo a los diferentes parámetros que fijen los reglamentos que se aprueben para cada producto o tipo de productos,  hizo presente el debido cuidado y flexibilidad que se debe tener en el caso de la leche, porque no todos los compradores tienen los mismos parámetros.

Con respecto al artículo 7° de este proyecto de ley, que establece que el Servicio Agrícola y Ganadero tendrá bajo su administración los Registros de Laboratorios de Ensayo, los Laboratorios de Ensayo Arbitrador y los Laboratorios de Calibración, enfatizó  el interés de FEDELECHE en precisar los siguientes aspectos: en qué parte de la estructura del Servicio Agrícola y Ganadero quedará radicada esta facultad; en caso de requerir financiamiento, preguntó si se ha asegurado éste y cómo se garantizará la adecuada operación de estos Registros. Además, acotó que esta iniciativa señala que le corresponderá al reglamento de esta ley establecer los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los mencionados Registros y las exigencias para mantener la vigencia de la inscripción. En su opinión, los requisitos para la acreditación de los laboratorios deben ser los mismos que los que exige el Instituto Nacional de Normalización.

Continuó con el  artículo 8° del proyecto de ley que establece que en la primera transacción comercial de un producto agropecuario y de conformidad a lo establecido en los reglamentos señalados en el artículo 4°, será obligatorio para el agroindustrial o intermediario la obtención y la conservación de una muestra y de una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador. Al respecto, subrayó que de acuerdo a la Norma Chilena para el caso específico de la leche que se regula la contramuestra queda en poder del agricultor, dado que es el elemento para defenderse frente a discrepancias en los resultados de análisis de la muestra que encargó el agroindustrial. Acotó que la contramuestra será enviada a un laboratorio que esté registrado y acreditado, y que el resultado de su análisis tendrá valor probatorio sobre la muestra.

Luego, se refirió al artículo 17 del proyecto de ley, que establece que sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponderles, los laboratorios registrados en los que se desempeñen los infractores, podrán ser sancionados con la suspensión de hasta 120 días para el ejercicio de las funciones reguladas, y con una multa de hasta 500 unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal. Sobre este particular, sostuvo que le parece más adecuado que, para la primera infracción, la sanción sea hasta 120 días,  con un mínimo de 60 días, y, en el caso de la multa, ésta sea de 500 unidades tributarias mensuales, con un mínimo de 250 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, la multa debe incrementarse a 5.000 unidades tributarias mensuales.

Respecto a las disposiciones transitorias del proyecto, resaltó que en caso de enviarse las muestras y las contramuestras a los laboratorios en proceso de obtener su registro, se deberá contar con el acuerdo escrito del agricultor, lo cual deberá quedar registrado en la Guía de Entrega.

A continuación, el Honorable Senador señor Coloma hizo presente la dificultad que implica conservar alrededor de 50.000 muestras y contramuestras de las transacciones que se concretizan sólo en el sector del trigo, lo cual podría afectar el carácter obligatorio de este proyecto de ley. Al respecto, recordó que en la sesión anterior se planteó que la obligatoriedad se limite a las transacciones que tuvieran un monto determinado o que sólo afecte a aquellos compradores con un determinado tamaño o poder en el mercado. Con ello, acotó  se busca establecer límites a la aplicación de este proyecto y, a la vez, contrarrestar las asimetrías que se pudieran dar en este sector, en especial con los pequeños agricultores que sientan que su producto tiene una cotización mayor o que el resultado del análisis de sus características es distinto a la realidad. Además, resaltó que esta iniciativa no sólo se aplica al grano, sino que a todos los productos agropecuarios.

Respecto de los productos importados, indicó que se ha señalado que son de una calidad superior a la nacional y que tienen características que no los hacen homologable a los productos nacionales. Bajo este contexto, consultó cuál sería el sentido de exigirles la aplicación de este procedimiento.

El Honorable Senador señor García señaló que, en el caso del trigo, la Sociedad de Fomento Agrícola de Temuco le hizo presente su preocupación por la baja calidad de la producción de harina que llega desde Argentina, que luego se mezcla con la nacional, lo que ha provocado una baja considerable en el precio de la harina nacional.

El Gerente de la Asociación de Molineros del Centro aclaró que de Argentina se importa trigo y no harina, lo que no obsta a que en el futuro también se importe ese producto por la baja tasa antidumping que consideró insuficiente para neutralizar las distorsiones de precios que se generan con la entrada de productos argentinos. En el caso del trigo importado, comentó que se trata de un trigo que tiene características homogéneas, como sucede con el trigo hard red winter, que tiene 11% de proteínas, o el soft red winter, lo que no sucede con el trigo nacional.

A su turno, el Abogado del Ministerio de Agricultura informó que el Ejecutivo está estudiando una nueva redacción para el proyecto de ley, que permita delimitar la figura del comprador, al cual se le harán aplicables las normas de esta ley. 

En cuanto a las observaciones que realizó el representante de FEDELECHE, indicó que durante el primer trámite constitucional de esta iniciativa se recogieron algunos de sus planteamientos. En particular, se incorporó el contenido que deben tener las metodologías de medición de la cantidad, masa y volumen, y el procedimiento mediante el cual se han de tomar y custodiar las muestras, lo que se materializó en una  indicación que presentó el Ejecutivo. Acotó que los reglamentos que se dicten al efecto deberán hacerse cargo del proceso de toma de muestras, su custodia, manipulación, conservación y transporte, así como de las contramuestras. Además, refirió que en la Cámara de Diputados se acompañó un informe financiero que asigna aproximadamente 170 millones de pesos anuales para que el Servicio Agrícola y Ganadero pueda hacerse cargo de las nuevas funciones que se le encomiendan. En seguida, manifestó su disposición para estudiar la posibilidad de nuevos pisos y techos para las multas, y para los días de suspensión que se pueden fijar para los laboratorios infractores.

En cuanto a los inspectores delegados, sostuvo que están conscientes de las aprensiones que ha manifestado la industria molinera a su respecto, pero también refirió que otros sectores, como FEDELECHE, apoyan la regulación de esta figura. Precisó que esta discusión será la instancia parar encontrar una fórmula en que  los precios que se establezcan para los productos agropecuarios sean determinados con la mayor imparcialidad posible.

Por último, discrepó que el  proyecto de ley adolezca de vicios de legalidad o de constitucionalidad, aunque reconoció que podrían existir ciertas dificultades con la redacción de algunas normas, lo que consideró perfectible durante la tramitación de esta iniciativa legal.

El Honorable Senador señor Coloma planteó al Ejecutivo que sean los molinos quienes cuenten con la infraestructura necesaria para tomar muestras y contramuestras para contrarrestar algunas de las dificultades planteadas. Asimismo, solicitó un análisis, desde un punto de vista económico y práctico, de lo que significa una alternativa u otra, en términos de simplificar este procedimiento, ya que su aplicación podría entorpecer la libertad para emprender.

Precisó que se trata de buscar una especie de obligación genérica de muestras y de contramuestras para ciertos poderes compradores, similar a la fórmula que se aplica con los productores de remolacha y la IANSA, que permite que en las mismas dependencias de esa industria se tomen las muestras y las contramuestras. A su juicio, el proyecto debe apuntar sólo hacia los sectores donde existe problemas entre productores y agroindustriales. 

En sesión posterior, la Gerente General de la Asociación de Productos Avícolas de Chile (APA), señora Soledad Valenzuela, quien acompañó su presentación por escrito, señaló que en esta ocasión también representa a la Asociación Gremial de Productores de Cerdos de Chile (ASPROCER). En seguida, hizo presente que son compradores de grandes cantidades de maíz nacional y que en esa calidad comparten el objetivo de aumentar la transparencia del mercado de productos agrícolas. Para ello, comentó, han trabajado junto a ODEPA en la Mesa Nacional del Maíz y han logrado importantes avances en cuanto a la entrega de información y a la compra y muestreo de granos.

No obstante lo anterior, señaló que el proyecto de ley es poco aplicable, dada las excesivas exigencias que en materia de logística comprende, lo que encarece el costo de la iniciativa. En efecto, dijo, el costo para los productores de maíz podría llegar a 3,5 millones de dólares anuales. Refirió que las empresas avícolas y porcinas adquieren granos y derivados como un insumo alimenticio, tanto nacional como importado, y que el principal grano que compran es el maíz, abastecido en un 60% por productores nacionales y un 40% a través de importaciones. 

En su opinión, en este sector no existe  problema de transparencia en la comercialización del maíz, ya que todas las empresas asociadas a este rubro tienen protocolos de toma de muestras y de análisis, basado en las Normas Chilenas 1758 y 534. Además, indicó que sus laboratorios disponen de instalaciones para que los vendedores supervisen los muestreos y los análisis, y estas empresas entregan una contramuestra al vendedor, si éste así lo solicita.

En relación con el proyecto de ley, enfatizó que debería circunscribirse a las transacciones de granos y de lácteos y, en especial, enfocarse sólo en aquellas áreas en que se pueden producir controversias, en que la demanda está concentrada en unos pocos compradores y  la oferta compuesta por pequeños productores que no tienen mayor poder de negociación. 

Por otro lado, resaltó la importancia de evaluar la aplicabilidad de las medidas que se impondrán. Sobre el particular, informó que en el caso de la producción nacional de maíz, ésta se comercializa en dos meses, lo que significa una gran cantidad de transacciones y ejemplificó que  en un período de cosecha se realizan más de 1.000 operaciones en un día.  De esta forma, continuó, la exigencia de muestras y de contramuestras debe ser manejada en forma adecuada que permita mantener las condiciones del producto transado y que no sea alterado por la humedad, que condiciona la fijación del precio final del producto. En efecto, refirió que la muestra debe ser guardada en una bolsa especial y mantenida bajo ciertas condiciones ambientales para evitar que se altere sus características. Por estas razones, advirtió a Sus Señorías que se trata de un procedimiento poco aplicable y costoso, cuyo incremento deberá asumir el productor de maíz.

Luego, señaló que los laboratorios de análisis deberían ser acreditados por organismos competentes, aun cuando estén registrados. Acotó que hoy las empresas tienen laboratorios que realizan el análisis de las muestras y que podrían ser aprovechados, siempre que la autoridad competente los acredite, constatando que los instrumentos están debidamente calibrados, que cumplen los protocolos y los procesos acordados. Con ello, subrayó, se podrían evitar posibles manipulaciones de los resultados de análisis. Añadió que hoy varias empresas cuentan con protocolos que se podrían hacer exigibles. Además, indicó que se debería permitir el libre acceso al proceso de muestreo y de análisis en el momento de la recepción, a los vendedores o a sus representantes. En esta misma línea, planteó designar a COTRISA como laboratorio arbitrador.

En cuanto procedimiento de análisis de muestras y de contramuestras, consideró que el envío de las contramuestras al laboratorio arbitrador debería ser excepcional, por el gran volumen y la logística que se requiere para conservar la contramuestra, que hacen inviable esta iniciativa legal. Puntualizó que esta discrepancia debe plantearse antes de la liquidación o entrega del producto e informó que hoy existen Normas de Comercialización Oficiales, en lo que respecta al maíz en materia de muestreo y normas de humedad. En esta misma línea, reiteró que las condiciones para mantener la contramuestra hacen poco aplicable y costosa la exigencia de enviar la totalidad de las contramuestras al laboratorio arbitrador, cuando se trata de 70.000 transacciones al año y unas 105 toneladas de muestras de maíz.

En materia de productos importados, señaló que en la actualidad tanto el Servicio Nacional de Aduanas, como otros organismos competentes tienen atribuciones para tomar muestras dentro de sus funciones de fiscalizadoras. En su opinión, la exigencia de enviar y de analizar muestras a costo del comprador o importador es un acto discriminatorio, considerando que el fin de esta norma es generar información pública y que constituye una barrera encubierta que aumentaría el costo de la importación. Sin perjuicio de lo anterior, compartió la idea de contar con mayor información, en la medida que ésta se obtenga, en forma periódicamente y aleatoria de los embarques y de las cargas terrestres, por la entidad interesada en generar dicha información. Por otra parte, expuso que según un estudio realizado por COTRISA demuestra que no existen grandes diferencias en la calidad del maíz nacional y el maíz importado. Acotó que el maíz es un “commodity”, que se transa en la Bolsa de Chicago y en la de Rosario, Argentina, que son las principales fuentes proveedoras y referentes de precios internacionales, disponibles “on-line”. Precisó que los productos que se importan están bastante estandarizados, por lo cual, arguyó, la información que se desea generar no tendrá mayor relevancia. En su caso, continuó, compran principalmente maíz amarillo número 2, que es un producto totalmente estandarizado en cuanto a sus características y humedad. Refirió que toda esta información es pública y que ODEPA cuenta con un sistema de información en que se comparan los precios internacionales, para sacar una estimación para la fijación del precio del maíz transado a nivel nacional. Por todo lo anterior, concluyó que el mercado nacional del maíz es bastante transparente y que la oferta nacional es deficitaria respecto a la demanda interna, por lo que se debe importar entre el 40% y el 50% del consumo requerido. 

Antes de finalizar su exposición, recalcó que la comercialización de maíz no tiene problemas de transparencia y que esta ley debe enfocarse en los mercados de granos y de lácteos, en que existen conflictos entre los productores y los compradores. Además, hizo hincapié en que se recoja la propuesta de acreditar los laboratorios de análisis existentes, que trabajan con los agroindustriales; que se reconozcan las normas y protocolos actualmente exigibles; que el laboratorio arbitrador sea COTRISA, y que los productos importados sean muestreados por la autoridad interesa en generar la información pública. Por último, estimó que los costos adicionales por las nuevas exigencias involucradas en virtud del presente proyecto ley bordearían los 1,5 a 2,0 pesos por kilo de maíz.

En seguida, el Vicepresidente del Movimiento Campesino y Etnias de Chile (MUCECH), señor Orlando Contreras, quien también acompañó su presentación por escrito, señaló que representa a la pequeña agricultura familiar campesina y que en su mayoría están constituidos por confederaciones nacionales y por pueblos originarios. Según el CENSO Agrícola, la agricultura campesina está compuesta por 262.840 explotaciones de subsistencia y de pequeños empresarios, que abarca el 22,6% de la superficie agrícola, que constituyen la principal fuente de empleo del sector con 600.000 puestos de trabajo, que representa 1/3 de la producción agrícola del país y que concentra el 43,8% de los cultivos anuales, 44,8% de hortalizas, 40,6% de la superficie de viñas, 29,3% de las plantaciones frutales, 14,1% de las plantaciones forestales, 42,4 % de los bovinos, 33% de los ovinos, 62,5 % de los caprinos, 47,9% de los cerdos y 26,8% de los camélidos.

Luego, indicó que para MUCECH este proyecto de ley viene a trasparentar la comercialización del mercado agrícola y permitirá que la agricultura familiar campesina esté mejor protegida. En efecto, resaltó que esta iniciativa viene a subsanar esta asimetría y que generará efectos económicos importantes para la agricultura familiar. También, señaló que permitirá transparentar la comercialización de los productos silvoagropecuarios dando certeza económica y jurídica a los productores, dado que el pequeño agricultor no está organizado y entrega sus productos en forma individual. Con esta iniciativa, continuó, si el agricultor no está conforme con las condiciones que fija el comprador se le permitirá reclamar frente a un tercero distinto a la empresa. Lamentó que la transparencia en el mercado agrícola no exista y que la pequeña agricultura haya sido constantemente discriminada. Además, sostuvo que la competencia con los productos agrícolas importados se podrá dar en igualdad de condiciones.

No obstante lo anterior, manifestó su preocupación por quién asumirá el financiamiento del análisis de las muestras y de las contramuestras. En el caso de los productores de la agricultura familiar campesina, pidió apoyo estatal. Asimismo, expresó la necesidad de entregar mayor información acerca de la figura del inspector delegado e hizo presente su desconfianza respecto a la posibilidad de que los agroindustriales creen organizaciones fantasmas para designar a un inspector delegado, con la finalidad de distorsionar el propósito de esta iniciativa legal.

Antes de terminar, reiteró su apoyo al presente proyecto de ley, porque regula el mercado de los productos agropecuarios y nivela la relación entre los pequeños agricultores y los agroindustriales evitando que los empresarios fijen a su arbitrio el precio de los productos agropecuarios. También, valoró que el análisis de las contramuestras sea ejecutado por un tercero imparcial, en los casos en que el agricultor no quedé conforme con las condiciones que determine el sector empresarial.
A continuación, el Vicepresidente del Consorcio Agrícola del Sur (CAS), señor Jorge Acuña, quien acompañó su presentación por escrito, señaló que representa a distintas asociaciones gremiales de la zona sur, desde Ñuble hasta Llanquihue. Luego, manifestó que los productores del sur apoyan el proyecto de ley en estudio, especialmente los productores de cereales. En efecto, consideran que esta ley va en el sentido correcto y expresó una opinión contraria a la expuesta por los productores avícolas, quienes afirmaron que las transacciones del mercado agropecuario se basan en una absolutamente transparencia. Con respecto al tema de quien soportará el costo del análisis de las contramuestras, opinó que este importe debería ser asumido por el agricultor, ya que no debería exceder a 1,5 pesos por kilo, y que en el caso del maíz esta cifra podría llegar a 3,5 millones de dólares al año.

En relación con el presente proyecto de ley, hizo presente las siguientes observaciones:

1. El proyecto se refiere en forma genérica de productos agropecuarios. Al respecto, se propone separar lo agrícola de lo pecuario, para evitar confusiones.

2. Relevar el carácter obligatorio de esta iniciativa legal. En esta misma línea, destacó que incluya a la mayoría de los productos que se transan en el mercado nacional y también a los productos importados.

3. Que los laboratorios de ensayo sean organismos registrados y certificados de conformidad con la presente ley y su reglamento. En el caso de la certificación, que ésta sea de acuerdo a la Norma Chilena, ISO (International Organization for Standardization) u otros normas similares.

4. Valora la exigencia de una muestra y de una contramuestra, por ser los motores de este proyecto de ley, y sugirió mantener el texto del artículo 8°, aprobado por la Cámara de Diputados, en que se acogió la sugerencia del CAS de ampliar la obligación del agroindustrial o intermediario a la obtención, custodia y conservación de una muestra y de una contramuestra del producto transado. Esta iniciativa conlleva un mayor beneficio para el agricultor, aunque deba asumir un costo adicional.

5. Apoya la propuesta que el resultado del análisis de la contramuestra sea el definitivo y que sirva para zanjar las controversias que hayan surgido. Con todo, indicó que el análisis de la contramuestra en el laboratorio arbitrador sólo se realice cuando el productor así expresamente lo solicite.

6. En el caso del inspector delegado, se sugiere que sea nombrado mediante poder notarial, para darle mayor solemnidad y seriedad a la función que ejercerá y mantener la facultad del inspector delegado sobre la obtención, custodia y conservación de las muestras y de las contramuestras.

7. En relación con los productos importados, se manifestó conforme con que la obligación de conservación y de envío de muestras y de contramuestras sea del importador, bajo la supervisión del Servicio Agrícola y Ganadero o del Servicio Nacional de Salud o del Servicio Nacional de Aduanas. No le parece conveniente que el importador sea el único responsable de esta función, e informó que hoy día existen funcionarios en la Aduana, que toman muestras para el análisis de especies cuarentenarias o prohibidas, y que nada obstaría a que ellos mismos también fueran responsables de obtener, custodiar, conservar y enviar las muestra a un laboratorio.

8. Insistió en  mantener el texto del artículo 16 del proyecto de ley en estudio, que establece las responsabilidades sobre el despacho, conservación y custodia de las contramuestras. Propuso fijar un piso para la multa, con un rango de 200 hasta 500 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, aumentar la multa aplicada desde dos hasta diez veces.

9. Por último, propuso acortar en un año el plazo establecido para que esta ley entre en vigencia, prorrogable por un año más, por razones fundadas.

Posteriormente, intervino  el señor Jorge Acuña, en su calidad de Presidente de la Federación Nacional de Remolacheros (FENARE), quien precisó que FENARE agrupa a tres asociaciones de productores de remolacha, que reúne a 3.500 agricultores desde la VI a la IX Región y que están reconocidos ante el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Informó que sus asociados tienen una superficie de siembra de  22.000 hectáreas y que son el interlocutor válido que representa a los productores de remolacha que negocian con IANSAGRO S.A., que es el único poder comprador de este sector.

En seguida se refirió a la forma en que operan. La remolacha, señaló, es un cultivo agrícola, cuyo contrato de compraventa contiene varias especificaciones contractuales en materia de compra, pesaje, muestreo; cuentan con la figura del veedor y tienen varios instrumentos de control de los laboratorios, ya que se les paga según el rendimiento de la azúcar. En esta misma línea, informó que cuentan con un Manual de Operación para Laboratorios, Recepción y para Plantas Azucareras, acordado entre las partes, que es la base de sus contratos, en el que se establece que las muestras serán analizadas mediante el método ICUMSA (International Commision for Uniform Methods of Sugar Analysis), en el que se faculta al productor para nombrar, por su cuenta y a sus expensas, a un técnico que podrá presenciar el muestreo y la polarización de cada partida en los lugares donde se efectúan las operaciones de recepción y de análisis. Asimismo, refirió que los agricultores, al suscribir el contrato con IANSA, expresan su disposición para financiar los honorarios de este veedor. 

Luego, comentó que cada muestra de remolacha pesa 50 kilógramos, a lo que debe descontarse el peso del balde que bordea los 10 kilógramos. Señaló que el inspector delegado observa esta operación y revisa que se tome la muestra según el método acordado. Además, puede verificar que la romana no ha sido alterada con una placa invariable de fabricación alemana. Alertó a Sus Señorías que los principales problemas en el proceso de tomas de muestras son: controlar que las romanas no hayan sido descalibradas y el combatir la humedad de los granos.

Más adelante, hizo presente que este proyecto de ley debe hacerse cargo de una serie de restricciones que tienen gran parte de los productos agropecuarios dado la cantidad, el tamaño y el volumen de sus muestras y su naturaleza perecible. En particular, precisó que ellos toman alrededor de 150.000 muestras al año, lo que equivale aproximadamente a 5.000 toneladas. Además, sugirió buscar una fórmula que resuelva el problema perecible de las contramuestras, para no perjudicar al productor, en pos del agroindustrial, como sucede con la uva y con el tomate, que son pagados según sus grados de azúcar o grados brix.

En seguida, valoró el proyecto de ley, especialmente porque institucionaliza la figura de los veedores a través del inspector delegado. También, apoyó la acreditación obligatoria de los laboratorios, de los equipos y de los procedimientos, y el que se aplique a todos los productos agrícolas. No obstante, reiteró la necesidad de regular la certificación obligatoria de las romanas de pesaje, lo que consideró que no está claramente expresado en este proyecto de ley y pidió que ésta se rija por la Norma Chilena o, en su defecto, por otra norma de naturaleza similar. Asimismo, aprobó las facultades de fiscalización que se conceden al Servicio Agrícola y Ganadero, o a su equivalente en el caso de los productos importados.

Del mismo modo, valoró que el proyecto de ley contemple la elaboración de reglamentos por tipos de productos específicos y con distintos marcos regulatorios para cada uno. Por último, consideró que esta iniciativa legal es indispensable para el sector de los granos.

El Honorable Senador señor Coloma manifestó su aprensión con el funcionamiento práctico de este proyecto de ley y su generalidad, ya que al referirse a todos los productos agropecuarios implica un número considerable de transacciones al año lo que requerirá de una infraestructura adicional, y que podría hacer inviable a esta iniciativa legal. En ese contexto, planteó la posibilidad de distinguir transacciones de distinta naturaleza y  consultó a los representantes de los productores cómo se podría compatibilizar el objetivo de transparentar el mercado agrícola con la operatividad y desburocratización del sistema. Además, pidió su opinión sobre cómo abordar la humedad o el carácter perecible de los productos agropecuarios para una adecuada conservación de las contramuestras.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, compartió lo expuesto por el Honorable Senador señor Coloma, en el sentido de que se complica la aplicación general de este proceso a cada uno de los cultivos, y cómo afectará las transacciones y los costos de las mismas. En su opinión, es necesario regular esta materia, que de hecho fue uno de los temas que el Presidente de la República incorporó en sus propuestas, para nivelar al poder comprador frente a la multiplicidad de pequeños agricultores. No obstante, hizo presente la necesidad de armonizar con un sentido práctico el alcanzar este objetivo con la mayor infraestructura requerida. Al efecto, alertó a Sus Señorías que este proyecto de ley está planteando crear una infraestructura paralela y, en este contexto, sugirió aprovechar la ya existente garantizando a los productores agrícolas que no se cometerán abusos. De este modo, arguyó, se podrán utilizar los laboratorios de los compradores para la toma de muestras, proceso que debería realizarse en presencia de los productores o de sus veedores. Acotó que prefiere esta figura, más que los inspectores delegados, porque le preocupa que estos últimos tengan el carácter de ministros de fe.

El Vicepresidente de MUCECH advirtió que si bien se puede inquietar con la magnitud de las transacciones involucradas, hay que tener presente que las contramuestras no se guardarán eternamente. Por ello, planteó que esta obligación se extinga cuando el vendedor reciba el pago del precio, lo que evitaría acumular las grandes cantidades de productos agrícolas. Reafirmó que existen varios productos agrícolas de carácter perecible que deben ser guardados por un lapso pequeño de tiempo, y manifestó su apoyo a que los laboratorios de las empresas sean los que realicen el análisis de las muestras, en la medida en que estén previamente certificados y solicitó regular detalladamente este punto en el proyecto de ley para no generar incertidumbre en los agricultores. Resaltó que esta iniciativa es un antiguo anhelo de los pequeños agricultores.

El Honorable Senador señor Coloma aclaró que su duda gira en torno a cómo guardar más de 50.000 muestras y contramuestras, sin complicar el sistema actual. Por otra parte, apoyó establecer un tiempo limitado para la conservación de las contramuestras y valoró la propuesta de aprovechar la infraestructura existente en la medida que a ella se le incorpore la fe pública.

El Vicepresidente del Consorcio Agrícola del Sur indicó que en un principio pensó que este proyecto de ley sólo se refería a los cereales, pero que al estudiarlo se percató que abarca a todos los productos agropecuarios. En la misma línea que la del Honorable Senador señor Larraín Fernández, estimó que el ejemplo de la remolacha se podría extrapolar a los otros productos agrícolas. En el caso de la leche, continuó, todos los días se toma un sinnúmero de muestras sin problemas, porque se rigen por un reglamento de recepción de la leche elaborado por ODEPA junto con las partes involucradas. Al respecto, preguntó por qué  si se pudo concordar un reglamento para la leche no se puede hacer lo mismo para los otros productos agrícolas al amparo de esta ley, que faculta a la autoridad para dictar los reglamentos que sean necesarios, bajo la modalidad de una ley marco y sus distintos reglamentos por rubros.

En el caso de la remolacha, informó que el método ICUMSA, data del año 1958 y que es el sistema mundialmente reconocido para medir el azúcar. Añadió que cuando suscribieron el acuerdo con IANSA se percataron que no respetaban las normas procedimentales de este método, con claro detrimento y pérdida de las muestras. En cuanto al maíz, discrepó que se trata de un mercado totalmente transparente.

Luego, propuso que el laboratorio del molino sea visitado y fiscalizado por el Servicio Agrícola y Ganadero y que, además, el inspector delegado pueda acceder a sus dependencias en cualquier horario, corroborando que el instrumento que mide la humedad y el peso se encuentre bien calibrado,  aspectos que son fundamentales para la entrega del grano y lo mismo que  conocer el nivel de gluten del trigo. 

La Gerente General de la Asociación de Productores Avícolas expresó que su experiencia ha sido bastante exitosa en lo que dice relación con la suscripción de acuerdos con los productores de maíz y que están abiertos en seguir trabajando en esta misma línea. Por ello, apoyó la propuesta de trabajar con protocolos y con la certificación de los instrumentos de pesaje Refirió que también han detectado abusos de parte de algunos productores, que alteran el peso en los camiones de maíz. 

Por otra parte, dijo que si bien existirá un gran volumen de muestras, dado el alto número de transacciones de productos agropecuarios, recordó que éstos son “commodities”, que tienen un bajo margen. En su opinión, lo más recomendable sería incentivar el acuerdo entre las partes y que esta regulación esté contenida en un reglamento y no en una ley.

El Vicepresidente de MUCECH destacó que el proyecto de ley viene a superar los problemas de transparencia y de certeza jurídica de que adolece el mercado agrícola y coincidió en que no se debe fomentar la burocratización del sistema. Para ello, planteó buscar una fórmula para agilizar y mejorar las condiciones de negociación de los pequeños agricultores. Por otra parte, señaló que con el avance de la tecnología no será necesario que acumular grandes cantidades de productos, como ocurre en el caso de la leche, la uva o el tomate, en que se guardan pequeñas partículas.

El Vicepresidente del Consorcio Agrícola del Sur señaló que es fundamental que esta iniciativa legal sea aprobada en el caso de los granos, porque es una aspiración de todos los productores en Chile que comercian trigo, avena y maíz. En su opinión no se debe esperar el pago del precio para la conservación de la contramuestra, sino que basta que con que el agricultor o su representante concurra a la entrega y manifieste su acuerdo con el precio fijado.

El Honorable Senador señor Coloma observó que se requiere de un sistema automático para determinar la cosa vendida y el precio, en que no se requiera conservar una muestra.

El Honorable Senador señor Sabag indicó que este proyecto de ley aborda un tema muy anhelado por los agricultores y consultó cómo opera en otros países, como en Argentina o en Brasil. Aclaró que en el caso de la leche se toman todos los días muestras y contramuestras que son de pequeño volumen y que se dan los resultados en forma inmediata. Por lo anterior, señaló que se debe buscar una salida adecuada, y conocer la experiencia de otras naciones para ver la posibilidad de aplicarla a nivel nacional. Por otra parte, expresó que en ciertos casos, los agroindustriales importan maíz transgénico, no obstante que en Chile no se puede producir este tipo de productos, por lo que consideró que existe una suerte de competencia desleal con los productores nacionales. 

El Honorable Senador señor Coloma pidió al representante de la Biblioteca del Congreso y al Gobierno que proporcionen información sobre la experiencia extranjera en esta materia.

La Gerente General de la Asociación de Productores Avícolas de Chile informó que en Argentina se opera de otro modo, porque los productores tienen capacidad de almacenaje y de secado, por lo cual ellos mismos secan y guardan su grano. Con respecto al tema de los transgénicos, reconoció que se produce una competencia desleal, porque en Chile no se permite su producción. En su opinión no existe diferencias entre el producto transgénico y el no transgénico y, si la hubiere, ésta se da más en términos de productividad, que no alcanza al productor de carne de pollo o de cerdo, ya que es indiferente que el animal coma maíz transgénico, porque la transgenia no se traspasa a la carne y, por ende, no genera mayores efectos en el producto final.

El Vicepresidente de la Federación Nacional de Remolacheros, señor Fernec Masow, aclaró que en la zona del Maule no se ha llegado a un acuerdo entre los productores y los agroindustriales, ya que siempre ha existido disconformidad y, que en el caso del trigo, existen diferencias de gluten bastante notorias entre los molinos. Por lo anterior, recalcó la necesidad de aprobar el presente proyecto de ley y apoyó la propuesta de aprovechar la infraestructura existente, tal como lo han hecho a propósito de la remolacha. Además, indicó que debe aprobarse la figura del veedor o del inspector delegado, para que actúe como contraparte, especialmente en la calibración de los instrumentos de pesaje. Luego, señaló que le llamó la atención que los compradores de maíz hayan planteado que COTRISA se constituya como el laboratorio arbitrador, lo que había sido propuesto por el ex Ministro de Agricultura, señor José Antonio Galilea, y que en tal oportunidad se habían negado, lo que se exteriorizó en el Acto de Putagán motivado por la compra desmedida de grano partido argentino. 

Posteriormente, manifestó su apoyo al proyecto a este planteamiento y señaló que el tema de las muestras y de las contramuestras puede resolverse con la certificación de los laboratorios de los agroindustriales y con la presencia de los veedores en su calidad de representantes de los gremios, que deben ser fortalecidos.

Finalmente, resaltó que el utilizar la infraestructura existente permitirá aplicar esta iniciativa en forma rápida y eficiente, y que la figura del veedor involucrará un costo aproximado de 1 a 1,5 pesos por kilógramo, pero que permitirá incrementar las utilidades de los agricultores entre 100 a 110 pesos por kilógramo, lo que podría generar una rentabilidad extra entre 1.000 a 1.500 pesos por quintal, que hoy se pierden por la humedad, las impurezas y por una merma invisible.

En sesión posterior, el Presidente de la Asociación de Molineros del Sur, señor Alonso Fuentes, informó a Sus Señorías que se dedican a la compra de trigo, al igual que otras cien empresas más y que los molineros que pertenecen a su asociación toman alrededor de 49.000 muestras por temporada, lo que podría complicarse con la aprobación de este proyecto de ley, dado que promueve la obligatoriedad de enviar las muestras y las contramuestras a laboratorios externos. Refirió que en la práctica los conflictos que se dan entre agricultores y agroindustriales son mínimos, por lo que consideró un exceso el guardar todas las muestras y las contramuestras, por las eventuales controversias que se pudieren llegar a producir entre las partes involucradas. En esta misma línea, acotó que los conflictos no sobrepasan el 0,01%, y que éstos normalmente se solucionan con un segundo muestreo. Asimismo, refirió que no objeta la existencia de un laboratorio arbitrador para los casos en que realmente surja un problema, pero insistió en que no apoya la propuesta de enviar todas las contramuestras a un laboratorio. En su opinión, este punto debe definirse en el momento de la celebración del contrato de compraventa. Agregó que los molineros pagan de contado o en un plazo máximo de una semana, y consideró que si se tuviera que esperar el resultado del análisis de la muestra del laboratorio se podrían dilatar los efectos de los contratos.

Además, reparó que el texto actual del presente proyecto de ley establece la obligación de muestrear todas las transacciones de productos agropecuarios, sin diferenciar el tonelaje transado y si se trata de pequeños o de grandes productores. Por otra parte, advirtió a Sus Señorías que no existe claridad de quién asumirá los costos involucrados. Al efecto, indicó que el costo de enviar y de conservar las contramuestras conllevará un gran esfuerzo, que alguien tendrá que soportar. También, observó que el proyecto consagra la figura del inspector delegado, que en el área del trigo implicaría contar, a lo menos, con ciento cincuenta veedores.

En el caso particular del trigo, señaló que los mayores problemas se dan con el tema del secado de los granos y con la humedad y lamentó que no exista claridad en el procedimiento a utilizar para medir la humedad. Además, señaló que dichos métodos no son exactos y que las mayores diferencias se producen cuando se seca el trigo. En materia de impurezas y de gluten, puntualizó que son temas bastantes asimilados en el mercado, que se vinculan a la calidad del producto y que no están regulados en un reglamento. A mayor abundamiento, acotó que el análisis del trigo se hace en base a trigo molido, pero sin que se haya estandarizado el tipo de molienda. En este contexto, precisó que no existen estándares mínimos para el funcionamiento de los laboratorios, lo que lo hace cuestionar la forma en que operará este proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Coloma consultó cuántos conflictos se han producido con los agricultores de las 49.000 transacciones que realizan en una temporada.

El Presidente de los Molineros del Sur respondió que del total de las transacciones sólo han tenido unos quinientos conflictos en la temporada. En estos casos, continuó, se avisa al agricultor que su trigo presenta ciertos niveles de impurezas, siendo que él había expresado que tenía 0%, por lo cual se vuelve a muestrear la carga, sin mayores problemas. Explicó que en Chile no existen potreros planos y perfectos, lo que afecta la calidad del trigo nacional. Luego, reiteró que en nuestro país no están estandarizados los sistemas de moliendas, aunque reconoció que las diferencias en las mediciones del trigo no deberían sobrepasar el 2%. Subrayó que sí existe unanimidad en cuanto al tipo de equipos que se necesitan para medir el gluten, la actividad enzimática y las impurezas. 

El Gerente General de IANSA S.A., señor José Luis Irarrázaval, quien acompañó su presentación por escrito, señaló que adjuntó tres formatos de contratos de compraventa de productos agroindustriales que utilizan, para ilustrar la complejidad que tiene la relación entre los productores agrícolas y los agroindustriales en la determinación del precio. Luego, informó que IANSA compra cada año cerca 2,2 millones de toneladas de remolacha, las que se muestrean por camión y por carro, lo que implica que en 30 toneladas hay dos muestras de 25 a 30 kilógramos cada una, por lo que estima que almacenar y conservar adecuada e individualmente este tonelaje sería bastante difícil y costoso. Además, indicó que tienen un negocio de crianza de animal y como tal, también, son compradores de grano.

Posteriormente, puntualizó que en los contratos fijan en forma anticipada las condiciones de cada transacción, de manera que cuando el agricultor decide qué sembrar sabe de antemano cuáles serán las condiciones que prevalecerán al momento en que vendan su producción. De este modo, recalcó que el contrato fija el precio, el cual es acordado con la asociación gremial de agricultores remolacheros y que, además, establece el poder de compra por el total de la producción de cada uno de los agricultores contratados, de manera que cuando llega el productor a la planta se le recibe el 100% de su producción y se le paga el total. Añadió que ellos reciben la remolacha, miden su contenido real de azúcar y el precio acordado se ajusta en base al contenido real de azúcar medido.

Más adelante, destacó la transparencia de las mediciones que se realizan y dado que la remolacha se trata de un producto perecible las mediciones se deben hacer en forma inmediata, para evitar su deterioro. Complementó que para tener remolacha de buena calidad se ha dispuesto de asistencia técnica para los agricultores, lo que ha permitido que produzcan un cultivo de alto rendimiento, basado en la investigación. Al respecto, informó que ellos invierten cerca de un millón de dólares al año en investigación agrícola en provecho de los agricultores. 

El Honorable Senador señor Coloma consultó si el vendedor tiene derecho a estar presente cuando se mide el contenido real de azúcar de la remolacha.

El Gerente General de IANSA S.A. respondió que sus laboratorios cuentan con equipos y romanas certificadas, y que además existe un veedor en cada una de las plantas, que supervisa el funcionamiento del laboratorio, el cual  es un trabajador independiente de la empresa, que es contratado por los agricultores y que responde ante ellos. Resaltó la importancia de la figura del veedor, porque asegura que se respetarán las condiciones estipuladas en el contrato. Además, precisó que garantiza la seriedad y la transparencia de todo lo que se realiza en el laboratorio del agroindustrial. 

Luego, indicó que las muestras de remolacha están contenidas en baldes que pesan 25 kilógramos y que están claramente identificadas al camión que pertenecen, lo mismo debe hacerse con las contramuestras, en el evento que el agricultor no esté de acuerdo con el resultado del análisis de la muestra. Sobre este punto, alertó a Sus Señorías sobre las dificultades que se podrían presentar con el almacenaje de la contramuestra, para mantener el producto en óptimas condiciones e impedir su deterioro.

Por otra parte, se refirió a su experiencia con la compra de trigo y de maíz para la crianza de animales. Al respecto, destacó que también utilizan laboratorios y romanas certificadas. Acotó que en estos casos sí es posible guardar las contramuestras, pero por un período de tiempo bastante limitado, que no puede sobrepasar el pago del precio acordado por el producto transado. Informó que ellos pagan el precio en un plazo no superior a diez días, contado desde la recepción del producto. En esta misma línea, reiteró que no tienen capacidad para almacenar una gran cantidad de contramuestras por un tiempo mayor e hizo presente que el mayor costo que involucre esta operación deberá ser cobrado a los agricultores, reduciéndoles el precio que les pagan por el maíz y el trigo transado. 

A continuación, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consultó si existen reclamos de parte de los agricultores.

El Gerente General de IANSA S.A. respondió que actualmente no existen grandes reclamos, ya que han corregido los factores de discordia, lo que les ha permitido mejorar la relación con los agricultores. Luego, retomó el caso de la remolacha y señaló que dado que su azúcar se consume rápidamente la muestra y la contramuestra deben ser tomadas en forma inmediata. Además, indicó que las muestras siempre serán distintas de las contramuestras, por ejemplo en materia de impurezas y de humedad, lo que se ha comprobado estadísticamente. Resaltó que lo importante es que en un número representativo de muestras no existan mayores diferencias en los resultados analizados y que en este sentido no sería apropiado someter a análisis individuales las contramuestras.

Después, señaló que la figura del veedor en la industria de la remolacha es totalmente justificable y pagable, pero estimó que en otros rubros, como en el caso del alimento animal no se justificaría tener un veedor todo el día, más aún si se considera que el agricultor tendrá que asumir su costo. Subrayó que cuando existen varias transacciones su costo es justificable, pero no así cuando son pocas. Posteriormente, recalcó que se debe tener bastante cuidado con los costos de las transacciones. Además, hizo presente que se debe precisar el ámbito de aplicación de este proyecto de ley, delimitando qué productos agropecuarios incluirá, puesto que el espectro puede ser extremadamente amplio, a modo de ejemplo sugirió especificar si se considerará a los bienes derivados de productos agrícolas, como el azúcar, la cerveza, o las pastas.

Luego, valoró el presente proyecto de ley, aunque reconoció que tiene algunas aprensiones, especialmente respecto de los productos agrícolas de carácter perecibles. Asimismo, acotó que cuando existe un contrato en que se especifican claramente las estipulaciones, esta ley podría complicar la relación contractual y como tal perjudicar la eficiencia de la producción nacional y, por ende, aumentar la competitividad de los productos importados. También, apoyó que esta propuesta pretenda dar un marco general a las transacciones agrícolas, pero consideró que se deben evitar las especificaciones excesivas y dar una mayor cabida a los reglamentos, para que estos instrumentos sean los que regulen la forma como evoluciona la relación entre el agroindustrial y el productor.

El Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, consideró positiva la experiencia de IANSA, lo que ya se comprobó con la presentación de los representantes de los agricultores y ahora con la de su Gerente General. Comentó que  conoció el conflicto entre IANSA y los remolacheros, basado principalmente en la discrecionalidad con que operaba esta agroindustria, lo que hoy ha sido superado por un acuerdo entre las partes. En el caso de los molineros del sur, señaló que tampoco percibe que existan mayores problemas, salvo los conflictos derivados de la determinación del precio del producto transado. En efecto, resaltó la necesidad de buscar una fórmula en que se reconozcan los acuerdos y las decisiones que pueden adoptar cada uno de los gremios y que, a su vez, establezca los mecanismos que garanticen que los laboratorios y las romanas estén previamente certificadas, consagrando un duro sistema de sanciones en el evento en que se transgredan dichas normas a fin de amortiguar una eventual situación de indefensión de los agricultores.

Por lo anterior, opinó que este proyecto de ley es necesario y que satisface una demanda de los agricultores desde hace varios años, pero que sin duda que debe ser revisado a la luz de las observaciones planteadas. Al efecto, se debe contemplar que en ciertas áreas los agricultores se enfrentan a un poder único de compra y que en otras estos poderes se encuentran más diversificados, lo que debe estar garantizado en las especificaciones de las características de cada producto, especialmente en la determinación del precio. Asimismo, señaló que se debe considerar la diferencia que existe entre los productos perecibles y los no perecibles.

Luego, el Honorable Senador señor Coloma preguntó al Gerente General de IANSA cuántas transacciones suponen las 2,2 millones de toneladas de remolacha que compra esta agroindustria.

El Gerente General de IANSA respondió que esta cifra implica unas 150.000 transacciones, que se materializan en unos 1.900 contratos. 

Por otra parte, el Honorable Senador señor Coloma informó que le ha hecho presente al Ejecutivo la necesidad de revisar la regulación de los productos perecibles y de la mantención de las contramuestras para que no sean afectadas por la humedad. Al respecto, opinó que sería adecuado especificar las condiciones técnicas en que deberán ser mantenidas, para procurar que éstas se conserven en las mismas condiciones que las muestras.

La Honorable Senador señora Rincón consultó por la experiencia de otros países en este tema y cómo se fiscaliza a los agroindustriales.

El Ingeniero de Estudios de IANSA, señor Álvaro Martín, comentó que conoció la experiencia de España y de Alemania en el caso del azúcar. Sobre el particular, informó que no existe la obligación de conservar las contramuestras y que los laboratorios utilizan el sistema ICUMSA “International Commission for Uniform Methods of Sugar”, que tiene reconocimiento internacional, que siguen todas las azucareras del mundo, inclusive IANSA. Explicó que este método describe el procedimiento que se debe emplear con la muestra y define el tipo de molienda, los microgramos que se fijan en tamaño de partículas y la cantidad de reactivos. Además, indicó que utilizan la figura del veedor, que fiscaliza lo que sucede en la planta y que en el evento en que surja algún conflicto será quien, en representación de los agricultores, llegue a un acuerdo con el agroindustrial.

El Honorable Senador señor Coloma observó que la remolacha tiene un período de entrega bastante reducido, que dura entre uno o dos meses a diferencia de lo que ocurre con el trigo, el cual tiene un período de venta más extendido.

El Gerente General de IANSA aclaró que la entrega de remolacha se extiende entre los meses de abril a septiembre. Por otra parte, hizo presente que el recurrir al análisis de la contramuestra en caso en que exista conflicto no hará más que beneficiar al agroindustrial, ya que el análisis de la contramuestra, sin duda, arrojará un resultado menos favorable para el agricultor por el deterioro natural por el transcurso del tiempo y por el carácter perecible de algunos productos.

Por su parte, el Presidente de la Asociación de Molineros del Sur reparó que en Chile el reglamento del trigo reconoce algunas variedades básicas de este producto, sin distinguir los tipos de trigo. Al respecto, informó que en el sistema de Estados Unidos y de Canadá se consagran tres especies de trigo: “hard red winter”, “soft red winter” y “spring”. Añadió que en ambos países estas especies de trigo, también, se diferencian por grados y proteínas. De este modo, señaló que los agricultores canadiense al sembrar saben con certeza el tipo de trigo que producirán, lo que no ocurre en Chile, ya que el reglamento nacional no contempla este nivel de detalles, ni la categorización del trigo americano, lo que en su opinión sería lo más adecuado para que los agricultores chilenos conozcan lo que venden.

En sesión posterior, el señor Ministro de Agricultura anunció que el Ejecutivo presentará una serie de indicaciones para simplificar el texto del presente proyecto de ley. En primer lugar, informó que se circunscribirá su obligatoriedad a los cereales, al trigo, al maíz y a la avena, ya que en los otros cultivos agrícolas, en la práctica, ya se aplica este sistema de muestras y de contramuestras como ocurre en el caso de la remolacha y de la leche, y que respecto de ellos sólo se adecuarán sus respectivos reglamentos para precisar la forma en que operarán de acuerdo a la nueva normativa. Al efecto, explicó que esta modificación tiene por objetivo hacer más expedita y fácil la aplicación de esta iniciativa legal, que es un anhelo de los pequeños y medianos productores, quienes han hecho presente los abusos que han sufrido de parte de los agroindustriales en el análisis de los productos que transan. Comentó que, normalmente, los grandes productores se defienden solos y que, a su vez, los grandes molinos no suelen cometer este tipo de conductas. Resaltó que estas distorsiones se dan entre el pequeño molino y el pequeño productor. 

En segundo lugar, señaló que se eliminará la figura del inspector delegado y que se propondrá que el Servicio Agrícola y Ganadero sea el órgano encargado de certificar los laboratorios de análisis y los instrumentos que los agroindustriales utilizan en esta labor. Asimismo, refirió que sus inspectores fiscalizarán que estos laboratorios cumplan con la normativa vigente, tal como hoy ocurre a propósito de las exportaciones.

En cuanto al tiempo por el cual se debe conservar la contramuestra, señaló que se limitará este plazo teniendo presente el tiempo que dure la liquidación, es decir, hasta que el vendedor reciba el pago del precio a su entera satisfacción. Acotó que en caso que el vendedor no acepte la liquidación tendrá un plazo de ocho días para exigir que se lleve la contramuestra a un laboratorio arbitrador. 

Con respecto al costo asociado a este sistema de muestras y de contramuestras, indicó que el costo de este análisis será de quien resulte ser la parte vencida con este estudio, es decir, que si el vendedor solicita un análisis y éste resulta favorable para él, el agroindustrial será quien tendrá que asumir este costo, por el contrario, si el resultado favorece al molino el costo del análisis deberá asumirlo el productor.

El Honorable Senador señor Coloma resaltó que cada muestra y contramuestra tiene sus propias características, ya que no son lo mismo en cereales, avena o trigo. Al efecto, subrayó que tienen distintos niveles de humedad y de sequedad, lo que en su opinión podría dificultar su custodia, por lo cual hizo presente la necesidad de definir la forma en que aquéllas se guardarán y mantendrán. Luego, valoró que se restrinja el tiempo de custodia de la contramuestra hasta la liquidación del contrato de compraventa, y consultó al Gobierno si ha considerado limitar los casos en que se requerirá guardar una contramuestra, de acuerdo al monto transado.

El señor Ministro de Agricultura respondió que esta iniciativa legal no podrá limitar su aplicación según el monto transado, porque busca proteger al pequeño agricultor. Agregó que se consagra en forma genérica el derecho de todos los productores de exigir que se guarde una contramuestra del producto que venden, para que sea analizada en caso en que no queden conformes con el resultado del análisis de la muestra efectuado por el industrial. Además, indicó que una vez que se obtenga el resultado del análisis de la muestra, éste debería ser publicado en un listado en la propia oficina del agroindustrial, para que el vendedor pueda conocerlo y tener la posibilidad de presentar un reclamo, en caso en que surja un conflicto entre las partes. La idea, continuó, es analizar la muestra en forma inmediata y publicar su resultado cuanto antes. En el caso del maíz, dado que es más sensible a la humedad, planteó la posibilidad de reducir el tiempo por el cual se deba guardar la contramuestra a una semana.

El Honorable Senador señor Sabag reconoció que los cereales y el maíz tienen graves problemas con la humedad, por lo cual subrayó la necesidad de que estos productos tengan soluciones acordes a sus características. Luego, valoró las propuestas planteadas por el señor Ministro de Agricultura, en especial la que propone eliminar la figura del inspector delegado. Al respecto, compartió que los funcionarios del Servicio Agrícola y Ganadero son los idóneos para fiscalizar a los laboratorios e instrumentos de pesajes de los agroindustriales. 

El señor Ministro de Agricultura insistió en regular un sistema de análisis de muestras inmediato, que se active a penas ingresa el producto a la planta del industrial, tal como hoy ocurre con la remolacha, y que una vez que esté su resultado, éste sea informado en el acto al productor. En cuanto al maíz, comentó que consultará el período máximo que puede soportar una muestra sin deteriorarse, a fin de fijar en su reglamento, con antecedentes fundados, el plazo máximo por el cual se puede conservar este tipo de contramuestras.

Finalmente, el Honorable Senador señor Coloma hizo presente la necesidad de incluir en esta ley el tamaño de las muestra y de las contramuestras, ya que, dijo, hoy no existe ninguna referencia expresa que determine la cantidad del producto que debe ser guardada.

- A continuación,  puso en votación la idea de legislar de este proyecto de ley, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Sabag y Uriarte.

- - - 

TEXTO DEL PROYECTO 

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Agricultura os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios.


Artículo 2°.- Esta ley regula con carácter obligatorio el procedimiento de análisis de muestras y contramuestras, y medición, según corresponda, de los productos agropecuarios que se transan en el mercado nacional y que no se encuentren regulados por una ley especial.


Tratándose de productos importados, el referido procedimiento permitirá obtener información que facilite la comparación de tales productos a los productos nacionales, según criterios y parámetros definidos en los reglamentos que se dicten en conformidad a esta ley, para los efectos de su transacción comercial en Chile.


Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:


a) Intermediario: persona natural o jurídica que intermedia en las transacciones comerciales de productos agropecuarios.


b) Productor agrícola o productor: persona natural o jurídica que produce materias primas agropecuarias.


c) Agroindustrial: persona natural o jurídica que procesa o utiliza la materia prima proveniente de la producción primaria agropecuaria. 


d) Guía de recepción: documento autocopiativo que da cuenta de la cantidad, masa o volumen del producto recibido y del listado de precios de referencia, emitido por el agroindustrial o el intermediario, suscrita por éste y el productor o sus representantes.


e) Laboratorio de ensayo: aquel que, siendo un organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, realiza los ensayos para determinar las características de la muestra de los productos agropecuarios transados comercialmente, según los parámetros establecidos en los reglamentos que se establezcan a partir de la presente ley.


f) Laboratorio de ensayo arbitrador: aquel que, siendo un organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, realiza los ensayos para determinar las características de las muestras o contramuestras de los productos transados comercialmente. Este laboratorio deberá ser independiente de ambas partes y estar certificado en un sistema de gestión de laboratorios reconocido internacionalmente y participar en rondas internacionales de laboratorios.


g) Laboratorio de calibración: aquel que, siendo un organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, realiza las calibraciones a los equipos e instrumentos que son utilizados por los laboratorios de ensayo, laboratorios de ensayo arbitrador, por los productores, intermediarios y por los agroindustriales para medir la cantidad, masa o volumen de los productos, o sus características, según corresponda. 


h) Producto agropecuario o producto: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria.


i) Producto importado: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria y que sea producido o elaborado fuera del territorio nacional.


j) Toma de muestras: acto de separar de una partida determinada de producto, una muestra representativa, a efectos de analizar sus características. 


k) Muestra: cantidad igual de producto tomada de cada punto de muestreo específico del lote, en todo su volumen o tomada del flujo del producto durante un período determinado, según lo establezca cada reglamento por producto o tipo de productos. 


l) Contramuestra: cantidad de producto equivalente a la muestra y que sea igualmente representativa de las características del producto.


m) Primera transacción: aquella transacción de un producto cuyo destino es la agroindustria y que se efectúa directamente entre el productor y el agroindustrial o un intermediario. 


n) Precios de referencia: listado de precios de los productos agropecuarios en relación con la cantidad, masa o volumen, o sus características.


ñ) Inspector delegado: persona natural designada por los productores, por sí o a través de sus asociaciones gremiales, cooperativas, sociedades comerciales u otras organizaciones con personalidad jurídica representativas del sector agropecuario del ámbito productivo específico, para supervigilar o inspeccionar el cumplimiento de los procedimientos regulados en los reglamentos específicos por producto o tipo de productos en materia de toma, obtención, manipulación, conservación, transporte, custodia y análisis de muestras y contramuestras, como también en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos.


Artículo 4°.- Las metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, la toma, obtención, manipulación, conservación, transporte y custodia de muestras y contramuestras, y análisis de sus características, así como las metodologías a utilizar por los laboratorios de calibración en el desarrollo de su función se establecerán mediante reglamentos por productos o tipo de productos aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, el que además, deberá llevar la firma del Ministro de Economía.


Artículo 5°.- Los agroindustriales o intermediarios deberán mantener en su establecimiento, a la vista del público, un listado de precios de referencia, cuya vigencia o permanencia mínima se establecerá en el reglamento específico por productos o tipo de productos.


Le corresponderá a los reglamentos de esta ley, conforme a lo que se establezca para cada producto o tipo de productos, establecer los diferentes parámetros que componen el listado de precios de referencia, con el objeto que los interesados cuenten con la debida información de las condiciones comerciales ofrecidas por los agroindustriales o intermediarios. En particular, los reglamentos establecerán el modo en que se informarán los costos por concepto de obtención, conservación, envío al laboratorio y análisis de las muestras y contramuestras.  


Artículo 6°.- Al momento de la entrega del producto transado el agroindustrial o intermediario, o quien lo represente, deberá emitir la guía de recepción, quedando el original en poder del productor o sus respectivos representantes.


Para los efectos del presente artículo, la representación del productor, agroindustrial o intermediario se acreditará conforme a lo que determine el reglamento de esta ley.

TITULO II

DEL REGISTRO DE LOS LABORATORIOS


Artículo 7°.- Créanse en el Servicio Agrícola y Ganadero, en adelante el Servicio, los registros de laboratorios de ensayo, de laboratorios de ensayo arbitrador y de laboratorios de calibración. Dichos registros serán administrados por el Servicio.


Le corresponderá al reglamento de esta ley establecer los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros señalados en el inciso precedente y las exigencias para mantener la vigencia de la inscripción.

TITULO III

DEL PROCEDIMIENTO DE ANALISIS DE MUESTRAS Y CONTRAMUESTRAS, Y DE MEDICIÓN


Artículo 8°.- En la primera transacción comercial de un producto agropecuario y de conformidad a lo establecido en los reglamentos señalados en el artículo 4°, será obligatorio para el agroindustrial o intermediario la obtención, custodia y conservación de una muestra y una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador. 


Artículo 9°.- Si alguna parte de la transacción no estuviere conforme con el resultado obtenido del análisis de la muestra, podrá solicitar el análisis de la contramuestra enviada al laboratorio de ensayo arbitrador. El resultado de éste análisis será el definitivo. 


Los resultados de los análisis deberán notificarse a los interesados, de la manera que se indique en el reglamento de esta ley.


Artículo 10.- Los productores, por sí, o a través de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales, representativas del sector agropecuario del ámbito productivo, podrán designar a través de un poder simple, a una persona para que, en calidad de inspector delegado, supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación y envío de muestras y contramuestras, como también en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos agropecuarios nacionales, no pudiendo impedírsele el cumplimiento de su función.


En la guía de recepción se deberá dejar constancia de la presencia del inspector delegado en cualquiera de los procedimientos señalados en el inciso anterior. En el mismo documento, el inspector delegado podrá dejar constancia de todas las observaciones respecto de actuaciones u omisiones que vulneren las metodologías establecidas en los reglamentos a que hace referencia el artículo 4°. 


Los requisitos de idoneidad profesional que se deberán cumplir para ser designado inspector delegado se determinarán en el reglamento de esta ley.


Artículo 11.- Tratándose de las primeras transacciones, el resultado definitivo de los análisis de calidad y la información consignada en la guía de recepción tendrán el carácter de plena prueba, para aquellos casos en que sea necesario recurrir a la justicia.

TITULO IV

DE LA INFORMACIÓN SOBRE LOS PRODUCTOS IMPORTADOS


Artículo 12.- Con el objeto de mantener informado al público acerca de las características de los productos agropecuarios que se importen, antes de que sean internados en el país, será obligatorio obtener, conservar y enviar una muestra de dichos productos para su análisis a un laboratorio de ensayo o de ensayo arbitrador. La obtención, conservación y envío de la muestra será responsabilidad del importador, bajo supervisión del Servicio.


Existirá un reglamento aprobado por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, para cada producto o tipo de producto importado objeto de análisis de acuerdo a la presente ley. Este reglamento establecerá los procedimientos y parámetros que se utilizan en los análisis de las características de los productos importados y la forma en que el servicio supervisará la obtención, conservación y envío de la muestra al laboratorio, estableciendo un adecuado mecanismo de cadena de custodia.


La información resultante de dichos análisis será puesta en conocimiento público a través de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias.


Artículo 13.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, los análisis de inocuidad y de carácter sanitario que corresponda realizar a los productos importados, serán regulados de conformidad a la ley N° 18.164.

TITULO V

DE LAS INFRACCIONES, SANCIONES Y FISCALIZACIÓN


Artículo 14.- Le corresponderá al Servicio la fiscalización del cumplimiento de las normas de la presente ley y su reglamento.


Artículo 15.- Las denuncias por infracciones a la presente ley serán realizadas por cualquier interesado o por los funcionarios del Servicio cuando las hayan conocido en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.


Artículo 16.- Constituirán infracciones a la presente ley, las siguientes: 


a) Emitir informes o certificados sin haber practicado el procedimiento correspondiente.


b) Consignar en los informes o certificados datos distintos a los resultados obtenidos en el análisis o medición practicado.


c) Dejar de cumplir, deliberadamente o por negligencia inexcusable, los procedimientos de obtención, análisis, manipulación y transporte de muestras y contramuestras, como la conservación y custodia de ésta última.


d) Impedir u obstaculizar la actividad de inspector delegado.


Artículo 17.- Sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponderles a quienes cometan las infracciones a que refiere el artículo anterior, el agroindustrial y los laboratorios registrados en los que se desempeñen los infractores, podrán ser sancionados con la suspensión de hasta 120 días para el ejercicio de las funciones reguladas en la presente ley y su reglamento y con multa de hasta 500 unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal. En caso de reincidencia, la multa será de hasta 1000 unidades tributarias mensuales.


Artículo 18.- Conocerá de las infracciones señaladas en el artículo 16, el Juez de Policía Local con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción y las sancionará de conformidad con el procedimiento establecido en el Título I de la ley N° 18.287 o aquella que la reemplace.


Artículo 19.- El incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones establecidas en los artículos 5°, 6°, 8°, 10 y 11 se sancionarán, por el Servicio, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Párrafo IV, del Título I, de la ley N° 18.755, con multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta por dos años, los procedimientos de muestra y contramuestra o medición, según correspondiere, podrán ser llevados a cabo por laboratorios de ensayo, laboratorios de ensayo arbitrador o laboratorios de calibración que se encuentren en proceso de obtener su registro, pero con la debida autorización del Servicio Agrícola y Ganadero, de lo que se dejará constancia por escrito en la guía de recepción establecida en el artículo 6° de la presente ley.


Artículo 2°.- El reglamento de esta ley deberá dictarse dentro del plazo de 120 días contado desde la fecha de publicación de este cuerpo legal en el Diario Oficial.”.

- - - 

Acordado en sesiones celebradas los días 10, 17 y 31 de julio, 7 y 27 de agosto y 5 de septiembre de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señor Juan Antonio Coloma Correa (Presidente), señora Ximena Rincón González (Hosaín Sabag Castillo) y señores José García Ruminot, Hernán Larraín Fernández (Gonzalo Uriarte Herrera) y Jaime Quintana Leal. 

Sala de la Comisión, a 5 de septiembre  de 2012.


(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann,

                                       Secretario 
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA DE HONDURAS SOBRE RECIPROCIDAD EN EL LIBRE EJERCICIO DE ACTIVIDADES REMUNERADAS PARA FAMILIARES DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO, CONSULAR, ADMINISTRATIVO Y TÉCNICO DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y OFICINAS CONSULARES 

(8238-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, de fecha 6 de marzo de 2012.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 3 de julio de 2012, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.





A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe asistió, especialmente invitado, el Jefe del Departamento de Tratados y Asuntos Legislativos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Pedro Ortúzar.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





2.- Mensaje de S.E. el Presidente de la República.- El Mensaje reconoce los vínculos de amistad entre ambos países y recoge además el interés de ambas Partes de permitir, sobre la base de un tratamiento recíproco, el ejercicio de un trabajo remunerado a los familiares dependientes a cargo del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las misiones diplomáticas y consulares. Añade que con ello se facilita la vida familiar de dichos funcionarios y se establece un marco jurídico que mejora sus condiciones de vida, haciendo posible, asimismo, una mayor integración entre las sociedades de ambos países.





3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 17 de abril de 2012, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 2 de mayo de 2012 y aprobó, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes, el proyecto.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 21 de junio de 2012, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de los Honorables Diputados presentes (82 votos a favor).





4.- Instrumento Internacional.- Este Acuerdo consta de un Preámbulo y 11 artículos, que se reseñan a continuación.





Las Partes manifiestan en el Preámbulo el interés de ambos Estados de facilitar la contratación de los familiares dependientes a cargo del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las misiones diplomáticas y consulares en actividades remuneradas en el Estado receptor, sobre la base de un tratamiento reciproco.





El artículo 1 dispone que los familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las misiones diplomáticas y consulares de Chile en Honduras y de Honduras en Chile, quedan autorizados para ejercer actividades remuneradas en el Estado receptor, de acuerdo con la legislación interna del respectivo país, una vez que obtengan la correspondiente autorización.

A su vez, el artículo 2 define que se entiende por familiares dependientes, a saber: al cónyuge; a los hijos solteros menores de 21 años que vivan con sus padres o menores de 23 que acrediten encontrarse realizando estudios superiores en centros de enseñanza superior reconocidos por el Estado receptor; y a los hijos solteros con discapacidad física o mental que vivan a cargo de sus padres.





El artículo 3 establece que no habrá restricciones sobre la naturaleza o clase de empleo que pueda desempeñar el familiar dependiente. Agrega que, no obstante, en aquellas profesiones u actividades que requieran de una cualidad o calificación especial será necesario que el familiar dependiente cumpla con dichos requisitos y, en aquellos casos en que solo se pueden emplear nacionales, por razones de seguridad, la autorización podrá ser denegada.





Por su parte, el artículo 4 trata del procedimiento para autorizar la contratación de un familiar dependiente en una actividad remunerada en el Estado receptor, la que estará a cargo del Ministerio de Relaciones Exteriores respectivo.





El artículo 5 regula el alcance de la inmunidad de jurisdicción de que goza el familiar dependiente, disponiendo que no se aplicará la inmunidad civil ni administrativa respecto de las actividades realizadas en la actividad remunerada, quedando sometidas a la legislación y a los tribunales del Estado receptor.





Luego, el artículo 6 se refiere a la inmunidad de jurisdicción en materia penal de que goza el familiar dependiente, estableciendo que el Estado acreditante renunciará a la inmunidad del referido familiar respecto de cualquier acto u omisión cometidos en relación a la actividad remunerada y que sea fuera de sus funciones oficiales, salvo en supuestos especiales en los que el Estado acreditante considere que tal renuncia fuese contraria a sus intereses. Dicha renuncia no se extenderá a la ejecución de la sentencia para lo cual se precisa una renuncia por escrito.





El artículo 7 estipula que el beneficiario de este Acuerdo estará sujeto, en el ejercicio de su actividad remunerada, a la legislación tributaria y de seguridad social del Estado receptor.





A continuación, el artículo 8 prescribe que las disposiciones de este Acuerdo no podrán ser interpretadas en el sentido de implicar el reconocimiento de títulos, grados o estudios entre los dos Estados.





El artículo 9 señala que la autorización para ejercer una actividad remunerada en el Estado receptor expirará en el momento en que el agente diplomático o consular del cual emana la dependencia termine sus funciones ante el Gobierno en que se encuentre acreditado.





Seguidamente, el artículo 10 prevé que cualquiera de las Partes podrá denunciar el Acuerdo, mediante Nota Verbal.




Finalmente, el artículo 11 se refiere a la entrada en vigor del presente Acuerdo, disponiendo que el mismo regirá a partir de la fecha de la última Nota en que las Partes se comuniquen el cumplimiento de los requisitos exigidos por sus respectivos ordenamientos jurídicos internos. Asimismo, dispone que el Acuerdo tendrá una duración indefinida.

----------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier colocó en discusión el proyecto.





El Jefe del Departamento de Tratados y Asuntos Legislativos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Pedro Ortúzar expresó que este instrumento tiene por objeto el libre ejercicio de actividades remuneradas de los familiares dependientes del personal diplomático, consular, administrativo y técnico de las misiones diplomáticas y consulares de Chile en Honduras y de Honduras en Chile. Añadió que este instrumento es uno los treinta y cinco que Chile ha suscrito en esta materia. Precisó que en Centroamérica se han suscrito, entre otros, con Panamá, Guatemala, Costa Rica, Nicaragua y El Salvador.





Explicó que el texto del instrumento define que se entiende por familiar dependiente y la clase o naturaleza de empleo que pueden desempeñar. Además, el instrumento detalla cual es el procedimiento de autorización correspondiente, el cual lo lleva a efecto el Ministerio de Relaciones Exteriores del Estado receptor.





Señaló que los familiares dependientes, en el ejercicio de las actividades remuneradas, no gozarán de inmunidad civil ni administrativa. Agregó que la inmunidad en materia penal será renunciable, por escrito, por el Estado acreditante, salvo que ésta fuere contraria a sus intereses.





Finalmente, precisó que en materia tributaria y de seguridad social el beneficiario estará sujeto, en el ejercicio de su actividad remunerada, a la legislación nacional del Estado receptor.





A continuación, el Honorable Senador señor Kuschel consultó si es necesario firmar un acuerdo con cada país o puede hacerse un acuerdo multilateral.





A su vez, el Honorable Senador señor Letelier preguntó si la Cancillería ha considerado tener una visa diferenciada para los familiares de diplomáticos, para lo cual, en su opinión, debería contarse con una legislación marco.





El Jefe del Departamento de Tratados y Asuntos Legislativos, señor Ortúzar respondió que lo consultado forma parte del dominio reservado del Estado, quien decide si recibe, y en qué condiciones, al extranjero.





Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Kuschel, Letelier, Pizarro y Tuma.

----------





En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Honduras sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares”, suscrito en Santiago, Chile, el 15 de noviembre de 2011.”.

----------





Acordado en sesión celebrada el día 4 de septiembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Jorge Pizarro Soto y Eugenio Tuma Zedán.





Sala de la Comisión, a 4 de septiembre de 2012.

(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo,

Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES WALKER (DON PATRICIO) Y LETELIER, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 20.084, CON LA FINALIDAD DE AMPLIAR LA PROTECCIÓN A LOS DERECHOS DE LOS MENORES DE EDAD QUE INGRESAN AL SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL ADOLESCENTE 

(8567-07)

Los hechos de violencia acaecidos en virtud de la detención de jóvenes escolares que protestan por la educación en Chile, que han quedado registrado en las mismas imágenes de los periódicos impresos y de la televisión, nos lleva a analizar lo que sucede con las detenciones de adolescentes en nuestro país.

A esto, debe incorporarse el Informe Anual de los Derechos Humanos en Chile, que ha alertado acerca de la violencia de que han sido objeto los adolescentes que han delinquido o son sospechosos de haberlo hecho, los que han sido objeto de abusos de poder, de prácticas ilegales, como golpes leves o fuertes, retenciones por un tiempo superior al normal u otras vulneraciones a sus derechos. En este sentido, inclusive, en los últimos días hemos conocido denuncias de niñas, es decir, de menores de edad, que han sido obligadas a desnudarse tras haber sido aprehendidas por encontrarse protestando en las calles.

Estos hechos despiertan la atención y hacen analizar si resultan o no compatibles con sus derechos fundamentales, y con los propios derechos reconocidos por el derecho internacional para toda persona privada de libertad y principalmente, para quienes se les han consagrado sus derechos a través de la Convención de los Derechos del Niño. Esto es importante de recordar, pues independiente de que el adolescente haya cometido un delito o sea sospechoso de ello, y de su posible responsabilidad en los hechos, no podemos olvidar que es un menor de edad y por ello el Estado debe ser aún más cauteloso en su trato, toda vez que cuenta con la obligación internacional de protegerlo.

A ello se suma, que sin perjuicio existir una legislación sobre Responsabilidad Penal Adolescente, ésta fue creada con un objeto muy diferente al establecimiento de una sanción penal, propio de la Justicia Penal Adulta. Para nuestra legislación, la responsabilidad penal adolescente nace con el propósito de rehabilitar y reinsertar a la sociedad al joven que comete un delito.

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha dispuesto en la sentencia del caso Bulacio v/s Argentina, del alto 2003, que "las autoridades estatales ejercen un control total sobre la persona que se encuentra bajo su custodia" y en este sentido "obliga al Estado a ejercer su función de garante adoptando todos los cuidados que reclama la debilidad, el desconocimiento y la indefensión que presentan naturalmente, en tales circunstancias, los menores de edad".

En virtud de lo expuesto, es que hemos analizado el artículo 2° de la Ley N° 20.084 que establece un sistema de Responsabilidad de los Adolescentes infractores a la Ley Penal, y observado que si bien éste consagra el interés superior del adolescente, en la práctica muchas veces este principio queda solo en el papel, no resultando suficiente para proteger los derechos de estos jóvenes. Por ello, es que se propone incorporar un nuevo inciso al artículo 2°, que tenga por finalidad restablecerle a ese menor de edad detenido su calidad de tal, es decir, de ser un sujeto protegido por el Estado. Es esto lo que nos lleva a establecer que un adolescente sin perjuicio de ser posible imputado de un determinado delito y condenado posteriormente por ello, también tiene derecho a que no se le vulnere su seguridad e integridad física y psíquica. Y, por último, para contribuir a la vigilancia y resguardo de los derechos fundamentales del menor de edad que se encuentre detenido, se establecerá por ley su derecho a comunicarse inmediatamente con sus familiares, como también a contar con la posibilidad de ser acompañados por un adulto responsable desde ese primer momento.

PROYECTO DE LEY

Artículo único.

Incorporar el siguiente nuevo inciso 3° al artículo 2° de la Ley N° 20.084 que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal:

"El adolescente desde el momento de su detención, está sujeto a un conjunto de protecciones jurídicas que tienen por objeto cautelar su seguridad e integridad física, psíquica y moral. Asimismo, tendrá derecho a comunicarse inmediatamente con un familiar y a ser acompañado por su padre, madre, representante legal o cualquier adulto responsable expresamente autorizado por el menor de edad".

(Fdo.): Patricio Walker Prieto, Senador.- Juan Pablo Letelier Morel, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR TUMA, CON LA QUE INICIA UN PROYECTO QUE MODIFICA LA LEY N° 16.250 PARA FIJAR PLAZOS A LOS CONSERVADORES DE BIENES RAÍCES EN LAS ACTUACIONES A QUE DEN LUGAR LAS REINSCRIPCIONES Y CANCELACIONES QUE INDICA

(8568-07)

CONSIDERANDO:

1° Que el Congreso Nacional, aprobó la Ley N°20.492 del 8 de febrero de 2011, que estableció la gratuidad de las cancelaciones y traslados de inscripciones en caso de creación de nuevos conservadores de bienes raíces, como forma de facilitar a los ciudadanos los procesos actuariales a que da lugar la apertura de nuevos registros conservatorios a lo largo del país.

2° Que hemos recibido reiteradas quejas en la Región de La Araucanía y en otras zonas del país, que tras establecerse la gratuidad de los trámites de cancelación los Conservatorios que tienen las inscripciones dilatan excesivamente el trámite de cancelación, toda vez que no tienen ningún estímulo para proceder con prontitud, lo que redunda en serios perjuicios para los titulares de derechos inscritos que requieren realizar actos y contratos sobre bienes inmuebles, lo que supone previamente el traslado de sus títulos.

3° Que al momento de discutirse la Ley en referencia, no se fijó un plazo para la realización de dichos trámites, toda vez que siempre estimaron ambas cámaras legislativas que debía entenderse que estas actuaciones se realizarían en los plazos prudentes y razonables que demanda cualquier trámite ante organismos auxiliares de la Administración de Justicia. Lamentablemente ello no ha ocurrido así.

4° Que en consecuencia, y sin perjuicio del actual ejercicio de sus facultades disciplinarias por parte de las respectivas Cortes de Apelaciones que deben supervigilar el desempeño ministerial de los conservadores, es que nos ha parecido pertinente y oportuno someter a consideración de esta H. Corporación un proyecto de ley, cuya idea matriz es el establecimiento de plazos perentorios para verificar las diligencias de cancelación y reinscripción, como manera de prevenir actos abusivos en contra de los ciudadanos y entrabar de esa forma el tráfico jurídico. Para ello hemos propuesto agregar un inciso final nuevo al Artículo 54 de la Ley N°16.250 fijando un plazo de cinco días tanto para cancelar las inscripciones vigentes y de otros cinco días para proceder a las reinscripciones del caso, estableciendo además que apenas se realice la cancelación, se debe remitir inmediatamente y por la vía más expedita los antecedentes al segundo conservador interviniente en estas operaciones.

5° Que confiamos en que con esta reforma, podremos prevenir la ocurrencia de nuevos casos, que demuestran lamentablemente la falta de compromiso y de voluntad de servicio público de algunos auxiliares de la Administración de Justicia, que habiendo sido favorecidos con la entrega de facultades especiales por parte del Poder Judicial, cuyo ejercicio siempre debe considerar el bienestar común y general de la población, sin embargo, priorizan solo el lucro por su desempeño profesional.

Por tanto:

En mérito de lo expuesto, los Senadores que suscribimos venimos en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

ARTÍCULO ÚNICO.- Agréguese el siguiente inciso final nuevo al Artículo 54 de la Ley N° 16.250.

"En el caso de las actuaciones señaladas precedentemente, las cancelaciones deberán realizarse en el plazo de cinco días hábiles contados desde el ingreso de la solicitud en el Conservador y remitirse inmediatamente y por la vía más expedita al Conservador que deba practicar la reinscripción. Este último tendrá a su vez un plazo de cinco días hábiles para practicarla.".

(Fdo.): Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR HORVATH, CON EL QUE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE CONCEDE LA NACIONALIDAD CHILENA, POR ESPECIAL GRACIA, AL SACERDOTE EDELINO BERTOCCO GASPARELLA 

(8570-07)

Considerando que:

El padre Edelino (Victorino es su nombre sacerdotal) Bertocco Gasparella, sacerdote italiano de la Orden de los Siervos de María (osm), llegó a Chile en 1954 para quedarse hasta nuestros días.

Es un religioso dedicado a realizar su vocación de servicio; para eso ha puesto en juego sus dotes de mente y de corazón en la Región de Aysén, especialmente en el campo de la educación de la juventud y de la misión que la Orden de los Siervos de María está realizando desde 1937 en la misma región.

Nacido en Italia en 1927, ingresa en dicha Orden en 1945 y es ordenado sacerdote en 1953. Se recibe de Bachiller en Teología en la Facultad “Marianum” de Roma.

A partir de su llegada a la Región de Aysén en 1954 se dedica a la educación en los colegios parroquiales y en el Liceo San Felipe Benicio, la primera Escuela de Humanidades fundada en 1955 en Coyhaique. Se desempeñó como rector de dicho liceo durante dos períodos: desde 1974 hasta 1977 y desde 1987 hasta 1995. Actualmente es asesor espiritual del mismo plantel educacional.

Su servicio a la educación se complementa con su ministerio sacerdotal como misionero en el interior de la región, desde Cochrane hasta el extremo Norte de la región, cuando todavía no existía camino que unían las varias localidades y había que recorrer las distancias de a caballo.

Fue párroco en Puerto Aysén en los años 1958 – 1963.

También se desempeñó como viceprovincial de los Siervos de María en Aysén desde 1964 hasta 1970 y como Pro Vicario Apostólico, siendo responsable de la Iglesia Católica de Aysén en 1988 – 1989, después que el obispo Bernardo Cazzaro fue nombrado Arzobispo de Puerto Montt.

El padre Victorino Bertocco tiene una sólida formación teológica y bíblica y se ha dedicado a dar conferencias, cursos, retiros, a lo largo de sus 60 años de ministerio sacerdotal, siendo siempre muy apreciado por sus exposiciones claras y profundas, lo cual ha contribuido a la cultura y al cultivo de la fe en la región y fuera de ella. Su profundo conocimiento de la Biblia y de la historia es reconocido por todas las personas, mucho más allá del mundo católico y cristiano.

Con motivo de la tragedia aérea ocurrida en el Cerro Pérez en 1963, en el que un avión Fach se estrelló y entre sus ocupantes falleció el Obispo César Gerardo Vielmo, fue parte de la misión de rescate junto al Teniente de Carabineros Hernán Merino Correa, teniendo importantes testimonios de los hechos.

Por su talento y vocación religiosa ha sido llamado por períodos a prestar su servicio en Santiago, en Bolivia y en Italia.

Claramente el padre Victorino Bertocco se ha destacado e identificado con la Región de Aysén, que ha sabido acompañar con sabiduría y corazón en su proceso a lo largo de gran parte de su historia.

Las generaciones de jóvenes que se han sucedido en estos años lo reconocen como el maestro y el padre que ha sabido orientarlos es su formación integral para realizar sus sueños como personas y como ciudadanos.

El aprecio y el cariño de innumerables ex alumnos, ya profesionales dentro y fuera de la región, acreditan su generosa entrega en esta región.

Los antecedentes biográficos fueron proporcionados por el padre Vladimiro Memo, osm: 

Es que venimos en presentar la siguiente: 

MOCIÓN DE LEY

CONCEDE POR GRACIA LA NACIONALIDAD CHILENA AL

SACERDOTE EDELINO (VICTORINO) BERTOCCO GASPARELLA

"Artículo único:

Concédase, por gracia, la nacionalidad chilena al padre Edelino Bertocco Gasparella.”.

(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES GARCÍA-HUIDOBRO, COLOMA, FREI (DON EDUARDO), PROKURICA Y QUINTANA, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY, QUE REGULA EL LEVANTAMIENTO DE BARRERA EN PLAZAS DE PEAJE, EN EL CASO QUE INDICA 

(8569-09)

El país ha podido observar que en los fines de semana largos se producen cada vez más cuellos de botella o tacos en los peajes de autopistas interurbanas. Los tacos son cada vez mayores, llegando en las últimas ocasiones a ser de varios kilómetros de largo, con las graves molestias que se generan para miles de automovilistas.

Los últimos Gobiernos, por su parte, llevan varios años tratando de llegar a acuerdos con los concesionarios de las carreteras vehiculares para evitar este tipo de tacos, los que finalmente han prosperado hace un tiempo. En efecto, las autoridades del MOP dieron a conocer hace un tiempo la implementación del llamado "Tag Interurbano", el que permitirá a los automovilistas activar el tele vía que actualmente usan en Santiago para pagar el peaje en las carreteras que conectan la capital hacia el norte, el sur y la costa. Lo anterior requiere suscribir un convenio con las concesionarias de carreteras interurbanas. En paralelo, en las actuales plazas de peaje se habilitarán vías adicionales en las cuales los usuarios con Tag podrán ingresar.

Según señaló el MOP, la modalidad para el uso del tele vía en las autopistas interurbanas será "sin parar" para vehículos livianos y "parar y seguir" en pistas mixtas para vehículos livianos y pesados (buses y camiones). Así, si un automóvil ingresa a estas pistas, debe mantener una velocidad máxima de 60 km/h, para que una antena instalada en un pórtico reciba la señal electrónica del tele vía. Si el usuario tiene el Tag habilitado, la barrera se levantará de forma automática. Si no lo está, el paso permanecerá cerrado y el automovilista deberá pagar el peaje en una caja tradicional.

Se estima que la implementación del TAG interurbano mejorará los tiempos de desplazamiento en períodos normales. En efecto, el MOP afirmó que con el peaje manual, en condiciones normales, se pueden atender 250 usuarios por hora. En cambio, en el sistema "Sin parar" permite la pasada de 1.250 vehículos en el mismo tiempo. La proporción es de 5 a 1.

Si bien se estima positivo los acuerdos alcanzados y se espera que el uso de los tele vía estén prontamente implementados en todo el país, lo cierto es que, hasta ahora, éstos sólo están operando en un par de puntos en todo el país y en forma ineficiente. Tardará años todavía tener este sistema funcionando adecuadamente en todo el país.

Además, existen dudas sobre la efectividad de este sistema. Según expertos, y algunas editoriales de diarios de circulación nacional, el resultado no sería óptimo, fundamentalmente, porque el sistema tipo tag en autopistas interurbanas representaría una pérdida económica para el concesionario, debido a que es más importante la evasión del pago y más difícil del cobro de lo adeudado a un evasor interurbano. Además, el flujo por las casetas no es lo suficientemente rápido.

Por todo lo anterior, se estima que es imprescindible adoptar medidas preventivas, aunque no sean definitivas, mientras se perfecciona un sistema más perfecto.  Ello, por cuanto no es posible seguir observando cada fin de semana largo a miles de personas paradas durante horas en la carretera para poder pagar el peaje.

Además, en otros países ya se han implementado algunas medidas preventivas frente a casos de urgencia. Así, por ejemplo, en Argentina se levantan las barreras apenas se acumula un cierto número de vehículos en un peaje. En Estados Unidos, Inglaterra y España, ello también se ha hecho en forma excepcional.

No se ve por qué en Chile no se pueda adoptar una medida de este estilo si las concesionarias no han adoptado todavía, y por años, las medidas necesarias para evitar tacos de graves consecuencias para los usuarios que pagan por el uso de la carretera.

Por ello, el presente proyecto de ley modifica la Ley sobre Concesiones de Obras Públicas con el objeto de obligar a los concesionarios de carreteras interurbanas a levantar la barrera en el caso de que se produzcan tacos de cierta envergadura para el pago de peajes.

En base a las consideraciones anteriores, por tanto, tengo el honor de presentar a este H. Senado el siguiente.

PROYECTO DE LEY

Artículo único.- Incorpórase en el Decreto 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del DFL del MOP N° 164, de 1991, Ley de Concesiones de Obras Públicas, el siguiente artículo 43:

"Artículo 43.- En el caso de carreteras vehiculares interurbanas concesionadas, el concesionario estará obligado a levantar la barrera y dejar pasar a los usuarios cuando hayan más de 100 vehículos detenidos en una plaza de peajes para los efectos de pagar la tarifa o peaje.

En este caso, el concesionario podrá bajar nuevamente la barrera cuando no haya más de 50 vehículos en la misma plaza.

Los usuarios que, por esta causa, no paguen la tarifa, tendrán un plazo de 30 días para efectuar el pago. Para estos efectos, el concesionario deberá establecer las vías de pago necesarias, las que deberán contemplar, a lo menos, un sistema de pago electrónico y un sistema a través de una red de servicios de pago habilitado en el país. El incumplimiento de lo anterior facultará a la concesionaria para iniciar el cobro respectivo en conformidad al artículo 42.

Las concesionarias deberán implementar en cada plaza de peaje un sistema automático para contabilizar el número de vehículos.

Las concesionarias deberán, además, implementar un sistema de fotografías que les permita identificar las patentes de los vehículos que pasaron sin pagar la tarifa por esta causa. ".

(Fdo.): Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Juan Antonio Coloma Correa, Senador.- Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.- Jaime Quintana Leal, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.256, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PESCA RECREATIVA, RESPECTO DEL VALOR DE LAS LICENCIAS Y OTRAS MATERIAS
(7946-21)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República.

 
Se hace presente que esta iniciativa cuenta con urgencia calificada de “discusión inmediata” y debe ser conocido también por la Comisión de Hacienda.

A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira Montes; el Subsecretario de Pesca, señor Pablo Galilea Carrillo, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio Rives, y los asesores señores Carlos Feres y Marcelo García.

Concurrieron, además, los Senadores señores José García Ruminot y Jaime Orpis Bouchon.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Los objetivos del proyecto de ley son los siguientes:

 



a) Modificar el monto de las licencias de pesca recreativa, diferenciando su valor sobre la base de tres criterios: lugar de la actividad, período de vigencia y si se trata de nacionales y extranjeros residentes o de turistas.

 



b) Eliminar la obligación de portar una licencia de pesca recreativa, respecto de los mayores de 65 años, de los menores de 12 años y de las personas con discapacidad física o mental que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad. 

 



c) Otorgar a los Directores Regionales del Servicio Nacional de Pesca la facultad de autorizar las bases de los campeonatos de pesca recreativa y submarina en el plazo de 10 días contado desde su presentación. 

 



d) Considerar como infracción menos grave la realización de actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin portar la licencia.
 



e) Establecer, en materias de pesca recreativa, como autoridad competente para la Región Metropolitana al Subsecretario de Pesca.

- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- La ley N° 20.256, que establece normas sobre pesca recreativa.

- La ley N° 20.422, que establece normas sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad.


- El decreto supremo N° 430, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, hoy Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de 1992, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.892, General de Pesca y Acuicultura.


II.- ANTECEDENTES DE HECHO

MENSAJE DEL EJECUTIVO

El Mensaje que origina esta iniciativa contiene las siguientes consideraciones que apoyan su propuesta legislativa:

En primer término hace presente que la ley N° 20.256, publicada en el Diario Oficial con fecha 12 de abril del año 2008, que establece normas sobre pesca recreativa, otorgó a esta actividad pesquera un marco regulatorio independiente de aquella que se realiza con fines comerciales, ya sea en forma artesanal o industrial, regulada en la Ley General de Pesca y Acuicultura. 

Agrega que los principios y objetivos de dicha ley fueron recogidos en su artículo 2°, señalándose al respecto que éstos corresponden a fomentar la actividad de pesca recreativa, conservar las especies hidrobiológicas y proteger su ecosistema, fomentar las actividades económicas y turísticas asociadas a la pesca recreativa y fortalecer la participación regional.

Además, el Mensaje informa que el artículo 6° de la normativa en comento estableció la obligatoriedad, para toda persona que realice las actividades de pesca recreativa y caza submarina, de estar en posesión de una licencia, personal e intransferible, otorgada por el Servicio Nacional de Pesca, y que debe portarse durante el ejercicio de la actividad y el transporte de las especies capturadas, la que habilita a su titular para realizar actividades de pesca recreativa en cualquier curso o cuerpo de agua fluvial, lacustre o marítimo, con una vigencia anual. Todo lo anterior, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la ley, que trata la situación de las aguas especialmente reguladas para el ejercicio de la pesca recreativa.

En relación con el valor de las licencias para poder efectuar la actividad de pesca recreativa, la ley estableció el monto que se deberá pagar por éstas, fijándolo en 0,7 unidades de fomento para los nacionales y extranjeros residentes y 1,5 unidades de fomento para turistas extranjeros, eximiéndose de su pago (no así de su porte) a los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encontraren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 12 de la ley Nº 19.284, a los mayores de 65 años y a los menores de 12 años.

En ese contexto, el Mensaje añade que el artículo 49 de la ley tipifica como infracción grave el realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin la licencia a que se refiere el artículo 6°.  

Respecto de los campeonatos de pesca, el Mensaje menciona que el artículo 10 de la ley dispuso que éstos, incluida la pesca submarina, se regirán por sus respectivas bases, las que deberán ser comunicadas previamente al Director Regional del  Servicio que corresponda y, en ningún caso, podrán contravenir las medidas de administración vigentes. Agrega además la norma que, en todo caso, los participantes en campeonatos de pesca deberán dar cumplimiento a las condiciones generales establecidas en el Título II de la ley, sin perjuicio de las demás autorizaciones que corresponda otorgar a otros organismos en el ámbito de su competencia.

Adicionalmente, el Mensaje explica que el ejercicio de diversas competencias que la ley establece se encuentra entregado al Director Zonal de Pesca, con competencia en el área o región respectiva. En efecto, y sólo a modo ejemplar, señala que el inciso segundo del artículo 7° de la ley dispone que las medidas especiales de conservación que establece dicha norma podrán ser establecidas por la Subsecretaría de Pesca cuando ellas  se refieran a aguas interiores, mar territorial y zona económica exclusiva, y que, corresponderá al Director Zonal de Pesca respectivo, adoptar las medidas cuando se trate de aguas terrestres. Del mismo modo, los artículos 17 y 18 de la ley disponen que los planes de manejo para las áreas preferenciales deberán ser aprobados mediante resolución del Director Zonal de Pesca respectivo, previa consulta al Consejo Regional de Pesca Recreativa. Por último, el artículo 42 de la ley dispone que el Director Zonal de Pesca respectivo creará, cuando proceda, en cada región de la zona que le corresponda, un Consejo de Pesca Recreativa, como organismo asesor para el fomento y desarrollo de las actividades de pesca recreativa que se realicen en ella. 

                                            El Mensaje finalmente describe los objetivos del proyecto que son los mismos detallados en la página 2 de este informe y hace mención del rechazo y descontento general que se ha producido en los segmentos de los pescadores recreativos de menores ingresos por el fuerte incremento del valor de las licencias. Por otro lado, menciona que el registro de la venta de licencias posterior a la entrada en vigencia de la ley ha ido decreciendo, produciéndose igual rebaja en la compra de licencias por parte de extranjeros visitantes.

PROYECTO APROBADO POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS


La Cámara de origen despachó al segundo trámite constitucional un texto de artículo único que introduce modificaciones a la ley N° 20.256, por medio de cuatro numerales. El primer numeral reemplaza los incisos tercero y cuarto del artículo 6°, que regula la obligación de poseer licencia para realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina, estableciendo valores distintos según se trate de nacionales y extranjeros residentes o de turistas extranjeros, el lugar donde se llevarán a efecto las actividades y la vigencia de la licencia. Asimismo, elimina la obligación de portar la licencia, de la que están exentos del pago, a las personas mayores de 65 años, a los menores de 12 años y a los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el Registro Nacional de la Discapacidad.


El segundo numeral dispone que los Directores Regionales del Servicio Nacional de Pesca deberán autorizar las bases de los campeonatos de pesca dentro del plazo de 10 días contado desde su presentación.


El tercer numeral incluye en las infracciones menos graves a la realización de actividades de pesca recreativa o submarina sin portar la licencia.


El cuarto numeral incorpora un artículo 61 nuevo, que otorga al Subsecretario de Pesca el ejercicio en la Región Metropolitana de todas aquellas facultades que la ley confiere a los Directores Zonales de Pesca, cargo que no existe en la mencionada Región.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR

EXPOSICIÓN DEL JEFE DE LA DIVISIÓN JURÍDICA DE LA SUBSECRETARÍA DE PESCA


El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio, expuso sobre los principales aspectos considerados en el proyecto de ley.


En ese contexto, explicó que la normativa actualmente vigente establece la exigencia de que, para la realización de actividades de pesca recreativa y para el posterior transporte de las especies capturadas, es necesario estar en posesión de una licencia personal e intransferible.


Dicha licencia, añadió, habilita a su titular para ejercer actividades de pesca en cualquier cuerpo de agua, tiene una vigencia anual y representa un costo de 0,7 unidades de fomento para pescadores nacionales y de 1,5 unidades de fomento para extranjeros.





Sin embargo, recalcó que el proyecto de ley en comento modifica el valor de la licencia, de acuerdo a tres criterios: lugar de la actividad, período de vigencia y si la licencia será adquirida por nacionales o extranjeros residentes o de turistas.





Para graficar lo anterior, presentó el siguiente cuadro, que da cuenta de los valores que tendrán las licencias, expresados en unidades de fomento:




Seguidamente, manifestó que la iniciativa de ley  contempla, por otra parte, que estarán exceptuados de la obtención de la referida licencia los mayores de 65 años, los menores de 12 años y los nacionales y extranjeros residentes que sufran de alguna discapacidad física o mental y que se encuentren inscritos en el el Registro Nacional de la Discapacidad dispuesto en el artículo 55 de la ley N° 20.422, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación.


Luego, hizo presente otras modificaciones que contiene el proyecto en discusión:


1) Se exigirá que las bases de los campeonatos de pesca recreativa y submarina sean autorizadas previamente por el Servicio Nacional de Pesca  y que ellas no contravengan las medidas de administración vigentes.


2) Se establece una nueva infracción en caso de ejercicio de la actividad de pesca sin portar la correspondiente licencia.


     3) Se otorga competencia al Subsecretario de Pesca para ejercer de todas aquellas facultades que la ley confiere a los Directores Zonales de Pesca sobre aguas terrestres de la Región Metropolitana.



En último término, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio presentó el siguiente gráfico, mediante el cual explicó la evolución que ha tenido el otorgamiento de solicitudes de licencias de pesca recreativa en los últimos años, en especial, a partir de la entrada en vigencia de la normativa que actualmente rige la materia:
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Seguidamente, el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio, complementó su exposición refiriéndose al estado de cumplimiento de diversas materias relacionadas y contenidas en la ley N° 20.256. Las enumeró de la siguiente forma:

1) Además del proyecto en discusión, se encuentra en segundo trámite constitucional, ante la Cámara de Diputados, la iniciativa de ley signada con el Boletín N° 7.192-12, que establece normas sobre contaminación de algas en cursos y cuerpos de agua.

Dicho proyecto tiene por objetivo establecer medidas sanitarias y de bioseguridad que impidan la introducción de plagas y permitir implementar una o más restricciones de uso o medidas de desinfección de aparejos de pesca recreativa, vestimenta, calzado, equipamiento y embarcaciones, que se aplicarán al ingreso al país, las que deberán fundarse en la circunstancia de que los implementos provengan de países afectados por enfermedades de alto riesgo o plagas.

2) 
En materia de reglamentos y normas que derivan de la ley N° 20.256, el estado es el siguiente:

- Aparejos de pesca: artículo 4° de la ley N° 20.256. Está redactado el decreto supremo N° 103, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, del año 2012, que se encuentra para firma del Presidente de la República. No obstante lo anterior, a la fecha rige el decreto supremo N° 539, de 1995, del mismo Ministerio. 

- Siembra y repoblación: artículo 11 de la ley N° 20.256. Esta materia se encuentra regulada por el decreto supremo N° 210, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de 2009. 

- Acreditación voluntaria de guías de pesca: artículo 40 de la ley N°20.256. Está redactado el decreto supremo N° 103, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de 2012, que se encuentra para firma del Presidente de la República

- Reglamento para la elección de Consejos de Pesca Recreativa: artículo 42 de la ley N° 20.256, materia regulada por el decreto supremo N° 138, del Ministerio de Economía, de 2009, que se encuentra vigente.

- Inscripción en registro de cotos de pesca y de consultores y operadores de pesca recreativa: artículo 54 de la ley N° 20.256. Está redactado el decreto supremo N° 103, del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo, de 2012, que se encuentra para firma del Presidente de la República.

- Metodología para determinar caudal mínimo pesquero: artículo 16 de la ley N° 20.256. Se requiere una resolución de la Dirección General de Aguas, previo informe técnico de la Subsecretaría. Esta materia se encuentra pendiente, por estar en elaboración el Informe Técnico de la Subsecretaría, comprometido dentro de la agenda normativa 2011. 

- Término de Convenio de Administración de Zonas Preferenciales: artículo 28 de la ley N° 20.256. Esta materia se encuentra pendiente.

- Medidas de protección de medio ambiente en construcción y funcionamiento de Cotos de Pesca: artículo 32 de la ley N° 20.256, que dispone la dictación de la reglamentación por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, previo informe técnico de la Subsecretaría de Pesca. Esta materia se encuentra pendiente. Durante el año 2009, la Subsecretaría de Pesca despachó al Ministerio indicado el Informe Técnico R.Pesq. N° 69/2009, que contiene el pronunciamiento sobre la materia. 
- Pesca Recreativa en las áreas de manejo y explotación de recursos bentónicos, regulada en el artículo 36 de la ley N° 20.256. Se requiere la dictación de un reglamento por el Ministerio de Economía, Fomento y Turismo. Esta materia se encuentra en discusión preliminar al interior de la Subsecretaría de Pesca.
3) De conformidad con lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N° 20.256, que establece normas sobre pesca recreativa, se han dictado medidas especiales de administración por parte de los Directores Zonales de Pesca, en los siguientes cursos y cuerpos de agua: Río Puelo en la Región de Los Lagos; Lago Rupanco, Ríos Fuy, Neltume, Llanquihue y Enco, en la Región de Los Ríos; Río Calcurrupe, en la  Región de Los Ríos, Río Coñaripe, en la Región de Los Ríos, y Laguna Parrillar, en la Región de Magallanes y Antártica Chilena.

4)
En materia de política de fomento y desarrollo de la pesca recreativa, la Subsecretaría de Pesca ha promovido los siguientes principios: fomentar la participación ciudadana en el manejo; recuperar y mantener la fauna íctica y su ecosistema; promover la co-responsabilidad, por medio de acuerdos comunales y regionales, y fomentar la conciencia ciudadana en la protección sectorial. 

El objetivo central de dicha política es transformar  al sur de Chile en un destino mundial de la pesca recreativa de truchas y salmones, otorgando a los pescadores entretención y bienestar familiar al fomentar su práctica responsable en ambientes naturales, contribuyendo al desarrollo turístico de las economías locales.

5) 
En otro orden de ideas, se hace presente que Chile está postulando a la realización del Campeonato Mundial de Pesca con Mosca, que se realizaría en noviembre del año 2013. Para ello, se efectuó una reunión en Bruselas, durante el mes de julio del año 2012, oportunidad en la que se dio inicio al trabajo de organización del mismo.

Como actividades preparatorias, durante el año 2012 y a inicios del año 2013, se llevarán a cabo 5 campeonatos nacionales de pesca con mosca, en las Regiones de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, de Aysén y de Magallanes.

CONSULTAS

El Senador señor Sabag consultó en relación a los efectos que generaría la normativa en análisis en la pesca que se realiza en los cuerpos o cursos de agua que se ubican en terrenos privados.

El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio, explicó que la normativa en estudio no opera respecto de las disposiciones que contempla el Código de Aguas. En consecuencia, añadió, los efectos del proyecto de ley en discusión no proceden respeto de los cuerpos o cursos de agua que se ubican en terrenos privados.

A continuación, el Senador señor Horvath requirió información sobre el funcionamiento del sistema de áreas preferenciales de pesca, respondiéndole el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio, que, si bien la normativa vigente permite el establecimiento de áreas preferenciales para el ejercicio de la pesca recreativa, su iniciativa debe originarse en los gobiernos regionales. Sin embargo, hasta la fecha, ninguno de ellos ha formalizado su intención de crear dichas zonas.

Sin perjuicio de lo anterior, agregó, que en conformidad con lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N° 20.256 se han determinado medidas especiales de administración para algunos cursos de agua, como el adelantamiento de las temporadas de pesca, el establecimiento de límites de captura diaria por pescador recreativo, la prohibición de realizar pesca embarcada en algunas zonas y el ejercicio de la actividad de pesca con devolución obligatoria, entre otras.

- Puesto en votación en general y en particular este proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Bianchi, Horvath y Sabag, en los mismos términos en que lo despachó la Cámara de Diputados.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Introdúcense en la ley N° 20.256, que establece normas sobre pesca recreativa, las siguientes modificaciones:


1) En el artículo 6°, reemplázanse los incisos tercero y cuarto por los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos, pasando el actual inciso quinto a ser séptimo:


“Para los nacionales y extranjeros residentes el valor de la licencia de pesca recreativa, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, será de:


a) 0,2 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas marítimas del país y tendrá una vigencia de un año.


b) 0,3 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas continentales del país y tendrá una vigencia de un año. 


c) 0,4 unidades de fomento para  realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas marítimas y continentales del país y tendrá una vigencia de un año.


d) 0,1 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas continentales del país y tendrá una vigencia de una semana.


e) 0,2 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas continentales del país y tendrá una vigencia de un mes.


Para los turistas extranjeros el valor de la licencia de pesca recreativa, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, será de:


a) 0,5 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas marítimas y continentales del país y tendrá una vigencia de una semana.


b) 1,0 unidad de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas marítimas y continentales del país y tendrá una vigencia de un mes.


c) 1,5 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas marítimas y continentales del país y tendrá una vigencia de un año.


Para los efectos de determinar el valor de la licencia se utilizará el valor de la unidad de fomento correspondiente al último día del año anterior del que se obtenga, ajustada al ciento superior.


Quedarán exentos de la obligación de obtención de la licencia a que se refiere este artículo para realizar las actividades de pesca recreativa o pesca submarina y del pago de derechos, los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 55 de la ley Nº 20.422, los mayores de 65 años y los menores de 12 años.”.


2) Reemplázase en el inciso primero del artículo 10 la expresión “comunicadas previamente al” por “autorizadas previamente por el”, y agrégase, a continuación de la palabra “corresponda”, la expresión “, dentro del plazo de 10 días contado desde su presentación,”. 


3) Incorpórase en el artículo 48, el siguiente literal a), nuevo, pasando los actuales literales a) y b) a ser b) y c), respectivamente:


“a) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin portar la licencia obtenida de conformidad con el artículo 6°, debiendo portarla;”.  


4) Incorpórase el siguiente artículo 61, nuevo:


“Artículo 61.- Corresponderá al Subsecretario de Pesca el ejercicio de todas aquellas facultades que esta ley confiere al Director Zonal de Pesca respectivo y que deban tener vigencia o aplicación en la Región Metropolitana de Santiago.”.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 29 de agosto de 2012, con asistencia de los Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente), Carlos Bianchi Chelech, Fulvio Rossi Ciocca y Hosaín Sabag Castillo.


Sala de la Comisión, a 29 de agosto de 2012.

(Fdo.): Pilar Silva García de Cortázar,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA, RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 20.256, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PESCA RECREATIVA, RESPECTO DEL VALOR DE LAS LICENCIAS Y OTRAS MATERIAS

(7946-21)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Mensaje de Su Excelencia el Presidente de la República, con urgencia calificada de “discusión inmediata”.

 
A la sesión en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro de Economía, Fomento y Turismo, señor Pablo Longueira; el Jefe de la División Legislativa, señor Alejandro Arriagada; el Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio, y el asesor, señor Julio Alonso.

De la Secretaría General de la Presidencia: la asesora, señorita Carol Parada.

La Jefa de Gabinete y la asesora legislativa de la Honorable Senadora señora Rincón, señoras Tatiana Klima y Labibe Yumha, respectivamente.
- - -

Cabe señalar que el proyecto de ley fue analizado previamente por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, en primer informe. 

- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca del numeral 1) del artículo único, en los términos en que fue aprobado por la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, como reglamentariamente corresponde de acuerdo al artículo 41 del Reglamento del Senado.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO

Modificar el monto de las licencias de pesca recreativa, diferenciando su valor sobre la base de tres criterios: lugar de la actividad, período de vigencia y si se trata de nacionales y extranjeros residentes o de turistas.

 



Eliminar la obligación de portar una licencia de pesca recreativa, respecto de los mayores de 65 años, de los menores de 12 años y de las personas con discapacidad física o mental que se encuentren inscritas en el Registro Nacional de la Discapacidad. 

 



Otorgar a los Directores Regionales del Servicio Nacional de Pesca la facultad de autorizar las bases de los campeonatos de pesca recreativa y submarina en el plazo de 10 días contado desde su presentación. 

 



Considerar como infracción menos grave la realización de actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin portar la licencia.
 



Establecer, en materias de pesca recreativa, como autoridad competente para la Región Metropolitana al Subsecretario de Pesca.

- - -

DISCUSIÓN 


El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría de Pesca, señor Felipe Palacio, expuso sobre los principales aspectos considerados en el proyecto de ley.


En ese contexto, explicó que la normativa actualmente vigente establece la exigencia de que, para la realización de actividades de pesca recreativa y para el posterior transporte de las especies capturadas, es necesario estar en posesión de una licencia personal e intransferible.


Dicha licencia, añadió, habilita a su titular para ejercer actividades de pesca en cualquier cuerpo de agua, tiene una vigencia anual y representa un costo de 0,7 unidades de fomento para pescadores nacionales y de 1,5 unidades de fomento para extranjeros.

Presentó el siguiente gráfico, mediante el cual explicó la evolución que ha tenido el otorgamiento de solicitudes de licencias de pesca recreativa en los últimos años, en especial, a partir de la entrada en vigencia de la normativa que actualmente rige la materia:
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Manifestó que se ha detectado el problema, expuesto en numerosas reuniones con los representantes de clubes de pesca recreativa del país, de que el valor que se cobra por las licencias subió demasiado respecto del precio que se exigía antes de la modificación del año 2008, especialmente respecto de la actividad desarrollada en aguas marítimas, en que existen muchos pescadores “de fin de semana” que pasaron de pagar una licencia anual de $2.000, a una de aproximadamente $15.000.

Sin embargo, recalcó que el proyecto de ley en comento modifica el valor de la licencia, de acuerdo a tres criterios: lugar de la actividad, período de vigencia y si la licencia será adquirida por nacionales o extranjeros residentes o de turistas.





Para graficar lo anterior, presentó el siguiente cuadro, que da cuenta de los valores que tendrán las licencias, expresados en unidades de fomento:



Seguidamente, manifestó que la iniciativa de ley  contempla que estarán exceptuados de la obtención de la referida licencia los mayores de 65 años, los menores de 12 años y los nacionales y extranjeros residentes que sufran de alguna discapacidad física o mental y que se encuentren inscritos en el el Registro Nacional de la Discapacidad dispuesto en el artículo 55 de la ley N° 20.422, a cargo del Servicio de Registro Civil e Identificación. Acotó que actualmente se encuentran exentos del pago, no así de solicitar la licencia.

La Honorable Senadora señora Rincón consultó la razón de que, respecto de las aguas marítimas, no se contemple la modalidad de pago por semana y mes.

El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría, señor Palacio, expresó que de acuerdo a los datos entregados por el Servicio Nacional de Pesca y diversos clubes deportivos del ramo, la actividad en aguas marítimas es más continua durante el año, a diferencia de la pesca en aguas continentales que tiene temporadas específicas de mayor actividad, especialmente en la zona austral.

El Honorable Senador señor Lagos preguntó cuál fue el criterio para aumentar el valor de la licencia en el año 2008, cuáles son las funciones que subyacen a la necesidad de exigir una licencia y qué ocurre en otros países respecto de la distinción entre nacionales y extranjeros no residentes.

La Honorable Senadora señora Rincón consultó si es necesario que la ley establezca el monto a cobrar.

El Ministro, señor Longueira, indicó que la distinción entre residentes y extranjeros sin residencia es de habitual aplicación en la normativa de otros países.   

El Jefe de la División Jurídica de la Subsecretaría, señor Palacio, manifestó que al tratarse de una forma de tributo debe establecerse por ley. Asimismo, sostuvo que probablemente se tuvo a la vista acuerdos alcanzados con clubes de pesca de la zona austral, en que las personas que llegan a practicar la pesca recreativa poseen un nivel de ingresos muy superior al de las personas que pescan en el resto del país, especialmente en aguas marítimas, y fue por eso que respecto de dicho cuerpo de aguas se estableció una rebaja mayor.

El Ministro, señor Longueira, manifestó que la licencia se cobra y exige para efectuar un control mínimo de la actividad en el país.


---

Artículo único

Introduce modificaciones en la ley N° 20.256, que establece normas sobre pesca recreativa.

Número 1)

Reemplaza en el artículo 6° los incisos tercero y cuarto por los incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos, pasando el actual inciso quinto a ser séptimo.

Los incisos tercero y cuarto, nuevos, establecen el valor de la licencia de pesca recreativa, distinguiendo según nacionalidad, residencia, cuerpo de agua y duración 

El inciso quinto, nuevo, dispone que para los efectos de determinar el valor de la licencia se utilizará el valor de la unidad de fomento correspondiente al último día del año anterior del que se obtenga, ajustada al ciento superior.

El inciso sexto, nuevo, establece que quedarán exentos de la obligación de obtención de la licencia y del pago de derechos, los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 55 de la ley Nº 20.422, los mayores de 65 años y los menores de 12 años.

Puesto en votación el numeral 1), fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Rincón, y señores García, Frei, Lagos y Novoa.

- - -

INFORME FINANCIERO

El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, con fecha 12 de julio de 2011,  señala, de modo textual, lo siguiente:

“I Antecedentes.

La Ley N° 20.256 establece normas sobre pesca recreativa, otorgando a esta actividad pesquera un marco regulatorio independiente de aquella que se realiza con fines comerciales, ya sea en forma artesanal o industrial, regulada en la Ley General de Pesca y Acuicultura.

El presente proyecto de ley consta de un artículo único que comprende cuatro numerales. El primero remplaza los incisos 3° y 4° del actual artículo 6° de la Ley N° 20.256, estableciendo un nuevo valor de las licencias de pesca recreativa, expresado en unidades de fomento, y cuyo valor se determina tomando en consideración los siguientes criterios, a) vigencia de la licencia: anual, mensual o semanal; b) nacionalidad de quienes ejercen la actividad: nacionales (incluyendo los extranjeros residentes) o extranjeros; y c) lugar donde se realiza la actividad: aguas marítimas y/o continentales.

El segundo numeral del proyecto modifica el inciso primero del artículo 10° de la ley N° 20.256, estableciendo que los campeonatos de pesca recreativa, incluida la pesca submarina, se regirán por sus respectivas bases, las que deberán ser aprobadas previamente por el Director Regional del Servicio Nacional de Pesca que corresponda y en ningún caso podrán contravenir las medidas de administración vigentes.

El tercer numeral del proyecto incorpora un literal nuevo al artículo 48° de la ley, calificando como infracción menos grave el realizar actividades de pesca recreativa y pesca submarina sin portar la licencia de pesca recreativa obtenida de acuerdo con el artículo 6° del mismo cuerpo normativo.

El cuarto y último numeral del proyecto incorpora a la Ley N° 20.256 un artículo 61, nuevo, que establece que el Subsecretario de Pesca será la autoridad competente en el ejercicio de todas las competencias que la ley confiere a los Directores Zonales de Pesca respectivos cuando ellas se refieran a la Región Metropolitana.

II. Efecto del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal.

Principales supuestos de cálculo:

El cálculo de proyección en las recaudaciones anuales por venta de las licencias de pesca recreativa se sustenta en los siguientes supuestos:

Cantidad de licencias: la implementación de las modificaciones en el cobro de licencias que dispuso la ley vigente trajo una fuerte caída en el número de licencias vendidas, en relación a lo que se registraba previo a la implementación de la Ley ahora en revisión. Las cifras promedio de venta de licencias previo a la Ley vigente (1997 - 2007), Ilegó a las 44.008 unidades anuales, de las cuales 42.076 corresponden a nacionales y 1.508 a extranjeros.

La meta trazada señala que en un escenario conservador y en un horizonte de 10 años, se retomarían los niveles de licencias vendidas previos a la Ley. Lo anterior se entiende como resultado de la implementación de la Política de Pesca Recreativa, actualmente en elaboración, y que señalará las bases sobre las cuales despegaría esta actividad. La proyección, por lo tanto, resulta del proceso de difusión y promoción de acciones de incentivo de la actividad; actividad efectuada aún de manera informal respecto de la importancia socioeconómica que está llamada a representar.

Opciones de compra:

a) Extranjeros: Según la publicación "Antecedentes Básicos de Pesca Recreativa Chile" (2006), del SERNATUR, los pescadores extranjeros, en su rango más genérico, tienen un promedio de estadía de entre 8 a 10 días, destinando el 60% de estos días a realizar actividades de pesca recreativa.

Por otro lado, según el estudio "Diagnóstico Pesca Deportiva. Evaluación del aporte a las economías regionales", los pescadores de Lodge, que en su mayoría son extranjeros, tienen una estadía máxima de 8,7 noches¹.

Con estos datos se asume, con un supuesto conservador, que un 70% de los pescadores extranjeros adquirirán una licencia por una semana, un 25% por un mes y un 5% por un año.

1.- Variables relativas a usuarios de pesca deportiva que utilizan Lodge.

	Variable
	Límite inferior
	Límite superior

	
	Extranjeros
	Chilenos
	Extranjeros
	Chilenos

	Edad
	45,6
	38,3
	52,9
	46,9

	Días de viaje
	4,3
	1,5
	6,8
	3,9

	Estadía (días)
	7,3
	3,2
	9,3
	4,0

	Estadía 

(noches)
	6,8
	2,7
	8,7
	3,3

	Gasto Total

Viaje (ITSS)
	4313
	1278
	5437
	1738


Fuente: "Diagnóstico Pesca Deportiva. Evaluación del aporte a las economías regionales"

b) Nacionales: Según encuesta on line, que mantiene el SERNAPESCA en su sitio Web, un 44,7% de las personas que contestan la encuesta dicen realizar la actividad los fines de semana, un 27,8% uno o dos veces por año, un 24,3% sólo en vacaciones y un 3,2% nunca.

Con los datos anteriores y bajo el supuesto de que las personas que contestaron la encuesta son todos pescadores nacionales, se asume que un 45% de los pescadores obtendrán una licencia anual, 25% mensual y 28% por una semana.

Por otro lado, para ponderar la elección de compra de licencias, entre aguas Marítimas y Continentales, se utilizó información histórica de ventas de licencias proporcionada por SERNAPESCA, antes de ser implementada la actual Ley. Obteniéndose un 9% de preferencia en la compra de licencias de aguas marítimas, 66% para aguas continentales y 25% para la combinación aguas marítimas y continentales.

Por lo tanto, para los cálculos se utilizan las siguientes tablas:

Tabla I: Ponderación de preferencias por tipo de licencia.
	Nacionales
	Extranjeros

	Temporalidad
	Marítimo
	Continental
	Marítimo y Continental ContinentalContinental

	Semana
	3%
	18%
	70%

	Mes
	2%
	17%
	25%

	Año
	4%
	30%
	5%

	
	25%


Tabla II: Valores de licencias en UF por nacionalidad, área de pesca y temporalidad.

	Temporalidad
	Nacionales
	Extranjeros

	
	Marítimo
	Continental
	Marítimo y

Continental

	Semana
	0,2
	0,1
	0,5

	Mes
	
	0,2
	1

	Año
	
	0,3
	1,5

	
	0,4
	


Ajuste por exención de pago: Las condicionantes de exención se mantienen (menores de 12 años, mayores de 65 años y personas con discapacidad física o mental) razón por la cual se debe tener en cuenta que esta actividad la efectúa un número de usuarios exentos de pago, los cuales se estiman en un 9,5% de las licencias vendidas, cifra que nace de la información de los años 2009 y 2010 (Fuente: Sernapesca). Estas cifras en promedio arrojan exenciones en torno a las 4.200 licencias. El porcentaje surge de aplicar la última cifra sobre la ´cifra meta´ de 44.000 licencias a 10 años.

Síntesis de Efectos del Proyecto.

Los efectos de la propuesta de nuevos valores en las licencias de pesca recreativa se miden a través de la variación entre la recaudación anual actual (base 2010) y las recaudaciones proyectadas a un horizonte de 8 años (2012/2019).

Recaudación anual actual y proyectada a ocho años (en UF) y su variación porcentual en relación al año 2010.

	Período
	Actual (P)
	1
	2
	3
	4
	5
	6
	7
	8

	Año
	2011
	2012
	2013
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018
	2019

	Recaudación (UF) (*)
	10.978
	6.056
	6.684
	7.941
	8.569
	9.197
	9.826
	10.454
	11.082


(*) UF=$21.934

La propuesta de rebaja en el valor de las licencias de pesca recreativa resultará en que un mayor número de pescadores(as) portara su licencia de pesca, mejorando el control y difusión de la reglamentación vigente. Además, sin perjuicio que en el primer año se observará una caída de+ 44% respecto de la recaudación actual, en los años siguientes se producirán incrementos sucesivos, llegando durante el año 2019 a recaudar montos superiores a lo recaudado antes de la vigencia de la ley actual.”.

En consecuencia, las normas de la iniciativa legal en informe no producirán desequilibrios macroeconómicos ni incidirán negativamente en la economía del país. 

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Hacienda tiene el honor de proponer la aprobación del proyecto de ley en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, cuyo texto es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:



“Artículo único.- Introdúcense en la ley N° 20.256, que establece normas sobre pesca recreativa, las siguientes modificaciones:


1) En el artículo 6°, reemplázanse los incisos tercero y cuarto por los siguientes incisos tercero, cuarto, quinto y sexto, nuevos, pasando el actual inciso quinto a ser séptimo:


“Para los nacionales y extranjeros residentes el valor de la licencia de pesca recreativa, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, será de:


a) 0,2 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas marítimas del país y tendrá una vigencia de un año.


b) 0,3 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas continentales del país y tendrá una vigencia de un año. 


c) 0,4 unidades de fomento para  realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas marítimas y continentales del país y tendrá una vigencia de un año.


d) 0,1 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas continentales del país y tendrá una vigencia de una semana.


e) 0,2 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas continentales del país y tendrá una vigencia de un mes.


Para los turistas extranjeros el valor de la licencia de pesca recreativa, sin perjuicio de lo dispuesto en el Título IV de la presente ley, será de:


a) 0,5 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas marítimas y continentales del país y tendrá una vigencia de una semana.


b) 1,0 unidad de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas marítimas y continentales del país y tendrá una vigencia de un mes.


c) 1,5 unidades de fomento para realizar actividades de pesca recreativa en todas las aguas marítimas y continentales del país y tendrá una vigencia de un año.


Para los efectos de determinar el valor de la licencia se utilizará el valor de la unidad de fomento correspondiente al último día del año anterior del que se obtenga, ajustada al ciento superior.


Quedarán exentos de la obligación de obtención de la licencia a que se refiere este artículo para realizar las actividades de pesca recreativa o pesca submarina y del pago de derechos, los nacionales y extranjeros residentes con discapacidad física o mental que se encuentren inscritos en el registro a que se refiere el artículo 55 de la ley Nº 20.422, los mayores de 65 años y los menores de 12 años.”.


2) Reemplázase en el inciso primero del artículo 10 la expresión “comunicadas previamente al” por “autorizadas previamente por el”, y agrégase, a continuación de la palabra “corresponda”, la expresión “, dentro del plazo de 10 días contado desde su presentación,”. 


3) Incorpórase en el artículo 48, el siguiente literal a), nuevo, pasando los actuales literales a) y b) a ser b) y c), respectivamente:


“a) Realizar actividades de pesca recreativa o pesca submarina sin portar la licencia obtenida de conformidad con el artículo 6°, debiendo portarla;”.  


4) Incorpórase el siguiente artículo 61, nuevo:


“Artículo 61.- Corresponderá al Subsecretario de Pesca el ejercicio de todas aquellas facultades que esta ley confiere al Director Zonal de Pesca respectivo y que deban tener vigencia o aplicación en la Región Metropolitana de Santiago.”.”.

- - -

Acordado en sesión celebrada el día 5 de septiembre de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señor José García Ruminot (Presidente), señora Ximena Rincón González, y señores Eduardo Frei Ruiz-Tagle, Ricardo Lagos Weber y Jovino Novoa Vásquez.


Sala de la Comisión, a 5 de septiembre de 2012.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre,

Secretario de la Comisión 
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